- En la ciudad de Ensenada, partido de Buenos Aires, a los trece días del mes de enero de 2005, a las 9.00 horas:

Sra. PRESENTADORA.- Buenos días, damos la bienvenida a los presentes y vamos a comenzar la Audiencia Pública con las palabras de su presidente, doctor Jorge Gustavo Simeonoff.

Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Buenos días a todos, y bienvenidos. 


Damos inicio a la Audiencia Pública convocada por la resolución conjunta del Ministerio de Economía y Producción, N° 777/04, y del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, N° 931/04, de fecha 6 de diciembre del 2004, para el tratamiento de la Carta de Entendimiento que fuera suscrita por la Secretaría Ejecutiva de la UNIREN y la Empresa Distribuidora La Plata Sociedad Anónima (EDELAP S.A.). En dicha resolución conjunta se da cuenta de los antecedentes de hecho y de derecho que sustentan la Carta de Entendimiento a considerar y se exponen los motivos y el objeto de esta convocatoria. 


Asimismo se deja constancia de que se ha dado cumplimiento a los recaudos administrativos previstos por el Decreto N° 311/03 y la resolución conjunta de los ministerios mencionados precedentemente, números 188/03 y 44/03. En lo que se refiere a este proceso de consulta pública obran agregados la totalidad de los informes a que refieren las normas anteriormente citadas.


Por Secretaría se procederá a dar lectura al orden del día que se encuentra exhibido en la entrada de esta sala. 

Sr. SECRETARIO (Del Sacramento).- Dice así:

“En primer término se comunica que en la sede de la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos, sita en la Ciudad de Buenos Aires, se abrió un registro de participantes para la Audiencia Publica desde el día 27 de diciembre de 2004 hasta el 10 de enero de 2005. En dicho registro se han inscripto la cantidad de 22 participantes. 


“Asimismo, ha permanecido abierto durante el mismo periodo un registro de participantes en la sede de del Organismo de Control de Energía Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires (OCEBA) en la Ciudad de La Plata. En dicho registro se han inscripto la cantidad de 14 personas. 


“Por ello, en totalidad se encuentran inscriptas para la presente Audiencia Pública la cantidad de 36 personas. 


“Informes de participantes: asimismo se comunica que se han recepcionado presentaciones escritas acompañando documentación y propuestas para la Audiencia Publica. Dicha documentación se encuentra agregada al expediente S01:0308400/2004. La nómina de los presentantes es la siguiente:

	· DEUCO – Defensa Usuarios y Consumidores

	· Aguas Bonaerenses S.A.

	· Prevención, Asesoramiento y Defensa del Consumidor (PADEC)

	· Bolsa de Comercio de La Plata

	· Asociación de Transportistas de Energía Eléctrica de la República Argentina (ATEERA)

	· Centro de Educación al Consumidor (CEC)

	· Asociación de Prestadores Eléctricos de la Provincia de Bs. As. (APEBA)

	· Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA)

	· Empresa Provincial de Energía de Córdoba (EPEC)

	· Consumidores Libres

	· Procuración del Tesoro de la Nación

	· SRUOGA, Alejandro

	· REPSOL YPF



“Las presentaciones escritas, documentación y propuestas acompañadas por los interesados serán debidamente consideradas en la evaluación del resultado de la Audiencia. Copia de las mismas se encuentran en la Secretaría de la Audiencia y pueden ser consultadas por los participantes.


“La nómina de inscriptos para las alocuciones es la siguiente:

	Persona física o jurídica
	Representado por:
	Tiempo

	UNIREN

	Zoratti, Alberto
	30’

	Defensor del Pueblo de la Nación

	Mondino, Eduardo
	30’

	Defensor Ciudadano de la Ciudad de La Plata

	Malagamba, Luis Porfirio
	30’

	Subsecretaría de Servicios Públicos de la Pcia de Bs. As.

	Sanguinetti, Luis Pedro
	30’

	Empresa Distribuidora La Plata S.A.

	Pujals, Fernando Agustín
	30’

	Procuración del Tesoro de la Nación

	Scrinzi, Adolfo G.

Torterola, Ignacio

Cassinerio, José Luis

	15’

	Asociación de Distribuidores de Energía Eléctrica de la República Argentina (ADEERA)

	Bulacio, Claudio


	15’

	Unión Industrial Gran La Plata

	Prades, Néstor José
	15’

	Unión Industrial Argentina

	Calsiano, Alberto Horacio
	15’

	DEUCO – Defensa Usuarios y Consumidores
	Bussetti, Pedro A.
	15’

	Usuarios y Consumidores en Defensa de  sus Derechos

	Vago, Ricardo Nicolás
	15’

	Aguas Bonaerenses S.A.
	Aparicio, Gabriel
	15’

	Prevención, Asesoramiento y Defensa del Consumidor (PADEC)

	Novosad, Isabel
	15’

	Bolsa de Comercio de La Plata

	
	15’

	Asociación de Transportistas de Energía Eléctrica de la República Argentina (ATEERA)
	Resnich, Silvio Mario

Del Giorgio, Guillermo

Garcia Pereira, Carlos

Palacios, Mariano
	15’

	Centro de Educación al Consumidor (CEC)

	Andrada, Susana
	15’

	Asociación de Prestadores Eléctricos de la Provincia de Bs. As. (APEBA)

	Conti, Osvaldo
	15’

	Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA)

	Pedraza, Luis
	15’

	Servicios Eléctricos del

Chaco Empresa del Estado Provincial (SECHEEP)

	Camargo, Carlos
	15’

	Empresa Provincial de Energía de Córdoba (EPEC)

	Albrisi, César Alfredo

Navarro, César A.

Díaz, Alfonso

	15’

	Comisión de Usuarios del ENRE

	Cappiello, Juan
	15’

	Consumidores Libres
	Vera, Juan Carlos

	15’

	Instituto Argentino de Servicios Públicos
	Martínez, Pablo

	15’

	Sruoga, Alejandro

	Particular interesado
	10’

	La Palma, María Monserrat

	Particular interesado
	10’

	Tortora, Alicia Mabel

	Particular interesado
	10’

	Raimundi, Carlos Alberto

	Particular interesado
	10’

	Pittotore, Pamela

	Particular interesado
	10’

	Pipole, Félix Simón
	Particular interesado
	10’



“Asimismo se han inscripto como participantes interesados de la Audiencia las siguientes personas que no solicitaron efectuar exposiciones: Villar, Jorge Guillermo; Andreatta, Martín; Canovas, Guillermo; Castrillón, Marta y Costantino, Aldo. Y como persona jurídica, REPSOL YPF, representada por Benítez, Fernando H, Albarrazín, Jorge Omar y Aguilar, Alfredo M.

“Por último, se presenta la nómina de autoridades de la Audiencia: presidente,  Dr. Jorge Gustavo Simeonoff; presidentes alternos: Lic. Guillermo Genta e Ing. Hugo Rothamel; secretarios: Dr. Javier Del Sacramento y Juan Baravalle.”
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- A continuación vamos a efectuar algunas consideraciones respecto del desarrollo de la reunión.


Corresponde a la Presidencia conducir el desarrollo de la Audiencia, atendiendo a posibilitar las exposiciones de los oradores y el orden en el transcurso del acto. 


La Audiencia tiene por único objeto poner a consideración de todos los asistentes la Carta de Entendimiento suscripta por la UNIREN con la empresa EDELAP S.A. y las intervenciones que se realicen deberán referirse a dicha materia. 


Los aspectos relevantes del entendimiento sometidos a consideración en esta Audiencia Pública obran en la Resolución que efectuó la convocatoria mencionada precedentemente y sus contenidos han sido debidamente publicitados en el Boletín Oficial, en los diarios “Clarín” y “La Nación”, en el diario “El Día”, de la ciudad de La Plata, y a través del sitio de Internet de la UNIREN; todo ello en los plazos establecidos por la normativa vigente.


La Audiencia se extenderá ininterrumpidamente hasta concluir las exposiciones, a cuyo término se labrará un Acta, que será suscripta por las Autoridades y todos aquellos asistentes que quieran hacerlo.


Las exposiciones y el tiempo asignado a cada orador se desarrollarán según lo establecido en el Orden del Día. 


El orden de exposición de los participantes inscriptos fue establecido de acuerdo con las inscripciones en los dos registros habilitados y por razones de mejor organización expondrán inicialmente las partes del entendimiento y los representantes de los organismos públicos, seguidos por las distintas asociaciones y, finalmente, los interesados particulares.


Las solicitudes de intervención de expositores no registrados serán evaluadas por la Presidencia de la Audiencia, de conformidad con el artículo 27, inciso c), del Decreto N° 1172/03, atendiendo al buen orden del procedimiento. Sin perjuicio de lo cual, los interesados podrán efectuar preguntas por escrito en el formulario que a tales efectos se les entregará en la Secretaría de la Audiencia, las que serán respondidas a instancia de la Presidencia al finalizar la totalidad de las alocuciones previstas. 


Durante la Audiencia se llevará un registro taquigráfico de su desarrollo, de manera de dejar constancia fehaciente del contenido de todas las exposiciones. Dicha versión taquigráfica se agregará a las actuaciones administrativas por las cuales tramita la Audiencia convocada.


Cualquier circunstancia o hecho no previsto que se produzca en el desarrollo de la Audiencia será resuelto por la Presidencia. Las decisiones que sobre el particular adopte la Presidencia no podrán ser motivo de oposición por parte de los asistentes, ello en virtud de lo dispuesto por el artículo 34 del Anexo I del Decreto N° 1172/03. 


Las alocuciones deberán ceñirse al tiempo asignado para su exposición, focalizando su exposición sobre aquellos aspectos que se consideren más significativos. Al finalizar el tiempo asignado al orador se activará un timbre para comunicar el fin del mismo.


Las exposiciones deberán circunscribirse únicamente a la cuestión puesta en debate en esta Audiencia. No se admitirán interrupciones ni preguntas a los expositores durante el desarrollo de las mismas. 


Podrán efectuarse presentaciones con PC y proyector, si así se solicita a la Secretaría, dentro del tiempo asignado a cada orador.


Si un expositor no se encuentra presente en la Sala al momento de corresponderle su intervención o bien desiste de formularla, se otorgará el uso de la palabra al expositor que continúa en el orden previsto. El orador que perdiera la posibilidad de efectuar su intervención por hallarse ausente, podrá solicitar a través de la Secretaría su inclusión en la lista de oradores y la decisión a tal respecto será tomada por la Presidencia.


No se admitirán expresiones de carácter manifiestamente agraviantes respecto de cualquiera de los asistentes al acto.


Por último, queremos agradecer especialmente al Organismo de Control de Energía Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires ‑OCEBA‑ por haber facilitado el funcionamiento del Registro de Participantes en la Ciudad de La Plata y al Consorcio de Gestión del Puerto de La Plata por la disponibilidad de esta Sala y la ayuda brindada para la realización de esta Audiencia.


A continuación, vamos a comenzar con las presentaciones.


En primer término, tiene la palabra  el señor Alberto Zoratti, representante del UNIREN.

Sr. ZORATTI.- Como parte integrante del equipo técnico de la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos vengo a exponer la propuesta de renegociación que hemos acordado y establecido con EDELAP. Voy a tratar de ser breve y de centrarme en los puntos principales del Acta.


En primer lugar, quisiera hacer una referencia al marco de la negociación, señalando que a fines del año 2001 se pone de manifiesto con crudeza una crisis social, política y económica que nos afectó a todos. Todos padecimos esa crisis y se percibía en la sociedad un quiebre en las relaciones contractuales. 


La ley 25.561, de emergencia económica, pone blanco sobre negro una situación preexistente: la crisis, la emergencia, ya estaba entre nosotros.


Esta ley es uno de los instrumentos que elige el gobierno para tratar de encausar la crisis y la renegociación de los contratos de servicios públicos es una de las tantas dilaciones que el gobierno quiere estabilizar.


Dentro de esta ley 25.561 hay tres artículos que nos atañen directamente. En primer lugar, el artículo 8°, por el que se dejan sin efecto las cláusulas de ajuste en dólar y los mecanismos indexatorios, algo que tenía inicialmente el contrato de EDELAP.  Acerca de este punto me gustaría hacer una referencia particular.  El contrato establecía que las tarifas se expresaban en dólares. A nuestro entender. la ley fija que las tarifas deben responder a los costos, y esos costos, en su mayoría, estaban en pesos.

En segundo lugar, en su artículo 9° la ley autoriza al Poder Ejecutivo a renegociar los contratos de servicios públicos bajo determinados criterios y no autoriza a fijar condiciones unilaterales, sino que obliga a renegociar. Los criterios son los que todos ustedes pueden ver en pantalla y de su lectura surge el concepto de que es necesario establecer un equilibrio entre ellos, dado que algunos podrían considerarse como conflictivos o contradictorios.


Por último, la ley 25.561, en su artículo 10, establece que las empresas no podrán suspender o alterar el cumplimiento de sus obligaciones mientras dure la emergencia.
La instrumentación de esa obligación de renegociar los contratos se materializa en la creación de una Comisión de Renegociación que centraliza todo el poder o todos los contratos de renegociación de servicios públicos con el objetivo de adecuar de común acuerdo los contratos y bajo el criterio del sacrificio compartido.


En aquel momento se propone una solución a llevar a cabo en dos etapas. En la primera de ellas, que duraba 120 días, había que tratar de reconducir esos contratos hacia condiciones de relativa estabilidad, en un escenario de mediano plazo y mientras durara la emergencia, prevista hasta fines de 2003.  En dicha oportunidad, se podrían asumir compromisos a mediano y largo plazo.


El Decreto N° 311/03 crea la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos, que es continuadora de la ex Comisión, la cual mantiene el mismo esquema conceptual en relación a la necesidad del sacrificio compartido, de encontrar una solución por etapas, y a la cual su vez se le agrega, como una tarea de relevancia, analizar la evolución y el cumplimiento de los contratos desde el inicio de la concesión.

Por diversas normas, la emergencia fue extendida sucesivamente en el tiempo y su fecha límite actual es diciembre de 2005. 


Quisiera hacer referencia también al Informe de Cumplimiento, que constituyó una tarea muy importante, que insumió muchos esfuerzos y que tuvo como objetivo, en este caso, analizar el desempeño de la distribuidora. Se acomodó a sus obligaciones para concluir si luego de ese análisis era posible renegociar el contrato o en su defecto rescindirlo.


La conclusión, a partir de los informes recibidos de distintos organismos del Ente Regulador de la Electricidad, de la SIGEN, de la Auditoría General de la Nación y de Cammesa, fue que la empresa había cumplido el contrato y no había motivos para una rescisión. También comprobamos que el sistema de control no había sido lo suficientemente extensivo y que se había concentrado en algunos aspectos del contrato. Entendíamos que la autoridad en aquel momento debía incorporar otros elementos de análisis y que esos elementos de análisis son los que luego se van a reflejar en algunos puntos de la Carta de Entendimiento. El Estado no debía solamente concentrarse en el control de los resultados ex-post. El Estado tiene que tener una información del servicio porque es quien debe fijar las tarifas, y para ello debe conocer los costos y las inversiones dado que es en última instancia el responsable de ese servicio. 

Creemos, y lo hemos propuesto en diversos puntos de la Carta, que se requieren algunos ajustes en el control, en las señales que incentivan el mejor desempeño de las concesiones, y que es necesario homogeneidad en los criterios técnicos con que se tratan algunos temas comunes de las empresas de servicios públicos. 

El proceso de renegociación tiene etapas. Hemos discutido con las empresas una agenda de temas a negociar. Hemos analizado la información por ella presentada y la que hemos recabado de otros organismos de gobierno. Hemos propuesto algunas adecuaciones normativas para la transición y para la posterior normalización de la actividad. Y llegamos finalmente a la tercera etapa, que fue discutir con la empresa una propuesta de entendimiento a partir de la Carta elaborada por UNIREN. Hoy estamos transitando la cuarta etapa, la de plantearles esta propuesta, que luego continuará con las consultas a los distintos organismos de gobierno, la SIGEN, la Procuración y el Poder Legislativo. Si esto finaliza exitosamente luego se concluirá con un acuerdo de renegociación. 

Como dije, era necesario establecer un equilibrio, y este fue uno de los aspectos críticos del contrato, dado que tuvimos que balancear derechos y obligaciones de las partes. Hemos encontrado una solución que proponemos aquí y tratamos de adecuarla intentando una normalización en etapas. Ese equilibrio económico del contrato requirió fijar un sendero de costos asociado a las obligaciones que le hacemos asumir a la distribuidora y también implementar o dar las primeras señales para mejorar el sistema de control e información de las concesiones como conclusión de aquel informe de cumplimiento de los contratos. Uno de los aspectos más conflictivos que tuvimos con la empresa fue la renuncia a los reclamos y demandas derivados de la aplicación de la ley de emergencia.

El artículo 9 nos obligaba a renegociar y el proceso de renegociación implica que dos partes o dos voluntades se pongan de acuerdo. No teníamos la facultad de proponer medidas unilaterales. Teníamos que buscar un acuerdo. El éxito de la renegociación depende de esa conjunción de intereses; era necesario reconocer la realidad argentina, una realidad que sigue siendo grave. La renegociación implicaba conocer lo que había pasado con este contrato y también restablecer la confianza de todas las partes y dar condiciones mínimas de certidumbre para la evolución del mismo.


Los inicios de esta negociación fueron muy distantes en las propuestas. Algunas empresas proponían aumentos que quintuplicaban lo que nosotros proponíamos. Planteaban revisiones tarifarias con un horizonte muy lejano y no figuraba bajo ningún concepto la renuncia de los reclamos si no se cumplían esas condiciones. Tuvimos que acercar posiciones y haciendo un balance entre los extremos creemos que hemos mantenido una posición de relativa firmeza en esta negociación. El planteo básico no era de un ajuste transitorio, provisorio. Buscamos un ajuste integral. Queríamos resolver este problema, queríamos quitarle conflictividad a este contrato. Para ello definimos un período de transición donde se equilibran las obligaciones del concesionario con la remuneración que recibe. Finalizado ese período de transición se estabiliza el contrato con la entrada en vigencia de la revisión tarifaria por cinco años. Queremos pasar de la transición a la estabilidad dentro de un contexto acordado, controlado y ordenado. Creemos que estas condiciones le dan certidumbre al contrato y, en última instancia, y lo que es fundamental, a la prestación del servicio. 

El período de transición lo fijamos desde enero 2002, cuando se promulga la ley de emergencia, hasta febrero de 2006, cuando se pone en vigencia la renegociación tarifaria. La solución que acordamos incluía todo lo que sucedió desde enero, a pesar de que el acuerdo -o esta propuesta, mejor dicho- se haya firmado a fines de 2004. No queríamos dejar zonas grises para posteriores o eventuales reclamos. 

El equilibrio entre el período de transición y la estabilización se asienta en la gradual recuperación de las condiciones sociales y económicas. Hoy los indicadores muestran niveles de recuperación, pero todavía queda mucho por hacer. La empresa también está padeciendo la falta de crédito, que esperamos se reestablezca luego de la renegociación de la deuda que tiene el país. Son elementos que uno tiene que tener en cuenta o que hay que tener en cuenta en este proceso.

El objetivo fundamental era sostener el equilibrio, dando niveles de calidad y seguridad compatibles con el régimen de calidad vigente. En el período de transición no reconocemos ninguna compensación tarifaria por los eventuales daños sufridos durante el período de emergencia.

El Régimen Tarifario que estamos proponiendo no prevé aumentos en las tarifas residenciales y un incremento en la tarifa media de la empresa inferior al 15 por ciento. Ello surgió de un análisis de costos e inversiones a partir de la información disponible. Asimismo, no reconocemos en esa remuneración pagos al operador técnico o el pago de sanciones por el incumplimiento de las obligaciones. La deuda que tenía la empresa no formó parte del proceso de renegociación; es una variable que era de su exclusiva responsabilidad.

Como dije anteriormente, no contemplamos ningún resarcimiento ‑tal como son pretendidos hoy día por las empresas‑ por los efectos de la ley de emergencia.  Consideramos que ellos no se justifican. 

La vigencia de la variación tarifaria  propuesta está planteada a partir del mes de febrero de 2005. Con ella se cubren los costos operativos, comerciales y administrativos de la empresa; se financia el Plan de Inversiones comprometido por la empresa, que acompaña el incremento de la demanda, la necesidad de mantener la calidad y mejorar la seguridad, y se incluye un excedente de caja para remunerar el costo de capital sujeto al cumplimiento del Plan de Inversiones. Parte de esa variación tarifaria se asigna a financiar un régimen de extensión y ampliación de redes en zona rural.

También proponemos un mecanismo no automático que en forma periódica permita controlar la variación de los costos. Con ello aseguramos que la empresa pueda tener los recursos necesarios para afrontar sus obligaciones. 

En cuanto al Régimen de Calidad del Servicio, se mantiene la exigencia del nivel de calidad en la prestación del servicio establecido en el contrato e incorporamos un sistema complementario de incentivos para mantener y superar una calidad de referencia, establecida sobre la base del desempeño de los sistemas durante el período comprendido entre los años 2000 a 2003.

Para equilibrar las exigencias de la prestación del servicio con los requerimientos financieros estamos planteando en esta Carta un diferimiento en el pago de todas las penalidades aplicadas y notificadas antes del 6 de enero de 2002 ‑fecha de la publicación de la ley de emergencia‑ y de las penalidades impagas con destino a los usuarios y notificadas con posterioridad a esa fecha. 


El Plan de Inversiones comprometido incluye un plan detallado, en unidades físicas y monetarias, para el año 2005 tendiente a incrementar los niveles de inversión que venía registrando EDELAP durante estos últimos años. EDELAP deberá ejecutarlo para satisfacer los objetivos de reposición de las instalaciones, crecimiento de la demanda, calidad del servicio, seguridad y exigencias ambientales, y eficiencia operativa de la empresa. Dicho Plan de Inversiones será controlado periódicamente por el ENRE y la concesionaria no podrá disponer el excedente de caja si no cumple previamente con el mismo.


Dentro del régimen de extensión y ampliaciones del servicio en el área rural, quisimos garantizar el acceso al servicio, elevar la tasa de electrificación e incentivar la implementación de soluciones racionales y eficientes de abastecimiento en áreas no electrificadas.


También contemplamos la posible ocurrencia de cambios normativos durante el Período de Transición. Esos cambios serán evaluados por el ENRE y se determinará si existe algún tipo de incidencia sobre la empresa.


Asimismo, en el Acuerdo proponemos la aplicación de una tarifa social, iniciativa que hoy cuenta con la sanción de la Cámara de Senadores.  Dicha tarifa social va a facilitar el acceso de hogares en estado de vulnerabilidad económica y, en lo que se refiere a la empresa, moderará el impacto sobre la mora y la incobrabilidad.


A fines del año pasado, el Poder Ejecutivo ratificó el Acuerdo Marco para el abastecimiento de asentamientos precarios y zonas cadenciadas. 


El Período de Transición concluye con una Revisión Tarifaria Integral, que deberá estar finalizada en el mes de Junio de 2005 para entrar en vigencia el 1° de febrero de 2006; ello implica la estabilización plena del contrato. Dicha revisión se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la ley 24.065 ‑de marco regulatorio‑ y las pautas establecidas en esta Carta.


Aquí figuran algunas de las pautas básicas que proponemos sean incorporadas en el análisis y quiero detenerme especialmente en la primera de ellas, que es la base de capital y rentabilidad. Esta es una actividad de capital intensivo. La determinación del conocimiento y la certidumbre sobre el cálculo de la base de capital y la tasa de rentabilidad es fundamental para la continuidad y normalidad del servicio. Creemos que los activos deben ser valuados en su justo valor; no creemos que la contabilidad, o que el valor a nuevo de esos bienes, sean bases razonables para valorar esos activos.  Es necesario hacer análisis de los bienes que están a disposición, de los bienes reales y de los bienes necesarios para la prestación del servicio, todos los cuales deben ser valuados en su justa medida.


Dentro de estas pautas también incluimos algunos mecanismos e incentivos  que surgen como conclusión de nuestro análisis en relación al grado de cumplimiento de los contratos.


Dentro de las mejoras en el sistema de control, creemos que es necesaria una visión integral del desempeño del Concesionario, de la evolución del sistema eléctrico, de sus costos y que la eficacia del sistema dé señales económicas. Estos elementos deben ser incorporados y agregados al control por resultados. Para ello proponemos un registro económico-financiero de las actividades reguladas y no reguladas que desarrollan este tipo de empresas, la realización de una auditoría técnica y económica de los bienes esenciales del servicio, una representación georeferenciada de la red y del mercado que permita conocer el desarrollo, la evolución y los costos del sistema. Creemos que es necesario realizar anualmente un informe del cumplimiento de los contratos y que se monitoreen las relaciones de las empresas con sus proveedores.


Tal como mencioné anteriormente, uno de los aspectos críticos de la renegociación fue la renuncia a los reclamos. La empresa había iniciado reclamos ante el CIADI, que más allá de los montos, constituían para nuestro país una señal negativa.  Era necesario, repito ‑más allá de los montos involucrados, que eran varias decenas de millones de dólares‑, neutralizar esa acción, porque iba en detrimento del prestigio de la Argentina. 


Entendemos que la empresa consideró que el panorama que se presentaba era positivo y que quizá sus reclamos no tenían un destino de éxito. En primer lugar suspende sus acciones y luego están dispuestos a renunciar a los diez días de realizada la Audiencia Pública para la revisión tarifaria. Para nosotros este es un hecho muy importante, tan importante como los acuerdos que mencioné anteriormente. 

Para dar certidumbre y respaldo al incremento que estamos proponiendo explicitamos dentro del acuerdo una proyección financiera donde establecemos las bases de cálculo y los criterios, también apoyados por un informe de justificación que elaboró la Unidad de Renegociación. 


Para finalizar quiero decir que la ley 25.561 fijaba determinados criterios para renegociar; me gustaría mencionar cómo estamos respecto al cumplimento de los mismos. El aumento del 15 % que estamos proponiendo luego de los análisis realizados provoca un incremento de menos del 0,45 % en los precios promedio de la economía. La nulidad del aumento en las tarifas residenciales no provoca impacto directo en la distribución del ingreso. En cuanto a la calidad de los servicios y los planes de inversión mantenemos el régimen de calidad del contrato e incluimos un plan de inversión concreto y las condiciones para su monitoreo. En cuanto al interés de los usuarios y la accesibilidad de los servicios para el usuario actual tratamos de fijar la menor tarifa posible para la mejor calidad en la etapa de transición. También incluimos la posibilidad de incorporar una tarifa social y un acuerdo marco. Para el usuario futuro y el usuario no atendido proponemos o tratamos de garantizar su acceso a través de inversiones en expansión. En cuanto a la seguridad de los sistemas no se plantean desvíos o atenuaciones de las exigencias de seguridad. Finalmente, respecto a la rentabilidad de las empresas, no garantizamos un nivel de rentabilidad. Mantenemos los incentivos para comportamientos eficientes y contemplamos un excedente mínimo luego de cubrir los costos operativos, las inversiones y el pago de los impuestos. Estos son los puntos principales de la propuesta. Agradezco a todos su atención. Muchas gracias. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Eduardo Mondino, Defensor del Pueblo de la Nación. 
Sr. MONDINO.- En primer lugar quiero reconocer este proceso complejo de renegociación de los contratos que da comienzo con esta Audiencia Pública. Todos los procedimientos que se están poniendo en marcha tienden a ir normalizando la situación de los servicios públicos, en este caso el del sector eléctrico, y por lo tanto corresponde profundizar su evaluación a partir de una consideración. 

Los servicios públicos de la Argentina, a través de la reforma del Estado, del sistema de privatización elegido, formaron parte en un momento de un modelo que excedía a los servicios públicos en sí. Estaba enmarcado dentro de una matriz económica que se desarrolló en la década del 90. No haré aquí una evaluación de ello dado que no es motivo de tratamiento en esta Audiencia Pública analizar lo que conceptualmente significa, pero creo que hay que tenerlo en cuenta. La mecánica de los servicios públicos estaba condicionada por una materia económica que todos llamamos convertibilidad y todas las pautas de los contratos tendían a seguir esa lógica, con lo cual tenían ciertas condiciones, como la fijación de tarifas a partir de índices industriales de otros países, es decir, tenían indicadores diferentes. 

Sin duda la renegociación del contrato plantea el desafío de adaptar y readecuar ese modelo de privatización a una realidad y una economía absolutamente distinta, la argentina. Por eso creo que esta es una gran oportunidad, la renegociación de los contratos y su readecuación, para acomodar estos servicios públicos a esta nueva realidad. 


A mi entender son tres los actores que componen el servicio público: el Estado, que es el concedente, el concesionario, que es el prestador; y los usuarios de ese servicio público. Por lo tanto creo que hay que encontrar un justo equilibrio que contemple los intereses del Estado, los intereses del prestador y sin ninguna duda también los intereses y la situación de los usuarios. 

La crisis, fruto de la cual hoy estamos discutiendo la renegociación de los contratos, afectó al Estado, al prestador, pero también a los usuarios, ajenos a la crisis pero que también la sufrieron


A fin de comenzar a analizar la Carta de Entendimiento que se nos propone en esta Audiencia Pública lo primero que tiene que hacer la Defensoría es analizar la situación financiera y económica del prestador y a partir de allí desarrollar lo que creemos va a ser nuestra postura en esta Audiencia Pública.


Dado que la primera parte de nuestra exposición se refiere a un análisis económico y financiero, solicito a la Presidencia que me permita ceder el uso de la palabra al licenciado Bizzi, quien explicará algunos cuadros, y luego yo retomaré la exposición por parte de la Defensoría.

Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el licenciado Bizzi.

Sr. BIZZI.- En términos generales del análisis económico y financiero podemos  observar que la composición del activo es la típica del sector, en el que el 90 por ciento de los activos son de largo plazo y de los cuales el 94 por ciento son bienes de uso. 


Observamos que la inversión neta en bienes de uso es negativa, dado que el total de inversiones no alcanza a cubrir las amortizaciones del período. Ello implica que el valor de los bienes de uso está disminuyendo año tras año y las inversiones se concentran básicamente en el mantenimiento y reparación de los bienes existentes.


El pasivo de la empresa es de 170 millones de pesos, de los cuales el 46 por ciento es de corto plazo y se concentra básicamente en deudas con Central Dique y organismos de control.


Respecto a la liquidez de la empresa, si consideramos cuál debería ser una  estructura de capital sólida, deberíamos considerar la de una estructura con coherencia entre las inversiones y sus fuentes de financiación, es decir que el plazo de vencimiento de los pasivos sea similar a la tendencia de liquidez de los activos. Nosotros observamos que este no sería el caso de EDELAP, ya que sus activos representan el 21 por ciento y el ratio de liquidez debería girar alrededor del 100 por ciento.


Desde el año 2000 EDELAP mostraba potenciales problemas de liquidez, ya que su ratio de liquidez en aquel entonces era del 28 por ciento. Probablemente dichos problemas de liquidez eran mitigados por la alta generación de fondos que tenía la empresa, lo que a partir de la crisis del 2001 se reduce sustancialmente, dada la caída de las ventas, la pesificación de la tarifa y la inflación que produjo un aumento en sus costos. De esta manera, el flujo de fondos mostró un marcado retroceso y obligó a la empresa a incurrir en cesación de pagos.


En la actualidad, la liquidez ha mejorado, aunque todavía se encuentra lejos de los valores óptimos. Si ello lo sumamos a que el flujo de efectivo ‑según su último estado‑ muestra una disminución de caja, en la medida en que no mejore el flujo de caja de la empresa, no va a poder solucionar el problema de liquidez mediante fuentes internas de recursos, por lo que será necesario el aporte de capitales genuinos.


Con respecto a la solvencia, observamos que ‑tal como lo mencionamos anteriormente‑ parte de los activos de largo plazo se están financiando con deudas de corto plazo, por lo que no se observa una coherencia entre la escasa tendencia a la liquidez que tienen los activos y la mayor exigibilidad de los pasivos de la empresa. 


Si tenemos en cuenta la cobertura de la deuda, dado que la empresa tiene pérdidas operativas el ratio de cobertura de deuda arroja valores negativos, por lo que si la empresa no mejora su rentabilidad no podrá cumplir con sus acreedores en el futuro.


En lo que se refiere a la rentabilidad observamos que hasta el año 2002 se tiene una rentabilidad positiva. A partir del año 2003 se comienza a incurrir en pérdida y hasta el 30 de septiembre de 2004 ‑que es el último balance disponible‑ tiene una pérdida de 13 millones de pesos, es decir que todos los valores de rentabilidad muestran valores negativos. Esta pérdida que tiene durante los primeros nueve meses de 2004 se debe a que la generación de fondos de la empresa es insuficiente para hacer frente a las amortizaciones y  los resultados financieros netos. 


Teniendo en cuenta las proyecciones que se pueden hacer entre el 2004 y el 2006, según la Carta de Entendimiento,  se observa que el efecto que va a tener el aumento de las tarifas será un aumento en los ingresos del 28 por ciento en el 2005 respecto del 2004 y del 36 por ciento en el 2006 respecto del 2004.  Esto  también produce una mejora sustancial en los márgenes de explotación y la empresa pasa de tener pérdidas operativas a obtener importantes ganancias operativas.  Es de esperar que en menos de dos años la empresa recupere toda la pérdida que tuvo después de la crisis. Si observamos el siguiente cuadro vemos que el aumento de las tarifas va a hacer que el margen de explotación llegue a valores similares a los existentes con anterioridad a la crisis. 


Por último,  respecto a la estructura del capital, se espera una mejora en el problema de liquidez que hemos mencionado, pero no como consecuencia de aportes genuinos de la empresa, sino debido a la refinanciación de las multas impagas al Estado nacional.

Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Continúa en el uso de la palabra el señor Mondino.

Sr. MONDINO.- La primera observación que deseo realizar respecto del análisis económico-financiero es que debimos hacer este análisis porque no tenemos el cuadro tarifario que normalmente se pone a consideración de una Audiencia Pública.  Ese cuadro tarifario no está y por ello realizamos estimaciones a partir de lo que se plantea como un incremento de tarifas. Quiero dejar sentada esta observación en el sentido de que deberíamos contar con el cuadro tarifario que establezca claramente qué va a ser potencial y qué es lo que técnicamente va a aumentar respecto de cada sector. No hemos dispuesto de este cuadro ni antes ni durante esta Audiencia. 


Nosotros entendemos que el incremento de tarifas no está hecho en base a un análisis detallado de costos, sino en base a las necesidades operativas y financieras de la empresa. De ello deriva que el aumento va a equilibrar la situación de la empresa y seguramente, como está planteado, durante el año 2006 le va a dar rentabilidad. 


Por otra parte, en ningún lugar encontramos un análisis sobre la situación de quiénes van a ser los que van a sufrir el aumento, es decir, cómo impacta y cuál es el estudio socioeconómico que determina el impacto que tiene sobre los sectores que deben pagar el aumento. Este es el elemento que a nuestro entender falta. Nos parece que la Carta de Entendimiento tiene una visión exclusivamente sobre el concedente y el concesionario y que los usuarios están afuera. No hay ningún elemento que haga un análisis sobre el impacto de este aumento de tarifas en una pyme o en un comercio pequeño. Asimismo, surge que la reestructuración financiera y las nuevas inversiones son abordadas por el Estado, refinanciando las multas, y por los usuarios, debido al incremento tarifario. La empresa no pone absolutamente nada en este Acuerdo.


Repito que de acuerdo con las proyecciones, la empresa va a recuperar en el próximo año todo lo que sufrió como pérdida por la pesificación y, además, va a tener utilidades adicionales.


En cuanto a la Carta de Entendimiento propiamente dicha, quisiera plantear tres cuestiones que a nuestro entender nos parecen centrales. Una de ellas es la de la revisión tarifaria. 


La revisión tarifaria ‑el punto 14 de esta Carta de Entendimiento‑ es central para nosotros. Va a plantear nada más y nada menos que la consolidación de un contrato por cinco años. Esta revisión tarifaria que se debería haber hecho en 2002, como estaba previsto ‑y que lamentablemente no se llevó adelante, era el mecanismo previsto‑, es el elemento sustancial para readecuar los contratos a la nueva situación económica. Por eso creo que es uno de los temas centrales de esta Carta de Entendimiento. 

Una revisión tarifaria integral no hecha adecuadamente tiene consecuencias. Hoy sufrimos las consecuencias de una crisis energética porque en 1998 se hizo una revisión tarifaria integral del sector de gas que era light. No se le dio ni siquiera importancia en aquel momento en esa revisión tarifaria a que Argentina crecía en la exportación de gas. Se rechazaron en dicha revisión de 1998 ampliaciones del gasoducto. Esa revisión tarifaria formó parte de la causa sustancial de la crisis energética de hoy, por no haberla realizado adecuadamente. 

Creo por ello que la revisión tarifaria integral que se plantea es central. Por lo tanto venimos a plantear la modificación sustancial del artículo 14 que fija las pautas. Estimo que éstas son absolutamente genéricas, que plantean cuestiones de tipo general. Y como lo que no incorporemos en esta acta acuerdo va a ser difícil de incorporar en la revisión tarifaria, pido expresamente la modificación del punto 14, sobre el que vamos a hacer una propuesta de lo que creemos que debe ser una revisión tarifaria integral profunda. 

La revisión tarifaria que se está planteando, que debe finalizar en junio, va a afectar a todos los usuarios; no sólo a los que sufren hoy un incremento sino también a los residenciales. La propuesta que tenemos la hemos dividido en cuatro aspectos y creemos que deben ser precisados en el punto 14. 

Uno es el aspecto económico-social. Planteamos un estudio del nivel socio-económico de los usuarios, quienes también fueron afectados por la crisis, y su recategorización, que no es un tema menor. La categorización de los usuarios que hoy se está planteando tiene la vigencia de la época en que teníamos SEGBA, hace muchos años. Planteamos que quede incluida la recategorización de los usuarios. 

Se debe discutir la eliminación del cargo fijo en las facturas de los usuarios que constituyen los sectores más vulnerables de la sociedad. Para nosotros esa es la tarifa social. Debe haber un estudio del impacto impositivo en la facturación. En este sentido, les voy a mostrar algunos cuadros para que podamos ver lo que pagan los sectores más desprotegidos en concepto de cargo fijo e impuestos. Si tomamos un consumo de 350 kwh/bim vamos a ver cómo incluso un usuario paga más de cargo fijo que lo que consume. Y si le agregamos los impuestos paga un 68 por ciento entre impuestos y cargos fijos. Un consumo medio de 450 kwh/bim paga un 63 por ciento entre cargos fijos e impuestos. Pero si vemos la situación del que consume 900 kwh/bim, que se supone que tiene un consumo mucho más importante, el cargo fijo incide sólo en un 20 por ciento. Esto es absolutamente regresivo y afecta también la preservación del recurso energético, que tiene que tener una estrategia en la cual valorar un recurso no renovable. Los que tienen menos con esta estructura tarifaria pagan más por lo que ni siquiera consumen. Por lo tanto vamos pedir que se incluya la discusión del cargo fijo como un elemento sustancial de la revisión tarifaria integral. 

Luego planteamos un segundo punto en la revisión, que es el aspecto contable. En alguna parte de la Carta de Entendimiento están los costos financieros. Creo que debe eliminarse la posibilidad de reconocer modificaciones tarifarias por costos financieros. Las tarifas deben definirse sobre la base de la estructura de costos y no sobre los costos financieros. Además deben separarse las decisiones de inversión del financiamiento de tales inversiones. Se debe elevar a nuestro entender un sistema de contabilidad de costos regulatoria que contenga un plan de cuentas. Es importante en la revisión tarifaria saber cuáles son las cuentas y qué se aplica como costo, y esto no se resuelve con los balances contables normales de la empresa; la única manera es a través de un plan de cuentas de contabilidad de costos. 

Planteamos un estudio de la evolución de las variables económicas, un estudio de los costos razonables para los usuarios compatible con la seguridad de abastecimiento, un estudio de la rentabilidad razonable de las empresas que guarde relación con la eficiencia y la prestación satisfactoria de los servicios y un estudio de los costos de gestión de cobranza. Estos últimos suelen quedar ahí, pero cuando aparece la gestión de cobranza y cuándo ésta se terceriza, se observa que son altísimos los costos de gestión de cobranza que pagan los usuarios. Queremos que se incluya esto en la revisión tarifaria. Y por supuesto, un análisis de las inversiones para satisfacer los requerimientos de la calidad de la concesión en un costo mínimo razonable.

El tercer punto para incluir en la revisión, y desde el punto de vista técnico, es el análisis de los indicadores de calidad de la prestadora ‑auditorías; análisis de las sanciones aplicadas a la empresa. Tener un análisis de las sanciones significa poder encontrar dónde estuvo la deficiencia. Por lo tanto, es fundamental encontrar los puntos sobre los cuales el concedente puede reclamar a la concesionaria mayores inversiones y un mejoramiento del sistema, porque en las penalidades está la deficiencia. Debe haber un análisis de los parámetros de calidad en función de las penalizaciones existentes y un estudio de los criterios y rangos de la categorización de los usuarios. 

Nos parece también sustancial que se incluya lo relativo a la gestión ambiental. No encontré en la Carta de Entendimiento, salvo en el Plan de Inversiones, ninguna referencia a la gestión ambiental, y creo que debe formar parte de la revisión tarifaria, estableciendo criterios específicos. No se puede poner más transformadores donde el prestador quiere sino que tiene que haber una discusión en el ámbito en el que esos transformadores funcionarán. No puede ser que el usuario se levante un día y encuentre una estructura frente de su casa sin que nadie le haya preguntado nada o que nadie en el ámbito de la comunidad haya sido consultado. La gestión ambiental tiene que formar parte de la revisión tarifaria. 

El otro punto que abordaré es el de las multas. Como afectan a los usuarios deberían volver en beneficios para los usuarios. La Carta de Entendimiento financia las multas hasta el 6 de enero de 2002 en diez años y las multas desde el 6 de enero de 2002 hasta la vigencia del acuerdo ‑que supongo que debe incluir las multas que ayer anunció el gobierno‑ en ocho años. Se plantea que las nuevas sanciones pueden ser destinadas a inversiones. Nuestra postura es que excepcionalmente se podría exigir que las multas sean incremento de capital. Es una de las cuestiones que falta cuando yo digo que la empresa no pone nada en su reestructuración. Que los 20 millones de multa los pongan para capitalizar la empresa. De esta manera también mejoraría su situación económico-financiera excepcionalmente. 

Las nuevas multas hay que pagarlas y deben estar dentro del régimen regulatorio. Si la posibilidad son las inversiones, como dice la Carta de Entendimiento, a veces es más fácil conseguir financiamiento para una inversión, endeudando la empresa, invertir pidiendo un crédito y con eso pagar la multa, porque difícilmente se puedan conseguir créditos para pagar una multa directamente; no creo que ninguna entidad financiera otorgue este tipo de créditos. 


Por ello no compartimos en absoluto el tema del financiamiento de las multas. Creemos que las multas deben ser pagadas y que un financiamiento a diez y ocho años es un abuso. Y si no, planteemos la contraparte. Las multas son una sanción por diversos incumplimientos de la empresa. Cuando un usuario no paga en término, tiene intereses punitorios, y cuando a un usuario se le corta el servicio, tiene que pagar la reconexión. Podríamos incluir que ellos tengan los mismos beneficios, es decir, que los usuarios paguen intereses punitorios a diez u ocho años o se les refinancie la reconexión en el mismo plazo. 

De esta manera estaríamos estableciendo un equilibrio entre la ventaja de ser prestador y la ventaja de ser un usuario, que a lo mejor es una pyme que ha tenido una crisis y no ha podido pagar. Sólo de esta manera podríamos ver que las sanciones tienen algún grado de equilibrio entre el prestador y el usuario.


El último punto al que quisiera hacer referencia es la desigualdad de los usuarios. Si esto entra en vigencia el 1° de febrero de 2005, los usuarios de EDELAP van a sufrir una desigualdad que quebrará el principio básico del servicio público, que es la igualdad, es decir, van a pagar tarifas más caras que quienes son usuarios en la misma categoría de EDENOR y de EDESUR, porque estas últimas todavía no han firmado este contrato. Esto significa castigar a unos usuarios y beneficiar a otros y generar una distorsión de la competencia entre usuarios de las mismas categorías.


El incremento de tarifas que podría aplicarse concluida esta Audiencia, desde el punto de vista jurídico, a nuestro entender y de la única forma que podría entrar en vigencia de acuerdo con la ley que regula la energía eléctrica, es mediante una ley que esté en acuerdo general con las demás empresas. De lo contrario, se está quebrando el principio de igualdad de los usuarios. 


Finalmente debo decir que el incremento de tarifas que estamos analizando no está definido por una estructura de costos, sino por las necesidades de la empresa. Asimismo, debe reformularse el punto 14 ‑como lo manifesté‑ con mucha previsión, porque la Revisión Tarifaria Integral forma parte de la estabilidad del contrato. Lo que no pongamos allí, no lo podremos incorporar durante cinco años. 


Desde nuestro punto de vista es inaceptable el financiamiento de las multas y a mi entender jurídicamente no puede implementarse este incremento de tarifas si no se realiza en forma conjunta con EDESUR y EDENOR.


Seguramente, cuando termine esta Audiencia, se continuará con el debido procedimiento de elaboración de un informe en el que se fundarán las posiciones.  Nosotros hemos planteado nuestra posición y, por lo tanto, la posición definitiva la vamos a sostener en el momento que tengamos el resultado y veamos si nuestra posición y la de muchos que van a participar fueron incorporadas en esta Carta de Entendimiento. 

No obstante ello, desde ya les anticipo que si la Defensoría no obtiene una respuesta fundada a estos planteos y la Carta de Entendimiento y el Acuerdo continúan siendo planteados en los términos en que han sido presentados, ésta va a hacer reserva de todas las acciones que pueda emprender desde el punto de vista administrativo y judicial. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Luis Porfirio Malagamba, Defensor Ciudadano de la Ciudad de La Plata.

Sr. MALAGAMBA.- Celebro esta reunión y haber escuchado al señor Mondino, defensor del pueblo de la Nación. 

Todo esto necesita reflexión y discusión. Yo dudaba en venir y lo digo honestamente, porque me parecía que estaba haciendo el juego a algo que, si no era vinculante, estaba blanqueando algo ya decidido. De todas maneras, analizándolo incluso con concejales de La Plata, me pareció pertinente participar e informar lo que venimos sosteniendo desde que asumimos la Defensoría del Pueblo de La Plata. 

También celebro que se haya anotado para intervenir la ex defensora del pueblo de La Plata, la señora María Monserrat La Palma, quien ha realizado un excelente trabajo en esta Defensoría. Tal vez nuestro trabajo sea mucho más humilde que el que puedan llegar a realizar instituciones como la de la Defensoría del Pueblo de la Nación, incluso desde el punto de vista de la infraestructura, pero por lo menos vamos a dar nuestro punto de vista y lo que hemos venido sosteniendo.


Cabe aclarar que además de defensor ciudadano del pueblo de La Plata soy integrante del Observatorio Social de la Provincia de Buenos Aires, formado por un conjunto de organizaciones que trabajan sobre el medioambiente y los derechos humanos. También cabe aclarar que mi posición nada tiene que ver con el trato que he recibido por parte de la empresa, el cual fue excelente, más allá de que en la cara les he dicho que no comparto un montón de decisiones. Pero por lo menos me han atendido, lo que no ocurrió de la misma manera con otras empresas de servicios públicos privatizados. 


En realidad, esta discusión surge desde que esto se privatizó y el problema surge porque en realidad muchas veces los que privatizaron se pusieron del lado de los entes de control. Y entonces se produjo una confusión: entes de control y empresas privatizadas son lo mismo. Espero que el gobierno reflexione sobre esto, porque esta es la oportunidad histórica que creo que no está viendo y que está dejando pasar. Esto es lo que me preocupa, más allá de todas las especificaciones técnicas que tenemos que ir mirando entre todos; creo que esta es la oportunidad histórica de aquellos contratos a noventa y cinco años que hoy estamos refirmando, sin poner un absoluto cambio al destino de estos contratos.


Es posible que respecto de esta discusión tal vez nuestra institución no exista; hay siete en la provincia de Buenos Aires. Pero no dejo de ser el defensor del pueblo de La Plata y a mí no me citó nadie para llevar adelante esta discusión. No tengo tantos elementos como los que me hubiera gustado estudiar ‑más allá de que no tengo tiempo‑, pero me hubiera gustado estudiarlos a fondo. Algo he visto y analizado y algo he solicitado como elementos. Pido disculpas si en algo de lo que digo me equivoco, porque en definitiva en todo caso vine a aprender, más allá de mi oposición a esto que va a impactar fuertemente en el bolsillo de los usuarios platenses. 


Con respecto a esto de las invitaciones me parece extraño que los grandes usuarios tampoco hayan sido partícipes. Yo me pregunto si la Municipalidad de La Plata fue invitada a discutir este tema de la renegociación. Tengamos en cuenta que la Municipalidad de La Plata es un gran usuario consumidor, además de tener contratos de concesión con la propia empresa relacionados con mantenimiento, obra nueva, etcétera, etcétera. Entiendo que no y me parece grave. Me parece grave porque eso es típico de lo que tiene que ocurrir y ser discutido entre todos. 


Me preocupa que en esta Carta de Entendimiento se hable de monitoreo y control. Y me pregunto qué pasó hasta ahora. ¿El monitoreo y el control estaba de parte del ENRE? Incluso tengo gran respeto por el nuevo presidente del ENRE ‑no sé si está presente‑ pero honestamente he dudado muchas veces del control del ENRE, y se lo he dicho y lo he dicho públicamente. Me parece que esta Carta de Entendimiento incluye al ENRE en un monitoreo y control que nada tiene que ver con lo que hay que hacer. Se habla de evitar el monopolio, pero esto es monopolio, nos guste o no. No puedo estar todos los días en mi casa desenchufando la luz de EDELAP y enchufando la de EDENOR. Esto es harto conocido. Este aumento regirá para los grandes consumidores, pero también regirá para mí, que soy residencial. 

Se habla de renegociación integral. Si hay una renegociación integral ¿por qué no decimos ahora, ya? Y lo tomamos en etapas. Un famoso cómico decía que si lo íbamos a hacer lo teníamos que hacer en serio. Acá nadie va a fondo en la cuestión. Creo que esto tendría que haber sido parte de un verdadero punto de partida de un nuevo contrato. Hoy abarca servicios generales, pero mañana va a abarcar a los particulares, y esto se va a tomar como referencia para todas las otras prestadoras eléctricas. No veo reacción. Honestamente me hubiera gustado que haya una fuerte reacción, incluso desde la propia ciudad a la que represento. 

En las extensiones de línea no se nota la inversión. En el tema de inversión, respecto a que el particular va a pagar más allá de tantos metros, me parece que volvemos a lo de siempre. Nosotros los particulares pagamos la inversión y las empresas hacen el negocio. Nosotros hacemos la obra de gas, agarramos los caños, se los donamos a Camuzzi Gas Pampeana y Camuzzi Gas Pampeana hace el negocio. Es como si yo comprara un campo y le pidiera a quien después le voy a vender yo que me compre las vacas y los caballos. Es una barbaridad. 

Desde otro punto de vista quisiera saber quién hace el gasto en el Plan de Inversiones. Yo no veo ningún tipo de gasto. Por eso pido que me corrijan los futuros oradores que en todo caso defiendan la posición de esto. Observo que hay una inversión de 18 millones de pesos durante este período de emergencia y me parece que eso no alcanza ni para el mantenimiento. Me pregunto cuál era la inversión en años anteriores. ¿No se hablaba de millones de dólares? Comparativamente me parece que las diferencias son abismales. Me pregunto qué pasa con la inversión, proyectada incluso para los propios trabajadores, que no sé si es que no integran la sociedad. Honestamente lo dejo para los trabajadores, sé que darán su pelea. 

Con respecto a las multas, como muy bien decía el señor Mondino, se deben devolver a los particulares. De los 28 millones de pesos de multa que se condonan 14 millones son del Fisco y 14 de los particulares. Los 14 millones del Fisco van a ir a inversiones. Honestamente no entiendo bien. Lo veo muy confuso. Me gustaría que esté más clara cuál es la posición. Se habla de trato equitativo con los generadores. Entre los generadores y distribuidores; creo que el trato equitativo lo merecen en todo caso los usuarios. 

Volviendo al tema de las inversiones hay empresas gigantes que han hecho inversiones, agarraron los cables, los palos y los donaron al particular. Inversiones que la empresa dijo que iba a devolver en plata, en luz, pero nadie se acuerda que la inversión era en dólares. Por ejemplo, cito casos estúpidos, un vecino gastó 10 mil dólares en llevar la luz y EDELAP le dijo que se lo devolvía en luz, pero resulta que ahora con la pesificación se lo está devolviendo en pesos. Me parece que esto no está contemplado. 

En las inversiones rurales, y en este anexo que se contempla, también tengo dudas. Lo plantee incluso a la gente de UNIREN. No condice lo que dice el Anexo II con lo que supuestamente el ENRE ya había sancionado y multado. No condice lo que dice el anexo con lo que nosotros contemplamos. Me consta que en ese listado hay gente que ya tenía sentencia favorable del ENRE. Lo único que tenía que hacer la empresa era cumplir. Me parece que no está claro de dónde va a surgir esa inversión, si es de los 3,2 millones o es algo que ya tendría que haber hecho la empresa. Creo que es otro tema para tener seriamente en cuenta.

Trato de preguntarme dónde está el ENRE. Siempre me pregunté donde está la el ENARGÁS y también otras empresas. De todas maneras en este caso me preocupa ver dónde está el ENRE; no sé si fue parte de esta discusión. Aún no coincidiendo con cada una de las decisiones del ENRE me hubiera gustado que fuera parte de esta discusión. El tema de las multas estaría más claro, como también el tema de la CIADI. No sé si es suspensión, si lo perdonó por este período, si mañana se agarra el cajoncito, se saca el expediente y se lo hace funcionar de nuevo. Y mientras tanto las multas se condonaron. 

Este es un pantallazo de lo que veo. Lo que sufro todos los días lo voy a decir en unas pocas palabras. Todos los días sufro el tema de la energía reactiva, aunque parezca mentira esta empresa aplica energía reactiva. Todos los días sufro porque hay gente que no lo entiende. Yo tampoco lo entiendo pero le pregunté a un ingeniero eléctrico sobre la tangente, el coseno y demás, pero la gente no lo entiende. La Secretaría de Energía ¿por qué no suspende para los residenciales consumidores de menos de determinada cantidad de voltios el tema de la energía reactiva? Me parece una pavada tenerla incorporada, me parece casi una bofetada, porque de todas maneras creo que la energía reactiva es el resultante de productos que el propio Estado autoriza que se vendan en la vía pública. Y entonces el Estado es el responsable, que se haga cargo el Estado. 


En cuanto al PURE, que esta empresa también aplica –si no me equivoco es el decreto 552‑ es absolutamente insuficiente, por no decir ridículo, y les digo por qué. No están contempladas las excepciones. Recién ahora se empezó a estudiar de qué manera se hacen las excepciones. Mucha gente, muchos particulares, tienen tarifas de servicios generales y están siendo multados en función de que este famoso PURE actúa sobre ellos, sin considerar que está castigando el consumo. Está castigando el crecimiento. Un quiosco que consumía 120 pesos de energía, que pasó a ser un ciber, hoy paga 500 pesos de multa por incorporar dos trabajadores y siete u ocho computadoras. Creo que esto también debe contemplarse. No lo veo aquí. 

Otro de los problemas que sufro todos los días ‑algo ya mencionó el Defensor del Pueblo de la Nación‑ es lo relativo a la reconexión y los medidores. Es un tema que me harté de comunicar al ENRE para que tome intervención. Esta empresa aplica algo así como 170 pesos al inquilino que cambia de departamentito porque le dicen que le tienen que reconectar y poner nuevamente el medidor. Es una aberración, termina siendo con impuestos 240 pesos, cuando la persona paga por su departamento 120 pesos de alquiler. No hay trato equitativo por el poderío de las empresas. Y no me refiero a EDELAP. Pido al Estado que se ponga del lado de los usuarios. ¿Tiene los mismos recursos el usuario que la empresa? Y me termino peleando por una licuadora hasta en la Suprema Corte de Justicia. Por 80 pesos. Me parece una barbaridad. Y eso el Estado lo tiene que tener en cuenta, tiene que haber una instancia que lo defina mucho antes. Está el recurso de consideración, de reconsideración, de alzada, el contencioso, por una licuadora que vale 80 pesos. Me parece que en esto no tiene nada que ver. Esto tendría que estar contemplado. Somos nosotros los usuarios quienes padecemos este problema. 

Bien decía el señor Mondino. La empresa, alegando leyes nacionales, todos los días nos aparece con un poste, un transformador, en un lugar donde realmente nos molesta. Pero nos molesta como vecinos. Por lo menos pedimos que se compatibilice con el Municipio. Y a veces le pregunto al Municipio y ni siquiera está compatibilizado. No es patrimonio de esta empresa, es patrimonio de todas las empresas multinacionales privatizadas. Y con algunas hasta cuesta entenderse porque hablan otro idioma. Me preocupa desde el punto de vista de hacerles entender lo que nos pasa. Y lo que nos pasa es que de la noche a la mañana nos aparece un transformador en la ventana y no tenemos forma de hacerlo cambiar. Mucho más grave es lo que nos pasa cuando realmente la persona tiene en su medianera colgada la línea de esta gente. Y cuando pide traslado, porque va a construir una piecita o va a hacer un garaje, esta gente le pide 200, 500 o 700 pesos para correrle la línea. En realidad, las empresas tendrían que pagarles a los usuarios por apoyarles esa línea. 

Dicho sea de paso, respecto de las inversiones no veo nada escrito en el sentido de ir enterrando cables, por lo menos, en la Ciudad de La Plata. Ya cuando era el viejo SEGBA había una ordenanza que establecía que se tenían que enterrar tantos cables por mes y por año. Desde que tengo uso de razón, los cables siguen colgados, se suman otras empresas y esto es una vergüenza. Hoy por hoy, este contrato tendría que contemplar estas inversiones y que esto desaparezca, porque esto tiene que ver con el medioambiente y la contaminación.

Por otra parte, las zonas rurales no crecieron por lo que invirtió esta empresa o las otras empresas, sino por lo que en su momento invirtieron las cooperativas, muchas de las cuales desaparecieron o no se pudieron mantener y de otras se hizo cargo la propia privatización. Pero hoy por hoy, yo les pido que recorran estas zonas: se van a encontrar con cables neutros caídos, con postes quemados y con un mantenimiento deficiente en muchos de esos lugares, que pertenecen a EDELAP y que no pertenecen a EDELAP. Hay que poner el acento fuertemente en esto porque este tipo de cosas deberían formar parte del ENRE, es decir, del control.

Para terminar quisiera decir que existe un sinnúmero de temas que no se atacan a fondo. Por ejemplo, el tema de los PCB es un tema serio, independientemente de que quienes están vinculados al tema energético lo vean como un tema menor, porque la sociedad lo ve como un tema mayor. No veo un tratamiento a fondo para que lleguemos seriamente al 2010 sin ese problema. Me parece que esto amerita que esta Unidad se ponga a trabajar fuertemente sobre este aspecto.

Otro tema que más que una denuncia es exclamación o reclamo: yo no quiero pertenecer más al ENRE. Me da vergüenza decir que La Plata pertenece al ENRE. Somos la capital de la provincia de Buenos Aires y por ende deberíamos pertenecer al OCEBA, independientemente de que allí me pelee de la misma forma que en el ENRE. Somos la capital de la provincia de Buenos Aires y pertenecemos al ENRE, tenemos que ir a Buenos Aires ‑donde a veces hay gente y otras veces no hay gente‑, tenemos que acudir con cartas documento, etcétera. Tal vez para los de Bahía Blanca sea lo mismo, pero yo pretendo que haya sucursales y que se acuerden de nosotros. Repito: me parece una locura pertenecer al ENRE. Yo pretendo que esta empresa pertenezca al OCEBA.

Por último, hace pocos días, en esto que nos viene como serios problemas, reflexionaba con un grupo de amigos sobre lo que nos está pasando. En un barrio, en El Peligro, andaba el camión aguatero desparramando agua por un problema de agua. Y salió uno y preguntó cuándo iban a pasar las redes. Tengo miedo de que si no ponemos seria atención sobre este contrato, esto termine mal. Me preocupa que esto no tenga un buen fin para todos, incluso para el crecimiento de la industria local. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Luis Pedro Sanguinetti, Subsecretario de Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires.

Sr. SANGUINETTI.- Autoridades de la Audiencia Pública, señoras y señores: se somete  a consideración de esta Audiencia la postura del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la provincia con respecto a la Carta de Entendimiento arribada entre la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos y EDELAP, distribuidora de energía eléctrica, cuya prestación comprende los partidos de La Plata, Magdalena, Berisso, Ensenada y Coronel Brandsen, de la provincia de Buenos Aires. 
 
Al respecto cabe efectuar algunas consideraciones preliminares. En nuestro esquema constitucional las provincias conservan todo el poder no delegado a la Nación en materia de legislación, justicia y administración, de acuerdo con el artículo 121 de la Constitución Nacional y 1 de la Constitución provincial, quedando en poder provincial la facultad de crear, organizar, planificar, regular, controlar y suprimir servicios públicos en su jurisdicción territorial.


Lo expuesto en el punto anterior resulta sumamente relevante, en tanto los servicios públicos propendan al desarrollo general y progreso y, como lógica consecuencia, a la satisfacción de las necesidades colectivas y al mejoramiento de la calidad de vida de la población, por lo cual el Estado no sólo debe organizar la prestación de tales servicios en orden a modelos que nos aseguren las mejores condiciones de eficiencia, sino también velar por la coexistencia razonable entre la jurisdicción federal y provincial cuando ella alcance o se extienda al ámbito provincial. 


En el caso que nos ocupa, desde el mes de octubre del año 1958 la empresa SEGBA, creada por la ley 14.772 como una empresa del Estado nacional y sujeta a su jurisdicción, se hizo cargo de aquellos servicios eléctricos interconectados en la Capital Federal y en veintiocho partidos de la provincia de Buenos Aires, manteniéndose esta disposición modificada a la fecha pese al proceso de transformación y privatización de su sector eléctrico nacional llevado adelante en cumplimiento de las leyes 22.696 y 24.065. Con motivo de la privatización mencionada, a nivel de distribución de ética, SEGBA fue sustituida por EDENOR, EDESUR y EDELAP, continuando como antes la jurisdicción nacional. 


Sentado lo expuesto y definido el objeto de la presente Audiencia a nadie escapa que aún cuando la provincia de Buenos Aires carezca de una jurisdicción por años reclamada debe ocuparse del bienestar de su población y observar aquellas cuestiones que puedan lesionar sus intereses económicos conforme lo preceptúa el artículo 42 de la Constitución Nacional.


Siguiendo el argumento vertido, constituye un atributo potestativo de la provincia y su inobservancia genera consecuencias institucionales que afectan a la calidad de vida de sus habitantes, la necesidad de abrir canales de participación provincial  por los servicios públicos prestados en su ámbito territorial, profundizando entre la Nación y la provincia coincidencias y marcos comunes a efectos de fortalecer el bienestar general.


En sentido de lo expuesto es oportuno manifestar que la provincia de Buenos Aires cuenta con más del cincuenta por ciento de la población abastecida por concesionarios sujetos a regulación y control del Ente Nacional Regulador de la Electricidad ‑el ENRE‑ no existiendo representación alguna de la provincia en dicho organismo. Sin embargo, en el sector agua y saneamiento, donde existe similar esquema de concesiones, la provincia cuenta con representación en el directorio del organismo respectivo de regulación. 


En función de ello y hechas estas aclaraciones, vamos a analizar algunos puntos que resultan de interés y que serían considerados en el Acuerdo que se somete a esta Audiencia. 


En primer lugar, el alcance del ajuste. Como es de conocimiento público EDELAP tiene su área de explotación en la zona que comprende los partidos que mencioné anteriormente, de manera que la sola incorporación de esta empresa en un camino de ajuste tarifario en la provincia de Buenos Aires, que plenamente presta servicios en la provincia de Buenos Aires ‑como EDELAP‑ genera una suerte de desequilibrio y desigualdad entre los usuarios de EDENOR y EDESUR. A poco de la lectura de ese compromiso se advierte que serán sólo los usuarios de EDELAP quienes deberán soportar el aumento contemplado, generándose una evidente discriminación entre usuarios de tales prestadores, toda vez que EDENOR y EDESUR, con prestación en el territorio nacional, no tendrán que sufrir el impacto del aumento previsto por EDELAP. Por lo tanto es la oportunidad de esta Audiencia Pública la que tiene la provincia para señalarlo, siendo su argumento primordial el principio de igualdad de trato que ha prohijado el artículo 42 de la Constitución Nacional ya citado, EL que impone la preservación de los intereses económicos de los usuarios y su similar artículo 38 de la Carta Magna provincial. 

Otro aspecto que queremos señalar es el referido a la tarifa social, la cual no se encuentra definida en el Acuerdo. Al respecto proponemos la incorporación del esquema de tarifa social que contemple el sistema previsto en la provincia de Buenos Aires, no sólo a través del Marco Regulatorio Eléctrico vigente sino en las sucesivas normas que han sido dictadas por la provincia en tal sentido, entre otras la ley 11.698 y el decreto N° 756/02. De este modo se estima que el sistema debe resultar comprensivo de aquellos usuarios residenciales  con escasos recursos económicos, surgiendo su universo de la directa participación de los municipios y asociaciones de usuarios y consumidores. Ello resulta más equitativo que la forma prevista en el compromiso por cuanto nuestro esquema se orienta a solucionar el acceso a los servicios públicos básicos de los habitantes de la provincia de Buenos Aries con escasos recursos económicos, suscribiéndose a tal fin acuerdos de colaboración con los municipios y las asociaciones de bien público, fortaleciendo su transparente instrumentación en lo concerniente a la terminación de la situación real de pobreza. 

Un aspecto que queremos que se contemple es el abastecimiento mínimo obligatorio. Éste es un concepto que incorpora el nuevo marco regulatorio de la ley 13.173 de la provincia de Buenos Aires y que entendemos que debe integrarse al presente compromiso en virtud de estar frente a un compromiso de un servicio de carácter esencial. Entendemos que el acceso a la electricidad es un derecho inherente a todo habitante de la provincia, al que se debe garantizar su abastecimiento mínimo y vital independientemente de cualquier otra consideración. 


Respecto de las inversiones debe tenerse presente que la compañía EDELAP padece una serie de falta de inversiones en redes, situación que a todas luces debe ser contemplada puesto que el sistema existente resulta insuficiente para satisfacer la demanda actual y potencial. Esta falencia se materializa en más cortes de suministro, que es uno de los parámetros que califican la calidad de servicio. Resulta menester entonces que en oportunidad de formalizarse el Acuerdo se contemplen todas las inversiones necesarias y se efectúe un estudio de esta condición tan importante que hace a la continuidad del servicio eléctrico, de manera de lograr una calidad adecuada en toda la distribución del servicio que satisfaga las expectativas de la población. 

En este sentido volvemos a remitirnos al Marco Regulatorio Eléctrico provincial, el que establece un papel activo en el rol del Estado orientando a los prestadores mediante un plan director que identifique el sendero de inversiones de mediano y largo plazo procurando evitar la repetición de hechos como los ocurridos y largamente padecidos por los  usuarios. 


También viene al caso indicar que el nuevo marco regulatorio provincial establece la necesidad de un control preventivo, un control ex-ante, sin perjuicio del control posterior que corresponda al organismo de control. Esto con el objeto no sólo de evaluar los parámetros técnicos como metas a obtener sino promover la evaluación y seguimiento permanente de la situación, analizar las tendencias y posibles escenarios futuros. Todo ello con el propósito de anticipar legislaciones e impulsar las acciones para su corrección de modo de anticiparse a la ocurrencia de eventos que afecten la calidad del servicio, sistema de control que sería oportuno incorporar al entendimiento propuesto. 

El punto sobre régimen de extensión y ampliación de redes en zonas no electrificadas también merece nuestra atención. Al respecto, sin perjuicio de que debe evaluarse el efecto financiero en la anticipación por parte de los usuarios de dichos emprendimientos, entendemos que en el caso de que la contribución se mantenga reembolsable no debe ser un obstáculo para la accesibilidad del servicio, razón por la cual se estima necesario rever la propuesta introduciendo aclaraciones tales que habiliten al usuario a procurarse de medios económicos suficientes para el acceso al servicio, debiendo en su caso actuar la empresa en los términos previstos para esos fines. 

Respecto al capítulo sobre multas cabe destacar que las multas contempladas en los puntos 9.2.1 y 9.2.2 forman parte del sistema de precios y directamente se debe conversar el acuerdo de precios pagado por los usuarios. Sin perjuicio de ello en la Carta de Entendimiento se requiere que se expliciten acabadamente en un anexo específico los montos de todas las multas aplicadas a EDELAP, cualquiera fuera su destino y a efectos de un cabal conocimiento por parte de los usuarios residentes en esta provincia. Por otra parte de persistir el procedimiento de multas sugerido, en el caso de las multas que se remitan al usuario y que resulten de poco monto relativo, no se admite que el plazo pueda ser extendido como en el caso de la empresa. 

Finalmente, y en virtud de lo expuesto, en caso de otorgarse el aumento propuesto, el mismo debe privilegiar la asignación de inversiones por encima de lo estipulado dado el notable retraso que se percibe y considerando muy especialmente el efecto de las mismas en el precio de la economía. 

Sentada nuestra postura en la presente Audiencia, esperamos que se tomen en cuenta todas las posiciones formuladas porque no hacen más que proteger a los usuarios que residen en su jurisdicción territorial. Muchas gracias. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Fernando Pujals, presidente de la Empresa Distribuidora La Plata S.A.
Sr. PUJALS.- Muy buenos días a todos los presentes. 

Como ya se ha mencionado EDELAP brinda el servicio de distribución de energía eléctrica en los partidos de La Plata, Berisso, Ensenada, Brandsen, Magdalena y Punta Indio. Esta zona ha jugado un papel destacado en nuestra historia, particularmente en el desarrollo del sistema de alumbrado público y distribución de energía eléctrica. 


Seguramente el mismo espíritu innovador que distinguió a Dardo Rocha ‑fundador o constructor de la ciudad de La Plata‑ en el diseño de la misma es el que le hizo adoptar este sistema de alumbrado y distribución de energía, transformando a La Plata en la primer ciudad de Sudamérica en contar con el servicio. Esto se produjo hace un poco más de 120 años, producto de la visión del fundador de la ciudad, Dardo Rocha, y también del empuje de un emprendedor privado. Todo ello posibilitó que este logro tuviera lugar mucho antes que en cualquier otra ciudad de la República Argentina y también, como he mencionado, de América del Sur. 

Durante 74 años hubo distintas empresas privadas que brindaron el servicio de alumbrado y distribución de energía eléctrica hasta el año 1958, cuando se constituye SEGBA, con capitales inicialmente mixtos, entre privados y estatales, y luego, a partir de 1962, con capitales del Estado Nacional en un cien por ciento. Posteriormente, en 1992, la distribución eléctrica de la zona vuelve a manos privadas y allí comienza la gestión de EDELAP, empresa que represento.


Es así que la energía eléctrica ha sido uno de los factores distintivos que promovieron el desarrollo de la zona, tanto en los casi noventa años que estuvo a cargo de emprendedores privados como en los treinta durante los cuales la administró el Estado.


Los que hoy conformamos EDELAP entendemos que nuestra empresa va a crecer tanto como la zona donde vuelca sus esfuerzos, que nos va a ir tan bien o tan mal como a la sociedad a la que servimos. Por esa razón, nosotros nos sentimos tan comprometidos como aquellos pioneros que iniciaron el servicio en el año 1884 y es con ese espíritu que venimos a esta Audiencia Publica.


Como decía anteriormente, en el año 1991 se promulga la ley 24.065 y el 3 de diciembre de 1992 se firma el Contrato de Concesión que retorna a manos privadas la distribución del área de la ex Sucursal La Plata de SEGBA bajo el nombre de EDELAP. Este contrato posterior, como dije, a la promulgación de la ley 24.065, de 1991, y a la creación del Ente Nacional Regulador de la Electricidad, surge en la búsqueda de superar la crisis energética que se experimentaba en los finales de la década del 80 en todo nuestro país, que seguramente muchos de los que estamos acá recordamos y otros quizás no por su edad.


Al momento de la toma de posesión, la empresa, al igual que el resto del sector eléctrico, sufría por la falta de inversión durante varios años. Esa falta de inversión era lo que se llamaba en aquella década del 80 "retraso tarifario". Esta situación que había afectado seriamente el servicio y la calidad de vida de los clientes era insostenible y de allí el surgimiento del nuevo esquema.


Debemos tener en cuenta que la distribución de la energía eléctrica es un sistema complejo y de alta tecnología, que supone para su normal funcionamiento una intensa supervisión y control las 24 horas del día y los 365 días del año. También requiere de inversiones constantes y de largo plazo, tema que ha sido mencionado reiteradamente por los expositores anteriores y que obviamente refirmo y suscribo. 

Estas inversiones no sólo requieren la capacidad de hacerlas, sino también de tiempo de implementación para que la energía esté disponible dónde y cuándo se la requiera. No se resuelve  de la noche a la mañana, sino que requieren de planificación, estudio y de un tiempo de implementación; en el sector eléctrico las soluciones no son automáticas: nosotros vemos hoy los resultados de lo que hemos decidido tres, cuatro o cinco años atrás.

En el informe de cumplimiento del contrato efectuado por UNIREN con la participación de diversos organismos del Estado nacional se dictaminó que EDELAP cumplió con sus obligaciones. Quizás uno pueda pensar que cumplir con sus obligaciones sea un término un poco mezquino. Ese cumplimiento pudo haber sido, por ejemplo, como aprobar un examen con cuatro o quizás distinto. Entonces, creo que es importante que nos detengamos un minuto para hablar sobre qué beneficios generó EDELAP para la zona desde el año 1992 hasta  la fecha.


En primer lugar, debo mencionar la mejora en la calidad de servicio. Medido según uno de los indicadores habituales en el sector eléctrico, que es la frecuencia de las interrupciones del servicio por cliente que se producen en un año, esas interrupciones se redujeron de 23 en el año 1992 a 7 en el año 2004, es decir, a la tercera parte. Obviamente que hay que seguir mejorando y para ello hay que seguir invirtiendo, pero hubo una mejora significativa en la calidad del servicio.


En segundo lugar, debo mencionar la reducción de las tarifas. Los beneficios de la reducción del costo de la energía eléctrica fueron trasladados en forma íntegra a los clientes, de acuerdo con lo establecido por la ley 24.065 y el Contrato de Concesión. No es sencillo calcular cuál fue el ahorro de costos que tuvieron nuestros clientes por esta reducción de tarifas. Todos recordamos que a fines del año 1992 todavía sufríamos las consecuencias de la inestabilidad económica que había caracterizado a nuestro país en años anteriores. No obstante ello, los cálculos efectuados arrojan una cifra de un ahorro por parte de nuestros clientes residenciales de 128 millones de dólares en el período 1992 a 2001 por efecto de esa reducción de tarifas. Y los clientes industriales y comerciales de la zona, en ese mismo período, pudieron recibir un ahorro de costos de 800 millones  de dólares.


En tercer lugar, quiero mencionar que no sólo se mejoró la calidad y se redujeron las tarifas, provocando o generando importantes ahorros para nuestros clientes, sino que también se pudo acompañar el crecimiento de la zona en el período, el cual no fue menor. En 1993, la compañía entregó a sus clientes 998 GWh y eso pasó a 2208 GWh en el año 2004, es decir que más que se duplicó. La potencia máxima solicitada por nuestros clientes se incrementó de 255 MW en 1994 a 414 MW en el año 2004 que acaba de terminar. Es decir que tuvo un incremento del 62 por ciento.


Más allá de cualquier otro indicador económico que podamos analizar, si hemos mejorado la calidad del servicio, si hemos reducido las tarifas generando un importante ahorro para nuestros clientes y si hemos podido acompañar el crecimiento de la zona, es porque la empresa invirtió y estuvo bien gestionada. Por ello creo que cuando en el Informe de Cumplimiento se dice que la empresa cumplió con el contrato, es correcto, y creo que cumplió con una nota bastante destacada.

Las inversiones que se realizaron en el período 1992 a 2001 fueron de 144 millones de dólares. En el período post devaluación ‑2002 a 2004‑ se invirtieron 37,5 millones de pesos. Es cierto, como se preguntaba un expositor anterior, que en este período 2002 a 2004 se ha invertido menos que el promedio histórico de la década anterior. Pero no menos cierto es que la empresa tuvo que soportar incrementos de costos significativos ‑a los cuales después me voy a referir‑ con una tarifa congelada. 

Las inversiones que se realizaron estuvieron destinadas a mejoras sustanciales en la red y en el servicio, que se expresan de manera macro o general a través de los tres indicadores que les mencioné: la calidad del servicio, la reducción  de las tarifas y el acompañamiento del crecimiento en la región. Pero para brindarles también algunas cifras específicas, en el período que estamos analizando tendimos más de dos mil kilómetros de redes nuevas de media y baja tensión; instalamos más de mil nuevos centros de transformación, mejorando y ampliando la red; trabajamos en la repotenciación de las Subestaciones Dique y La Plata,
que permitieron absorber el crecimiento de la demanda en los partidos de Berisso, Ensenada y La Plata; implementamos estrategias integradas de operación, mantenimiento y expansión de nuestras redes, enfocadas a la mejora continua de la calidad del servicio; incorporamos al sistema a más de 14 mil familias de bajos recursos, que antes estaban colgadas y que hoy son clientes regulares de la compañía y titulares de su servicio y, lo que es más importante de haber incorporado a estas 14 mil familias es que hoy tienen un sistema eléctrico seguro, cosa que no sucede con aquellos que por una situación u otra ‑que no voy a analizar en este momento‑ están colgados del sistema. Las 14 mil familias que incorporamos hoy tienen un sistema eléctrico seguro. 

Asimismo, ampliamos nuestros servicios a grandes clientes, brindándoles asesoramiento y mantenimiento de sus instalaciones eléctricas; lanzamos nuestra factura en sistema Braile, tomando en cuenta las posibilidades de nuestros clientes con capacidades especiales; modernizamos las ocho sucursales de nuestra área de concesión, dotándolas de mejor equipamiento y mayor cantidad de personal para la atención al público; 


Rediseñamos la factura, de manera tal de brindar mayor información y detalle a los clientes para que puedan entender qué es lo que están pagando. Multiplicamos nuestras bocas de cobro para comodidad de los usuarios. 


Hemos también incorporado tecnología en la operación técnica y comercial. En este sentido, se creó un Centro Operativo de Alta Tensión, se implementó un sistema SCADA, se desarrolló un sistema de gestión de distribución ‑que vincula la base de datos de los clientes con la información geográfica y técnica de toda la red de EDELAP‑ y se diseñó un Plan Operativo de Emergencias para atender las situaciones que se pueden presentar en contingencias importantes en la red, producto de factores climáticos u otras circunstancias. 

Se implementó un sistema de gestión comercial que permitió informatizar y mantener en línea a todas las agencias comerciales, con lo que mejoramos la rapidez en la atención a nuestros clientes. Depuramos apropiadamente nuestras bases de datos de todos los clientes para evitar errores o inconvenientes en la facturación. Interrelacionamos los sistemas de gestión comercial con el área técnica. Aplicamos métodos de lectura computarizado de los medidores de manera tal de reducir los errores de lectura y por lo tanto los inconvenientes que se pudieran producir en la facturación a nuestros clientes. Incorporamos un moderno Call Center y una página Web para información de los clientes. Desarrollamos un sistema de seguridad en la vía pública para proteger la seguridad, convirtiéndonos en la primera empresa del país que obtuvo la certificación IRAM a dicho sistema. 

Hemos desarrollado un Sistema de Protección del Medio Ambiente según la Norma ISO 14001, que se encuentra en la etapa de certificación por IRAM. Estamos implementando un sistema para el mantenimiento de alta tensión según la norma ISO 9001-2000. Hemos también trabajado en la capacitación de nuestro personal, que es la base de la actividad que nosotros desarrollamos y en 2004, por ejemplo, hemos tenido más de 20.300 horas de capacitación para todo nuestro personal. 


También hemos trabajado en el área de la responsabilidad social. En este sentido cabe mencionar la firma del pacto global establecido por la Organización de las Naciones Unidas junto a otras empresas argentinas, la aplicación de políticas de proveedores, seguridad e higiene en el trabajo y de medio ambiente y los planes de capacitación al personal antes mencionados. 

Hemos establecido planes de becas para la comunidad y desde 1996 desarrollamos talleres educativos en las escuelas primarias y jardines de infantes a los efectos de educar a los niños en el uso seguro y racional de la energía eléctrica. Han participado más de 20 mil niños en este programa. También hemos desarrollado programas culturales con la participación de más de 1.500 artistas locales durante 2004.


Hemos hecho todo esto y se ha hablado en una de las exposiciones de la rentabilidad de la empresa. Es muy común que se hable de la rentabilidad de las empresas privatizadas. Como bien dijo algún expositor, la rentabilidad de EDELAP hasta 2001 fue positiva, pero lo que también habría que decir es cuál fue esa rentabilidad en porcentaje sobre el capital invertido. Según los balances presentados en la Bolsa de Comercio y auditados correspondientemente, la rentabilidad de EDELAP en el período 1993-2001 fue del 2,5 por ciento. Creo que el 2,5 por ciento de rentabilidad acumulada en diez años no impresiona como una cifra demasiado importante. También es cierto, como dijo el expositor anterior, que luego de la crisis y como consecuencia del congelamiento de las tarifas, la empresa comenzó a tener rentabilidad negativa. Creo que esa situación es la que previeron nuestros legisladores cuando promulgaron la ley de emergencia económica que dispone la renegociación de los contratos. Y obviamente, como se explicó muy bien en la intervención del UNIREN, era necesario encontrar la manera de acordar, dentro de intereses u objetivos que pueden entenderse como contradictorios. Ahí estaba entonces el desafío y habilidad del proceso de renegociación. 

El proceso de renegociación establece cuestiones que no están decididas en forma caprichosa sino en la ley y en decretos del Poder Ejecutivo Nacional y son esas cuestiones las que de alguna forma han tenido que encontrar un equilibrio entre los distintos intereses. La renegociación establece un proceso que arranca con esta Carta de Entendimiento, lo que es sometido a la consideración de esta Audiencia Pública que estamos realizando hoy y de distintos organismos del Estado nacional, ya sea del Ejecutivo como del Legislativo, para llegar finalmente a una conclusión. Es decir, a partir de ese entendimiento básico se va siguiendo un proceso para llegar a la aprobación final de un entendimiento definitivo, que es lo que nosotros hemos buscado. 

Creo que en algunas de las intervenciones que me precedieron no se termina de visualizar que el entendimiento que nosotros hemos establecido en la Carta mencionada es un entendimiento definitivo, que si bien deja tareas para el futuro, como por ejemplo la revisión tarifaria integral, ya están acordadas y forman parte de este proceso del que les estoy hablando. 

Quisiera en síntesis decir que en el período que va del año 1993 a 2001 EDELAP mejoró significativamente la calidad del servicio, redujo sus tarifas e invirtió fuertemente para acompañar el crecimiento de la zona y mejorar su gestión. Todo esto lo pudo hacer porque contó con ingresos suficientes, personal capacitado y motivado y una gestión diligente. Pero la situación de nuestro país al inicio del año 2002 y la promulgación de la Ley de Emergencia Económica cambió en parte esa situación, la parte de los ingresos suficientes. La empresa se vio en la necesidad de afrontar costos crecientes ‑tanto insumos como salarios e impuestos‑ con su tarifa congelada. Por citar algunos ejemplos cabe decir que entre enero de 2002 y octubre de 2004 el índice de precios minoristas se incrementó un 54%; el índice de precios mayoristas, un 141% y el tipo de cambio, un 200%. Y quiero recordar en este sentido que una parte importante de los elementos que se utilizan en la distribución eléctrica son importados, no se producen en el país, por lo que tenemos que pagarlos a valor de moneda internacional. 

Los salarios pagados se incrementaron en un31% y en este mismo período las tarifas se mantuvieron congeladas. Obviamente esto conducía a un desequilibrio económico financiero de la empresa, que es lo que se refleja en la cifra a la que se refirió un expositor anterior. Si no se logra establecer nuevamente el equilibrio económico que requiere la actividad, que es lo que permite seguir invirtiendo, lentamente retomaremos lo que ya nos pasó en 1980, lo que ya sabemos y experimentamos, lo que no nos tiene que contar nadie de otro país porque lo hemos vivido nosotros. De ahí la necesidad de renegociar el Contrato de Concesión, reconocida por el Estado Nacional, por nuestros legisladores al promulgar la Ley de Emergencia Económica, que ha tenido un proceso largo y complejo de tres años y que nos trae al día de hoy, en que estamos haciendo esta Audiencia Pública. 

Entiendo que la Carta de Entendimiento que es objeto de esta Audiencia es un paso muy importante no sólo para EDELAP sino también para sus clientes, ya que se encamina a asegurar la sustentabilidad del servicio presente y futuro. Quisiera mencionar en este punto algo que dos de los oradores que me precedieron en el uso de la palabra mencionaron respecto a que de aprobarse esta Carta de Entendimiento y fijarse un incremento de tarifas habrá una desigualdad de tratamiento entre los clientes de la ex SEGBA, que hoy están en EDENOR o EDESUR, y los de EDELAP. Y es cierto, pero no menos cierto es que las tarifas que se pagan en el resto de la provincia de Buenos Aires son distintas a las que se pagan en EDELAP; ellos son tan bonaerenses como los que viven en La Plata, pero pagan otra tarifa.


Creo que la pregunta de fondo que habría que hacerse es la siguiente. Yo no soy abogado, por lo que no puedo opinar sobre la validez legal del argumento y me voy a excusar en ese sentido, pero pregunto ¿es razonable que empujemos a los habitantes del área de concesión de EDELAP a ir teniendo un sistema eléctrico que se degrade por una cuestión de ese tipo? En todo caso, tenemos que encontrar la manera de solucionarlo desde el punto de vista del incremento de los habitantes que viven en la Capital Federal.


Pregunto desde otra óptica. ¿Quienes trabajamos o vivimos en la provincia de Buenos Aires tenemos que resignar nuestra aspiración a tener un buen servicio eléctrico porque en la Capital Federal no se ponen de acuerdo? Dejo esta pregunta para el auditorio. Quizás no se ajuste a derecho, pero me parece que es válido hacerla. 


¿Por qué llegamos nosotros a una Carta de Entendimiento? Porque creo que tanto el Estado como la empresa pusieron como prioridad el servicio a los clientes y la sustentabilidad del servicio. Como bien se dijo anteriormente, no fue fácil llegar a este Acuerdo, pero sí teníamos el entendimiento de que lo primero era brindar un buen servicio y que a eso teníamos que subordinar el resto de las cosas. Puede ser que tal vez se podría haber hecho un Acuerdo mejor, pero por lo menos se logró un Acuerdo que apunta a asegurarles a los ciudadanos de esta zona que van a tener un servicio eléctrico que funcione. 


Dicho de otra manera, lo que estamos buscando es recrear las condiciones que permitan un servicio eléctrico sustentable acorde a la necesidad de crecimiento económico de la región y para que la electricidad esté disponible dónde y cuándo se la requiera. 


El proceso de gestación de esta Carta de Entendimiento se ajustó a lo dispuesto por la ley de emergencia económica, por los decretos del Poder Ejecutivo nacional y por las resoluciones ministeriales correspondientes. Como parte del proceso establecido estamos ahora ejecutando esta Audiencia Publica y, posteriormente, se continuará con el resto de las pautas establecidas para esta renegociación. Es decir que este proceso que estamos cumpliendo se ajusta a derecho.


La Carta establece un conjunto de derechos y obligaciones para las partes y, adicionalmente, fija condiciones para los ingresos y egresos de la empresa que comienzan a dar solución al equilibrio económico deteriorado por el congelamiento de las tarifas ya mencionado. Acá se ha hablado mucho y se ha mencionado el tema de las penalidades, de las multas, y considero muy interesante la propuesta del señor Mondino de capitalizarlas. 

Pero también se ha hablado de los plazos establecidos. Creo que nuevamente tenemos que poner un pie en la realidad. Nosotros, los argentinos, estamos sufriendo desde comienzos del año 2002, momento en el que se llegó a la expresión máxima de una crisis que se venía acumulando anteriormente y que afectó a todos los que vivimos en este país, ya sea gobernantes, gobernados, empresarios, empleados, clientes, proveedores, usuarios. Lo que la empresa ha tenido que hacer en este período es ajustar sus egresos a los ingresos. Acá hubo una ecuación económica que se alteró y hubo un contrato que se alteró y tuvimos que hacer lo que se hace en las emergencias: ajustar los egresos a los ingresos que teníamos.  

La ley de emergencia económica también establece un criterio por el cual dice que hay que hacer un sacrificio compartido. Creo que la empresa ha hecho parte de ese sacrificio compartido y lo va a seguir haciendo, a punto tal que la empresa se compromete a no retribuir a sus accionistas por un período de tiempo a los efectos de poder terminar de enderezar esta situación, cosa que nadie ha mencionado.

Ahora bien,  ese sacrificio compartido es de todos y todos dejamos algo; no significa que algunos dejamos algo, sino que todos tenemos que dejar algo. Esta es la justificación sobre el porqué de nuestro enfoque sobre las penalidades. Quizás desde el punto de vista legal se pueda opinar sobre este tema, pero debemos volver a establecer un concepto de prioridades y cómo las administramos, qué es lo que está primero y qué después. Lo que está primero es que el sistema eléctrico funcione, sea sustentable y que la gente pueda tener energía eléctrica en su domicilio, en su empresa o en su comercio. A tal efecto y respetando la ley, tenemos que subordinar el resto de las decisiones que vamos elaborando y que vamos tomando. 


La Carta de Entendimiento también establece, a mi juicio, un horizonte razonable y previsible, previsibilidad que no tuvimos en los últimos tres años. Es por esto que en el entendimiento de que todos los argentinos, tanto gobernantes como el resto de la ciudadanía, estamos dispuestos a someternos al imperio de la Constitución y la leyes, hemos considerado adecuada la firma de la Carta y la necesidad de adoptar el camino que nos conduce a dejar de lado todos los reclamos judiciales iniciados en su momento. Ello porque básicamente vemos un horizonte razonable y previsible en el futuro.


La voluntad de EDELAP es trabajar para el desarrollo del sistema eléctrico de la zona y dicha voluntad no es sólo de quienes conducimos la empresa, sino que también ha sido ratificada expresamente por sus accionistas. Es en función de eso, en función de la previsibilidad que comenzamos a ver, que hemos considerado adecuado establecer un proceso para dejar de lado los reclamos judiciales iniciados. 


Es por todo esto que el Acuerdo hoy tratado permitirá que la región pueda esperar un sistema eléctrico que continúe siendo un actor de crecimiento, como lo ha sido hasta ahora y por más de ciento veinte años. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Adolfo Scrinzi, Subprocurador de la Procuración del Tesoro de la Nación.

Sr. SCRINZI.- En lo que respecta a nuestra intervención en esta Audiencia queremos destacar que la misma es al solo efecto de realizar las consideraciones que formularemos seguidamente, reservándonos la posterior intervención que habremos de asumir de seguir adelante con este proceso de renegociación, conforme lo dispuesto en el artículo 8° del Decreto N° 311/03.


La República Argentina, como consecuencia de las medidas de emergencia que se vio obligada a tomar ante el proceso de crisis económica desencadenada a fines del año 2001, está siendo demandada en jurisdicciones arbitrales internacionales. La Procuración del Tesoro de la Nación es el organismo que ejerce las funciones de la defensa del Estado nacional en juicio, incluidos estos procesos arbitrales iniciados en sede CIADI y UNCITRAL.


A fines informativos cabe hacer notar que el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones, CIADI, es un organismo que depende del Banco Mundial. El reglamento UNCITRAL, por su parte, es un procedimiento estándar para procesos arbitrales ad-hoc. Los inversores extranjeros, actores en aquellos pleitos, sostienen la aplicación de esos procedimientos arbitrales por supuestas violaciones de la República Argentina a los tratados bilaterales de promoción y protección recíproca de inversiones. Sin embargo, creemos que es necesario hacer uso de esta oportunidad para ratificar que la República Argentina no ha violado ningún compromiso internacional. Reitero esto que es de fundamental importancia: la República Argentina no ha violado ningún compromiso internacional. 

En todos estos procedimientos, inclusive el iniciado por AES como accionista de EDELAP, la Procuración del Tesoro de la Nación se ha opuesto, bajo distintos fundamentos legales, a que estas controversias fueran dirimidas fuera de la jurisdicción de los tribunales de la República Argentina. Así mismo ha reiteradamente enfatizado que el procedimiento de renegociación de los contratos resulta ser el único medio idóneo para resolver las diferencias planteadas entre la República Argentina, los concesionarios de los servicios públicos y los usuarios como consecuencia de la emergencia antes señalada. 

La participación de la empresa EDELAP en este proceso de renegociación confirma la buena fe de la República Argentina en el cumplimiento de sus compromisos contractuales. Por su parte, la participación del Ministerio de Economía y Producción y del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, a través del UNIREN, garantizaría a los usuarios de los servicios prestados por EDELAP una prestación eficiente y al mínimo costo posible. 

Esta Procuración del Tesoro entonces entiende que resultaría beneficioso para todos las partes involucradas en este proceso de renegociación, incluso la sociedad civil y los usuarios, que como se sostiene en la resolución conjunta n° 777/04 y 931/04 del Ministerio de Economía y Producción y del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, se haya arribado a un principio de entendimiento y se continúe con las acciones conducentes para definir y suscribir el acuerdo de renegociación contractual que contempla los intereses de todos los involucrados en este proceso. Muchas gracias. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Claudio Bulacio, en representación de la Asociación de Distribuidores de Energía Eléctrica de la República Argentina, ADEERA.

Sr. BULACIO.- Señor presidente y autoridades de la Audiencia Pública, autoridades presentes, señoras y señores.


En primer lugar haré una breve presentación de la Asociación. ADEERA nuclea a las empresas de los estados provinciales, privadas y cooperativas,  reconocidas como distribuidores por la Secretaría de Energía. Las 38 distribuidoras integrantes de ADEERA brindan un servicio confiable a más de 10 millones de clientes. Operan en su conjunto 300.000 kilómetros de redes con sus instalaciones, distribuyen más de 73.000 Gwh/año, lo que representa el 85% de la energía total distribuida en el país. Emplean en forma directa a 21 mil personas.

ADEERA está presente en esta Audiencia representando a los Distribuidores por cuanto nuestros fines, entre otros, son: representar a sus asociados ante los organismos oficiales, públicos o privados; prestar asesoramiento e información a sus asociados y promover el desarrollo y mejoramiento de la distribución de la energía eléctrica. De esta manera apoyamos la sustentabilidad de un servicio esencial para la vida y el desarrollo del país.

Una de las obligaciones principales del distribuidor es abastecer el requerimiento de toda su demanda con una calidad preestablecida. Para cumplir con tales obligaciones resulta necesario contar con los recursos adecuados y recomponer la regulación, con reglas de juego claras y predecibles en el tiempo. Además, tener garantías en el cumplimiento de los plazos de dicha recomposición. A tales efectos las tarifas deben ser calculadas teniendo en cuenta los siguientes principios, ya establecidos en la Ley 24.065 del Marco Regulatorio Eléctrico:

- Las distribuidoras deben tener la oportunidad de contar con tarifas justas y razonables que les permitan obtener ingresos suficientes para cubrir los costos operativos, impuestos y costos de capital de las empresas que operen en forma prudente y económica.


- Para que las tarifas cubran los costos de las empresas distribuidoras que operen de esa forma las variaciones de costos no controlables por las distribuidoras deberán trasladarse a las tarifas.


- Las tarifas deben incentivar la eficiencia y la realización de inversiones.


Estos principios deben ser aplicados para el recálculo de los cuadros tarifarios de cada una de las concesiones, considerando los nuevos costos del servicio, posteriores al dictado de la emergencia económica.


Permítanme recordar algunos resultados de la transformación del sector, iniciada a partir del año 92, cuando se produjeron importantes cambios con excelentes resultados. La tarifa media al usuario final sin impuestos se redujo 
de 79 $/MWh en el año 1992 a 67 $/MWh en al año 2001. La capacidad de generación pasó de ser insuficiente en 1992 a ser alta en 2001. La indisponibilidad de las centrales se redujo del 52 al 25 %. La calidad del servicio pasó de 22 horas de falla por año por cliente en el año 1992 a 6 horas en el año 2001.


Como otros datos sobresalientes también podemos mencionar que la tarifa del usuario final se redujo en un 18 %, la calidad de servicio mejoró en un 70 %, el parque de generación se incrementó en un 60 % y que se incorporaron 2,5 millones de nuevos clientes, de los que 900 mil corresponden a la normalización de usuarios irregulares, que ahora cuentan con un servicio eléctrico confiable.


El 97 % de la población del país está electrificada, porcentaje mayor que en cualquier otro servicio público. Se aportan 2800 millones de pesos por año al Fisco en carácter de impuestos. Las pérdidas eléctricas se redujeron en un 65 %, lo cual implica una menor contaminación por emisiones gaseosas. Se intensificaron las acciones de responsabilidad social de las compañías.


Como resultado de la transformación Argentina dejó de sufrir racionamiento y pudo abastecer un crecimiento del 70 % de la demanda. En este punto corresponde hablar de la composición de la factura al usuario final. Los ítems que la componen son los siguientes:


El precio de la energía, que es el resultado de un mercado de competencia y corresponde a la remuneración de la generación y el transporte. Este valor es actualizado cada tres meses y se traslada directamente a la tarifa del usuario final mediante un mecanismo conocido como pass through.


El valor agregado de distribución, que es la remuneración que perciben los distribuidores para hacer frente a los costos de operación y mantenimiento, inversiones y costo del capital. Está regulado por el Estado y está congelado desde 2001.


Los impuestos. Comprende los impuestos nacionales, provinciales y municipales y fondos específicos, que se incluyen en la tarifa del usuario final y que se aplican sobre los dos ítem antes mencionados. Cabe destacar que en esta Audiencia Pública sólo se encuentra en tratamiento el ítem correspondiente al valor agregado de distribución.

El servicio eléctrico es un servicio esencial para la vida y para el desarrollo de la economía del país y por lo tanto necesita ser sustentable en el tiempo. Pero desde el año 2001 el valor agregado de distribución, es decir, la parte de la tarifa que es el único ingreso que el concesionario de la distribución eléctrica recibe para sostener su actividad, permanece congelado. Mientras la tarifas de distribución no tuvieron actualización, los costos, y por ende los egresos en que debe incurrir el distribuidor para atender el servicio a su cargo, sufrieron un significativo incremento, en porcentajes que en algunos casos superan ampliamente el 50%. Esto resulta más grave aún si se considera que las tarifas de electricidad, y por ende el valor agregado de distribución que la integra, eran altamente competitivas aún a nivel internacional.


En esta diapositiva se puede apreciar en forma comparativa los precios del servicio eléctrico frente a otros artículos de consumo masivo. Así por ejemplo, un usuario residencial que consuma 150 Kwh por bimestre, para atender sus consumos de energía eléctrica paga 40 centavos por día Si el consumo es de 350 Kwh por bimestre paga 75 centavos por día. Esa misma persona para comprar un litro de leche gasta 1,30 pesos; un kilo de pan, 1,90 pesos; un kilo de azúcar, 1,15 pesos; un kilo de papas, 70 centavos; un diario de distribución nacional, 1,30 pesos ‑aunque hay diarios locales que son más baratos‑; un boleto de colectivo, 80 centavos; un paquete de cuatro velas, 2 pesos; y un litro de nafta, 1,95 pesos.

Todo lo expuesto pone en evidencia la urgente necesidad de recomponer el valor agregado de distribución, ajustándolo a la realidad de los costos,  considerando la situación de los sectores carenciados y asegurando los ingresos necesarios que permitan la sustentabilidad del suministro, entendiéndose como suministro el de los clientes actuales y futuros en las condiciones de calidad fijadas en los contratos de concesión. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Néstor Prades, de la Unión Industrial del Gran La Plata.

Sr. PRADES.- Señor presidente: La Unión Industrial del Gran La Plata es una Asociación Gremial Empresaria de tercer grado, que desarrolla su actividad en los Partidos de La Plata, Berisso, Ensenada, Brandsen, Magdalena y Punta Indio, coincidentes con el área de distribución de la empresa EDELAP. Sus socios son grandes, medianas y pequeñas empresas. En el desarrollo la actividad institucional estamos en contacto directo con la demanda y su problemática. Nuestro objetivo y meta es colaborar con todos en la búsqueda de eficiencia, mejorar la competitividad y generar trabajo. Por eso nuestro axioma es el de promover trabajo para dignificar al hombre.

En este momento estoy representando a la Unión Industrial del Gran La Plata, que a su vez participa de la Unión Industrial de la Provincia de Buenos Aires, a quien también estoy representado en este acto.

Respetuoso del compromiso institucional con la sociedad y el trabajo, con espíritu constructivo e impulsados sólo por nuestra convicción de colaborar en el logro de mejores condiciones de vida para todos los habitantes, es que estamos presentes y participamos en el tratamiento de la Carta de Entendimiento de  referencia, para hacer llegar nuestra posición sobre cada uno de los puntos de la misma y también nuestra propuesta, sin que ello signifique ir contra la sustentabilidad del sistema energético.

Señor presidente: las empresas asociadas consumen aproximadamente el 90 por ciento de la energía del sector industrial en el área de distribución, teniendo participación todos los perfiles industriales, desde las grandes plantas hasta las más pequeñas, llegando hasta los microemprendimientos, con las diferentes modalidades operativas y de proceso. Por la importancia que la industria tiene en la demanda de EDELAP, que representa algo más del 50 por ciento, lamentamos el no haber sido invitados a participar en la etapa previa y más aún cuando vemos que en el Anexo IV del expediente, en el punto 1.6 sobre Reuniones con Organizaciones de Usuarios, se indica: “También se brindó la oportunidad para formular y recibir aportes respecto a la adecuación de los contratos de concesión, aunque las organizaciones no formalizaron ninguna propuesta concreta.”  Estamos aquí para hacer llegar nuestro punto de vista y nuestra modesta propuesta que, aunque sea tardía, esperamos sea considerada en el futuro.

La Unión Industrial de la Provincia de Buenos Aires y la Unión Industrial del Gran La Plata entienden que estamos frente a la oportunidad histórica de llevar adelante un minucioso y detallado análisis de los Contratos de Concesión. Durante mucho tiempo aquellos que actuamos en el sector energético esperamos esta circunstancia. Es el momento de ratificar las buenas experiencias y rectificar los errores del pasado, sin hacernos perder de vista que tenemos una región detrás nuestro que está en producción, y un sendero de reactivación que de ninguna manera debe frenarse o tener obstáculos para el crecimiento. 

No debemos dejar pasar esta instancia. En esta Audiencia Pública se trata la Carta de Entendimiento entre UNIREN y EDELAP; la siguiente etapa de la renegociación derivará en un Acuerdo, el que tendría vigencia hasta la finalización del Contrato en el año 2087, es decir que alcanzará a otras cuatro generaciones de habitantes de la región. 

Señor presidente: dentro del marco general venimos expresando en todos los ámbitos de participación nuestra preocupación por el normal abastecimiento energético, tanto por la futura disponibilidad como por la calidad del servicio. 

Consideramos importante avanzar en la etapa de renegociación a fin de dar previsibilidad y sustentabilidad al sistema energético. La energía eléctrica es básica para el desarrollo; sin ella no habrá inversiones. También es esencial para mejorar la calidad de vida. Es necesario e imprescindible que todos los habitantes de esta región y del país, transformemos en ciudadanos a los compatriotas que hoy están excluidos. Recordemos y tengamos presente que “sin industria no hay Nación”, tal como dijera el doctor Carlos Pellegrini, quien asumió en la UIA, y que “sin energía no hay industria” y “sin industria no hay futuro”.

Por este motivo es importante hacer llegar las siguientes consideraciones sobre las variables económicas de los últimos años. Sintéticamente, a través del informe que adjunta la Unión Industrial del Gran La Plata queremos destacar que esta crisis impactó sobre las empresas de servicio, sobre la industria y sobre los ciudadanos. Si dejamos de lado que los ciudadanos fueron en definitiva los que llegaron en octubre del 2002 a un 42 por ciento en el índice de pobreza y a un 16,9 por ciento en la indigencia, estaríamos cometiendo un serio error.

Por ello y teniendo en cuenta el sistema queremos realizar los siguientes comentarios. ¿Cuál es la condición del mercado eléctrico y la sustentabilidad? Todos somos actores, tanto generadores como transportistas y distribuidores y participamos en el mercado, así como también lo hacen el organismo de control y los usuarios como demandantes. Todos somos partícipes y debemos ser partícipes para lograr esa sustentabilidad.

Además, los precios de los energéticos siempre los abona la demanda, por lo que interpretamos y entendemos que una señal positiva para el sector de generación, el cual requiere de inversiones de largo plazo, es que las empresas distribuidoras y en particular EDELAP ‑que es lo que estamos tratando hoy‑ concreten contratos a término con las empresas generadoras a fin de dar señales de largo plazo, tal como tenemos la obligación de hacerlo los usuarios industriales que operamos en el medio.

En lo que respecta al Ente Regulador, la modalidad prevista en la ley consiste en enviar señales económicas a través de penalizaciones aplicadas para que a su vez se tomen las medidas correctivas. Actualmente, el ENRE, según lo dispone la ley vigente, no participa de la gestión. Por lo tanto entendemos que la metodología planteada en la Carta de Entendimiento respecto de las inversiones no se ajusta exactamente a lo previsto en la ley, sus anexos y ampliaciones. 


El Ente no asegura en sus dichos que EDELAP haya cumplido la totalidad de sus compromisos, y ahora estamos frente a una situación irregular frente a las penalizaciones. La primera penalizada con el corte, con la interrupción, ha sido la demanda industrial ‑o residencial, pero aquí estoy como industrial. Hay penalizaciones pendientes de períodos anteriores a la salida de la convertibilidad.


Es necesario que se defina cuanto antes el futuro accionar el ENRE, ya sea siguiendo la metodología prevista en la legislación vigente, o bien se pase a controlar por gestión. Para ello es necesario sancionar una nueva ley. En este caso la demanda también tendría que disponer de mayor información.


Un punto central para las industrias, señor presidente, y en general para los usuarios, es la calidad del servicio: Rechazamos, no compartimos, lo relativo a la calidad media de referencia, tal como esta enunciada en la Carta de Entendimiento, como promedio de los índices de calidad registrada entre los años 2000 a 2003. No constan en el expediente de referencia los estudios y antecedentes técnicos homologados por el ENRE sobre la calidad de servicio de los anos 2002 y 2003. Tampoco EDELAP aporto información en el expediente al respecto; en este sentido se puede ver el folio 42 de este informe.


Más allá de esta circunstancia manifestamos y queremos dejar constancia, en cuanto a la calidad del servicio, que los índices de calidad fijados en el Contrato de Concesión, subanexo IV, distan de ser los requeridos por la industria. No podemos admitir la reducción de esos niveles dado que afectaría las fuentes de trabajo, ya que la pérdida de eficiencia haría perder mercados, y con ello se afectará la demanda de mano de obra.


Es imprescindible que en la etapa de transición la distribuidora y el organismo de control realicen los mayores esfuerzos para cumplir con los índices de calidad establecidos en el Contrato de Concesión.


Muchas empresas de nuestra región han sido afectadas seriamente por las interrupciones en el suministro, variaciones de tensión o eventos que atentan contra la continuidad operativa; un corte menor a 3 minutos no es penalizable, no es un corte a los fines administrativos. Reitero que no es interés ni de la Unión Industrial Gran La Plata ni de la Unión Industrial de la provincia de Buenos Aires percibir compensación por penalizaciones; lo que pedimos es una mejor calidad de servicio. 


La mala calidad de servicio y las interrupciones pueden traer aparejadas las siguientes consecuencias: pérdida de mano de obra, de materia prima y de calidad, avería de equipos, falta de seguridad, afectación del medio ambiente, lucro cesante y pérdida de mercados.


En nuestra región hay firmas, como es el caso de Repsol YPF con su refinería en Ensenada y planta petroquímica, que ante un corte del suministro eléctrico tienen serios problemas de medio ambiente, ya que evacuan en esas circunstancias no programadas gases y vapores a la atmósfera, con las consecuencias que conocemos los habitantes de esta región. Se adjunta a modo de ejemplo la evolución de la calidad de servicio de otra empresa de la región.


En cuanto a las penalidades reiteramos que no es el interés de la institución ni de los usuarios, a los que estoy representando en este acto, percibir penalizaciones sino tener los elementos. Queremos que haya una actitud preventiva, de lo contrario se verá seriamente afectado el trabajo y la competitividad. No quiero ser reiterativo pero habría que redefinir cuál es la función, la política o a qué legislación debe servir el ENRE, que de hecho tiene profesionales de alta capacitación. 


En cuanto a las inversiones se anuncia una cantidad de inversiones comprometidas por EDELAP. Entendemos que falta información ampliada, la que podría surgir de la presentación de un plan de obras. Es importante clarificar lo anunciado en las dos tablas que forman parte del documento. Se indican inversiones del Plan Rural, algunas de ellas pendientes de larga data. También es necesario individualizar y definir con claridad qué es mantenimiento y qué es inversión.

Los usuarios industriales observamos que no está prevista la construcción en el 2005 de nuevas subestaciones de transformación, cuando el sector industrial desde hace varios años ‑yo diría que de la etapa final de SEGBA‑ quiere mejorar esto a través de una tercera barra en la subestación La Plata. 


En cuanto a las tarifas no me voy a extender demasiado pero sí quiero que quede algo absolutamente en claro en esta Audiencia –y la documentación está adjunta con el informe. Desde la salida de la convertibilidad hasta ahora los clientes usuarios de la distribuidora, los denominados cautivos, cien por ciento del servicio, han tenido incrementos en el precio de la energía del 80 al 190 por ciento. La categoría de menos demanda ha tenido un incremento del 80 por ciento y los de mayor demanda de hasta el 190 por ciento. Ustedes saben que los cuadros tarifarios todavía no reflejan la variación de potencia que fue concedida hace unos días, donde el precio de la potencia despachada pasó de 12 a 30 pesos por MwH.

La demanda industrial que opera en el main también hoy está contratada a valores ligeramente por sobre los valores de la convertibilidad. Esta es una instancia histórica, y el esfuerzo debemos hacerlo todos. Cuando decimos todos son también los usuarios residenciales con capacidad de pago. No estamos de acuerdo en que solamente se afecte al sector de trabajo porque ya sabemos lo que pasó en el pasado con esto. EDELAP debe continuar con su aporte respetando que debe cubrir en esta etapa sus costos económicos y tener luego una rentabilidad justa y razonable, pero cabe señalar que en el año 90 recibió 6.264 usuarios clientes industriales; en 1998, 7.344 y en 2001, 5.128, por lo que se observa que hay una cantidad de empresas que hoy están cerradas o dejaron de operar. 

Adherimos a lo que luego expondrá el representante de la Unión Industrial Argentina. Creemos que es fundamental de parte del Estado definir la calidad y disponibilidad de servicios a futuro. Es parte del sustento imprescindible para garantizar el desarrollo planificado, la eficiencia, la competitividad y atraer inversiones.

Por estas razones solicitamos que se incorpore en la Carta de Entendimiento  la homologación del Acuerdo de Renegociación Integral por parte del Congreso de la Nación. 


Agradezco al UNIREN la deferencia. Están las propuestas que hemos elevado en forma sintética respecto a la tarifa social, la calidad de servicio, las penalidades, el pago en mora y la reprogramación de los consumos eléctricos para las demandas estacionales. Muchas gracias a todos. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Alberto Calsiano, representante de la Unión Industrial Argentina.

Sr. CALSIANO.- Señor Presidente: la UIA viene manifestando, en distintos ámbitos y por diversos medios, su preocupación por las dificultades en mantener un normal abastecimiento energético, lamentablemente corroborado por los acontecimientos acaecidos durante todo el año 2004.

Es por ello que consideramos positivo que luego de treinta y dos meses de haberse conformado la ex Comisión de Renegociación de Contratos de Obras y Servicios Públicos, todos los actores involucrados, sea en su condición de oferta o de demanda de electricidad, podamos comenzar a debatir el modo en que se le dará sustentabilidad a un servicio público esencial, como es el eléctrico.

La consecuencia de la salida de la convertibilidad y la demora en la renegociación de los contratos, ordenada por la ley de emergencia pública, fue la distorsión de la tarifa del servicio eléctrico, frente a otras variables de la economía. Es cierto que las condiciones objetivas y subjetivas imperantes en el año 2002 hacían difícil llevar adelante el proceso de negociación de los contratos. Sin embargo, hemos sostenido que no fue acertado encasillar la renegociación de los contratos del sector eléctrico con el resto de los servicios, induciendo de este modo a la mayoría de los usuarios a formarse una opinión simplista y uniforme sobre los más de sesenta contratos de concesión de servicios, tomando como referencia aquellos que estuvieron peor conformados y su ejecución mereció las mayores críticas.

Asumimos dicha posición debido a que la transformación del sector eléctrico se realizó acorde al marco legal establecido por la ley 24.065, con sus respectivos organismos de control y de regulación, tanto públicos como privados. 


El sistema tenía sus fallas, pero eran corregibles. Hoy, luego de atravesar una crisis inédita por su magnitud y duración, el país se encuentra en un proceso de franca recuperación económica, siendo la industria uno de los motores de dicho fenómeno. Sin embargo, vemos con preocupación que el suministro eléctrico a mediano y largo plazo se presenta con incertidumbre. Para continuar creciendo, necesitamos asegurar el abastecimiento energético.


Señor presidente: la UIA es una Asociación Gremial Empresaria de tercer grado, en la que convergen uniones industriales regionales, asociaciones, cámaras y empresas de diversos tamaños y regiones geográficas. Como consecuencia de ello, permanentemente se confrontan opiniones. No obstante, en la UlA coincidimos en que dada la implicancia que tiene la energía en la sociedad actual se la debe considerar como un recurso estratégico. La energía es uno de los pilares en el que se sustenta la economía, debido a que sin energía no hay posibilidad de desarrollo y sin desarrollo es imposible salir de la pobreza.


Es por ello que al efecto de darle sustentabilidad al sector energético, la UIA entiende que se debe trabajar sobre las siguientes pautas: 

A) Mantener la prestación del servicio, para lo cual las tarifas deberán corresponder a los reales costos y contener una retribución al capital que sea justa y razonable. De no darse esta situación, el resultado será una creciente disminución de la calidad y seguridad del servicio, hasta niveles que hagan insostenible el funcionamiento competitivo de los actuales procesos industriales. El fenómeno ya ha comenzado a manifestarse con diferente intensidad según las regiones geográficas.


B) Absorber los efectos de manera compartida. La tarifa deberá estar alineada con la evolución de los costos y la economía de la Argentina. Para ello será necesario acordar un cronograma en el cual, en un tiempo dado, los precios medios se irán ajustando hasta alcanzar el valor que haga sustentable la expansión de la oferta en armonía con los requerimientos de la demanda. Sin embargo, acordar un sendero de precios medios no agota el problema: será necesario, además, acordar cómo se repartirá sectorialmente el esfuerzo en los diversos componentes de la demanda. En este caso, tanto Nación como provincias y municipios, podrían hacer una importante contribución, congelando, o mejor aún, reduciendo la carga impositiva sobre las tarifas de la electricidad.

C) La Tarifa Social. Entendemos que cualquier tipo de recomposición tarifaria que se realice deberá contemplar la situación de los sectores de bajos recursos que no pueden pagar regularmente el suministro eléctrico. Corresponde al gobierno nacional, junto con los estados provinciales y municipales, la realización de un registro que contenga los datos de aquellos ciudadanos que deberían recibir este tipo de asistencia. Esta solución debe ser coyuntural hasta que se logre superar la situación de emergencia y debe tomar la forma de un subsidio explícito. Vale la pena tener en cuenta que aplicar subsidios e impuestos de modo simultáneo es un contrasentido total.

D) No se debe caer en el facilismo de aplicar subsidios cruzados. Si bien la reactivación industrial se ha consolidado durante el año 2004, se advierten señales preocupantes que pueden derivar en el facilismo de cargar el costo de la recuperación del sector eléctrico solamente sobre la demanda industrial. De continuar en esta tesitura, el resultado será su pérdida de competitividad y los efectos colaterales que de ello se deriven. No parece justo ni razonable que la demanda industrial de electricidad, cuya participación es un 36 por ciento de la demanda total, tenga que subsidiar a todo el resto. Los usuarios industriales han tenido incrementos significativos en el costo eléctrico, tanto aquellos que son cautivos del distribuidor, como aquellos que compran en el mercado eléctrico mayorista. Es por ello que inducen a error los que transmiten la idea de que la industria se está beneficiando por el congelamiento de la tarifa eléctrica, máxime si se tiene en cuenta que la recuperación industrial comenzó en sectores aislados y a partir del año 2003.


Atento a lo anteriormente expuesto consideramos no razonable el aumento promedio sobre los costos propios de distribución del 23 más el 5 por ciento establecido en el Acuerdo. De ser homologado el Acuerdo en estas condiciones, significaría un incremento en el costo de la demanda industrial superior al 50 por ciento, adicional a los ya aplicados, al que se deberán agregar los correspondientes ajustes estacionales, más los que deriven de los futuros acuerdos que se hagan con los transportistas en alta tensión.

Al efecto de darle sustentabilidad al sector energético en general y al eléctrico en particular, la Unión Industrial Argentina ha venido manifestando que debería recomponerse la relación contractual del Estado con las concesionarias, definiendo sus respectivos roles y adecuándose ambos a las nuevas reglas del juego. Del mismo modo, también hemos manifestado que dicha recomposición contractual se debería realizar en dos etapas: una que resolviese lo urgente y otra, lo importante.


Por lo tanto, respecto del contenido de la Carta de Entendimiento que aquí se está tratando, coincidimos en el concepto de incorporar un Régimen Tarifario de Transición; sin embargo, no estamos de acuerdo con el carácter discriminatorio que contiene el mencionado régimen.


Para la segunda etapa, la UIA ha sostenido que ésta se debería desarrollar bajo un marco de mayor previsibilidad, el que tendrá que ver con la propia renegociación de los contratos. Para ello será necesario introducir las eventuales modificaciones al marco regulatorio y sus normas derivadas, adecuadas a la nueva realidad económica argentina, así como normalizar y adaptar los entes de control a esta nueva situación con la mayor brevedad posible. 


Dada la importancia de esta etapa, cuyos efectos serán de larga duración, entendemos que su implementación debería respaldarse con un debate parlamentario en el que se definiese el tipo de servicio público que queremos para nuestro país, en este caso el eléctrico.


Por lo tanto, y continuando con el contenido de la Carta de Entendimiento, no estamos de acuerdo en que se hayan alterado principios establecidos en el Marco Regulatorio Eléctrico, aún vigente, tales como el régimen de calidad del servicio y las penalidades, la responsabilidad de la expansión del sistema de distribución, la metodología para inducir las inversiones y la expresa prohibición de subsidios cruzados, los que luego se incorporarían como términos y condiciones que regirían el Acuerdo de Renegociación Integral con las empresas concesionadas, máxime si estas modificaciones serán la base y el fundamento para elaborar el Acta Acuerdo de Renegociación Integral del Contrato de Concesión.


Debemos aclarar que a pesar de haberlo solicitado, la UIA no ha participado en las negociaciones que finalmente derivaron en la formalización de la Carta de Entendimiento ni en el intercambio de opiniones acerca de la información presentada por los concesionarios, cuyos contenidos fueron analizados por las Autoridades del UNIREN.


Finalmente, teniendo en cuenta los argumentos arriba expuestos y dado que el Estado es el responsable en última instancia de asegurar la prestación del servicio público, ya sea que el propio Estado actúe como operador o dando la concesión al sector privado; la Unión Industrial Argentina solicita que para el período de transición se tengan en cuenta algunos puntos esenciales. En primer lugar, que no se discrimine a la demanda industrial en la corrección tarifaria propuesta, cargándole de este modo la mayor parte del ajuste propuesto. En segundo lugar, solicita que se revea el régimen de calidad y penalizaciones establecido en la Carta de Entendimiento de modo que no se disminuya la calidad y seguridad del servicio eléctrico suministrado por la concesionaria. En tercer lugar solicita que, siendo la mejora de la calidad y seguridad del servicio eléctrico una premisa válida no sólo para mantener los actuales niveles de producción sino para toda la sociedad en general ‑pensemos en educación, salud, seguridad, seguridad pública, etc.-, se deberá implementar un seguimiento exhaustivo por parte de los organismos de control, convenientemente normalizados, al efecto de que la calidad y seguridad del suministro no se transformen en las variables de ajuste de la recomposición tarifaria. En cuarto lugar, que se corrija la metodología establecida para la expansión del sistema de distribución, por otra en que la responsabilidad de la concesionaria no sea difusa.


Respecto al acuerdo final solicitamos, en primer lugar, que se incorpore en la Carta de Entendimiento que la homologación del Acuerdo de Renegociación Integral deberá quedar supeditada al resultado del debate parlamentario en el que se defina la clase de servicio eléctrico que se considera adecuado para Argentina, se establezcan las reformas que correspondan a la normativa legal así como las modalidades de gestión y de relación entre el gobierno, los clientes y las empresas concesionadas para lograr un sector eléctrico sostenible en el tiempo. 

En segundo lugar pedimos que se establezca un plazo para cumplir con las condiciones solicitadas en el punto anterior, plazo que debe ser explicitado e incorporado en la Carta de Entendimiento. De no cumplirse con dicho plazo en tiempo y forma, el Acuerdo quedaría automáticamente derogado. Muchísimas gracias. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra el señor Pedro Bussetti, en representación de DEUCO, Defensa Usuarios y Consumidores.

Sr. BUSSETTI.- Esta Audiencia se celebra luego de que durante una semana los servicios de distribución eléctrica que llevan agua potable hayan mostrado una vez más, a través de los cortes imprevistos y suspensiones de los servicios producidos a decenas de miles de usuarios, el real estado crítico en que se encuentran como consecuencia de los incumplimientos contractuales reiterados de los concesionarios.

En el caso de EDELAP, y según información oficial del ENRE, entre los días 4 y 6 de enero de 2005, produjo 34 cortes no programados del servicio que afectaron a más de 50 mil usuarios de La Plata, Berisso, Tolosa, City Bell, Magdalena, Verónica y otros sectores. Pero esto no es nuevo. Entre los años 1999 y 2004 la empresa EDELAP tuvo un rol importante y protagónico en el principal diario de la ciudad de La Plata, el diario “El Día”, donde en 200 oportunidades aparecieron reclamos de usuarios referidos a la calidad y prestación del servicio. Setenta y siete de esos reclamos fueron por cortes prolongados y no programados del servicio, 14 por artefactos quemados y, en distintas oportunidades, se reclamó por un tema que como bien se dijo aquí no ha sido contemplado en la Carta de Entendimiento. Me refiero a los 111 transformadores con PCB que se encuentran todavía dentro del área de concesión de la empresa EDELAP. 

Haremos una reflexión, dado que en el informe de justificación de la Carta de Entendimiento la UNIREN menciona que se llevaron a cabo durante los meses de enero a marzo de 2004 reuniones entre representantes de organizaciones de usuarios en las que los especialistas del equipo técnico de la UNIREN informaron a los representantes de estas organizaciones sobre el estado de avance de la renegociación sobre la elaboración del informe de cumplimiento. Se menciona que se brindó la oportunidad para formular y recibir aportes respecto a la adecuación de los contratos de concesión y que las organizaciones de usuarios no formalizaron ninguna propuesta concreta. En este sentido quisiéramos hacer una aclaración. 

A principios de la década del 90 en Argentina se impulsó un proceso de privatización de las empresas de servicios públicos que, a nuestro entender, contribuyó a generar la crisis económica y social que padecemos al favorecer una acelerada concentración de la riqueza a favor de empresas de carácter trasnacional. Dicho proceso acelerado en extremo se desarrolló a espaldas del Congreso de la Nación, ya que la mayoría de las privatizaciones se concedieron por decreto, desconociendo en la mayoría de ellas no solamente la participación del Congreso sino también muchas voces de la ciudadanía que advertían sobre el riesgo de dicho proceso. 

Así mismo, y desconociendo la ley de reforma del Estado, ley madre de todas las privatizaciones, que lo prohibía expresamente, se aplicaron durante una década índices de indexación en las tarifas que permitieron la transferencia de 9 mil millones de dólares a los países de origen de las empresas privatizadas, mientras que paulatinamente se asentaban las bases de una crisis terminal que tuvo un desenlace trágico hacia fines del año 2001.


En ese contexto y con el propósito de encarar la emergencia económica, cambiaria y social, el Congreso Nacional dictó una ley de orden público que autorizó al gobierno nacional a renegociar integralmente los Contratos de Concesión y tener la posibilidad de producir allí un giro copernicano respecto del proceso desarrollado en la década anterior. A tal fin, la ley 25.561 establecía distintos criterios entre los cuales se encontraban el impacto sobre las tarifas en la competitividad de la economía y en la distribución de los ingresos, la calidad de los servicios y los planes de inversión, cuando ellos estuviesen previstos contractualmente, etcétera.


A través del Decreto N° 293/02, el Poder Ejecutivo nacional, interpretando acertadamente lo dispuesto por la Constitución Nacional y tomando en cuenta la corriente de opinión crítica de la ciudadanía respecto del proceso privatizador y el desempeño de las concesionarias, decidió la participación de los usuarios en el proceso de renegociación a través de la designación de un representante de las organizaciones de usuarios.


La participación de los usuarios en dicho procedimiento no es un fin en sí mismo, sino que tiene carácter instrumental; es un medio tendiente a obtener dos finalidades que hacen al mejoramiento en la gestión pública. Por un lado, permite la circulación de la información, poniéndola al alcance de los usuarios para que puedan fundar adecuadamente su derecho y defender eficientemente sus intereses, como se acaba de terminar reclamando aquí a través del representante de la Unión Industrial Argentina. No es saludable dejar en la intimidad de la relación de familiaridad existente entre concedente y concesionario la resolución de estas cuestiones, que también como se dijo recién, resultan estratégicas. La participación de los usuarios legítimamente interesados en la cuestión aventa toda sospecha de corrupción que con fundada generalidad existe en nuestro medio.


El proceso privatizador y sus sucesivas renegociaciones se llevaron a cabo sin la participación de los usuarios y el resultado está a la vista. Vemos contratos en los que ilegítimamente se les otorga a los concesionarios beneficios que no estaban previstos en los pliegos licitatorios originales a expensas de los usuarios y del mismo Estado nacional. Otro tanto cabe decir de las sucesivas renegociaciones realizadas. Ello no hubiera sucedido tan fácilmente si los usuarios hubiesen estado representados en tales procesos. Pero para que la participación pueda ser cumplida es necesario que sea efectiva y real, con acceso a toda la información, incluida la que se considera secreta, si no, nos encontraríamos frente a una mega apariencia que sólo contribuiría a disimular los peores vicios de la administración.


Lamentablemente, y a pesar del compromiso asumido por el mismo presidente de la Nación, en una audiencia concedida a las organizaciones de usuarios en octubre de 2003, esa participación efectiva no puedo concretarse. Por eso, muchas organizaciones, como DEUCO, no participamos de esas reuniones con la UNIREN y por eso, tal vez, las organizaciones que concurrieron no hicieron propuestas.


Pasando al tema que nos ocupa ‑el de la renegociación de los contratos‑ y sin hacer una referencia exclusiva al caso de EDELAP, sino al conjunto de los servicios concesionados, nos interrogamos por qué luego de haber transcurrido tres años de la sanción de la ley que lo facultara a la renegociación integral de los contratos de servicios públicos, el Poder Ejecutivo ha decidido suscribir cartas de entendimiento o acuerdos parciales y sigue postergando la renegociación integral.  Interrogante que compartimos con distintos sectores que reclaman la definición de una política estatal de servicios públicos que permita superar las crisis permanentes que viven los sistemas concesionados y la amenaza de una probable y reiterada situación de desabastecimiento energético, tal como sucediera en el invierno de 2004.


La UNIREN señala en su informe que durante el transcurso de dicho proceso de renegociación de innegable complejidad, en especial por las particulares y graves condiciones que vivió el país, incidieron distintos factores y circunstancias que imposibilitaron concluir la renegociación en los tiempos inicialmente fijados por el Decreto N° 293/02. 


También la UNIREN emite un juicio crítico sobre la labor del organismo regulador. Dice: “Los informes aportados por el ENRE en las sucesivas contestaciones al pedido y reiteraciones de la UNIREN sobre el grado de cumplimiento de los contratos de concesión no contienen todas las respuestas a los interrogantes planteados y en muchos casos no tienen la particularidad, el alcance y la profundidad prevista originalmente en el requerimiento de información.”  Y más adelante agrega: “Una de las cuestiones que surge de los antecedentes considerados y de su evaluación es la existencia de dudas, ambigüedades, fallas o diferencias de interpretación en cuanto a las facultades o los deberes de control que tiene el Estado nacional con respecto a las concesiones.” La UNIREN finaliza diciendo: “Sin duda, este debería ser uno de los aspectos a tomar en cuenta en el momento de revisar la experiencia regulatoria y de control de la primera década de aplicación del actual régimen de la actividad eléctrica para ajustar y mejorar las normas regulatorias y su aplicación.” 

Compartimos la opinión de la UNIREN, pero apreciamos que este es el momento de producir los cambios que propone. Por otra parte, nos surge un interrogante. Si el ENRE tuvo ese desempeño equívoco, ¿cómo pudo la UNIREN determinar fehacientemente el cumplimiento o no del Contrato de Concesión por parte de la empresa EDELAP?

El informe también manifiesta que al menos desde principios de 2003 hubo una vocación de la UNIREN de llegar a acuerdos parciales y no a una renegociación integral. Así lo confirma la UNIREN en la página 14, cuando señala que se intentó llegar a acuerdos parciales con las empresas a fin de despejar litigios legales planteados en ámbitos internacionales. Sin embargo, estos intentos de acuerdos parciales resultaron infructuosos a tal efecto por cuanto la mayoría de las concesionarias ya habían iniciado previamente acciones judiciales internacionales contra la Argentina.


AES, la empresa controlante de EDELAP, el 11 de febrero de 2002, a escasos días de la declaración de emergencia económica y de la sanción de la ley 25.561, radicó una denuncia en el CIADI contra Argentina por la aplicación de la emergencia económica y la eliminación del índice de los Estados Unidos, PPI, en las tarifas. El 5 de noviembre se solicita el arbitraje y en julio de 2003 se realizó la audiencia preliminar. No hubiera sido necesario el planteo de acuerdos parciales a fin de evitar juicios internacionales si se hubiera cumplido con las normas dispuestas por el propio Poder Ejecutivo Nacional. El decreto 1090/02 expresa al respecto, en el segundo párrafo del artículo 1°, que los concesionarios que efectuaren reclamos por incumplimiento contractual fuera del proceso de renegociación establecido por el decreto 293/02 quedarán automáticamente excluidos de dicho proceso. 

En el mismo sentido la Resolución 308 del Ministerio de Economía decía que las empresas concesionarias o licenciatarias que mientras se desarrollara el proceso de negociación en curso efectuaren una presentación, en sede judicial o ante un tribunal arbitral, articulada sobre el presunto incumplimiento contractual fundado en las normas dictadas en razón de la emergencia, serían intimadas por el Ministerio de Economía a desistir de cada acción bajo apercibimiento de que si así no lo hicieran se instarían los actos para disponer su exclusión de dicho proceso. 

El Poder Ejecutivo lamentablemente ha demostrado escasa convicción e indecisión política para avanzar en una renegociación integral profunda que implique la modificación de las condiciones contractuales y regulatorias que eviten arribar al estado crítico actual de la mayoría de los servicios públicos concesionados. Entre las condiciones previas y los contenidos básicos del acuerdo de renegociación se encuentra el decreto del Poder Ejecutivo Nacional aprobando el Nuevo Acuerdo Marco y el establecimiento de un régimen de tarifa social, pero lamentablemente ambos temas de gran implicancia social, por cuanto atienden la problemática de los sectores vulnerables de la sociedad que se encuentran por debajo de la línea de pobreza e indigencia, no se encuentran contemplados en el período de transición y recién serán considerados a partir del año 2006. 

Lamentamos que la UNIREN haya considerado que puede prorrogarse el tratamiento de estos temas de tanta gravitación social pero haya previsto la inmediata aplicación de un incremento tarifario que regirá a partir del 1° de febrero de 2005 y que haya establecido la fecha de 30 de junio de 2005 para el proceso de revisión tarifaria integral que se aplicará a partir del 1° de febrero de 2006. El aumento acordado no podrá superar el 15 por ciento y será aplicado al conjunto de los usuarios, excepto a los residenciales. También se aplicará un aumento adicional del 5 por ciento que entrará en vigencia el 1° de febrero de 2005. 

Desconocemos la razón por la cual la UNIREN estableció la fecha de aplicación del aumento previsto para el 1° de febrero, ya que resultará imposible que la Carta de Entendimiento pueda ser aprobada en forma previa a esa fecha, ya que las normas que rigen el proceso de renegociación establecen que una vez sustanciada la Audiencia Pública el Congreso de la Nación, a través de la comisión bicameral, debe producir un dictamen aprobando o rechazando dicha Acta Acuerdo o Carta de Entendimiento. 

La urgencia de la UNIREN en atender la situación económica de la concesionaria abarca también al procedimiento de ajustes tarifarios previsto que se aplicará cuando la variación de los precios de la economía sea igual o superior al 5% y tengan impacto sobre el costo del servicio. Cada seis meses, a partir del 1° de febrero, el ENRE estará facultado a realizar a tal efecto un procedimiento de revisión tarifaria. Cuando el incremento de precio de la economía sea igual o superior al 10% podrá solicitar una revisión extraordinaria. 

Evidentemente queda mucho por decir, pero voy a finalizar señalando la inconveniencia de lo que se ha aprobado en la Carta de Entendimiento respecto al tema de las multas que se aplican a la empresa y al hecho de que ésta dispondrá de un plazo de ocho y diez años para hacer un efectivo cumplimiento. Sobre todo teniendo en cuenta que la mitad de las sanciones aplicadas, 14 millones de pesos, afectan a los usuarios. 

El marco regulatorio establece que las multas por incumplimiento de las normas de calidad de servicio técnico consistirá en la aplicación de bonificaciones sobre las facturaciones a los usuarios afectados, las que se calcularán en función del costo que representa para cada grupo de usuarios la energía no suministrada. De esta manera los usuarios afectados por los cortes que fueron sancionados por el ENRE deberán esperar este plazo. Sin duda no es el mismo plazo que tienen los usuarios que están en mora para poder cancelar sus obligaciones, lo que evidentemente constituye una extraordinaria discriminación con respecto a los usuarios de menores recursos. Lamento no tener el tiempo para leer todo el documento, pero agradezco la atención prestada. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Le corresponde hacer uso de la palabra al señor Ricardo Vago, en representación de Usuarios y Consumidores en Defensa de sus Derechos, pero ha desistido de su exposición. Ha acercado un documento que se agregará al expediente.


Tiene la palabra el señor Gabriel Aparicio, en representación de Aguas Bonaerenses S.A. 
Sr. APARICIO.- Muy buenos días. Aguas Bonaerenses S.A. es una empresa prestataria del servicio público de provisión de agua potable y de desagües cloacales en la zona de concesión N° 1 de la provincia de Buenos Aires, que incluye mayormente a los partidos en los cuales EDELAP distribuye energía eléctrica, esto es, La Plata, Berisso, Ensenada y Magdalena.


En tal carácter vengo a manifestar que ABSA se opone a la aprobación del aumento de la tarifa por el servicio de distribución de energía eléctrica, pues ello implica para nuestra empresa la asunción de costos de imposible recuperación posterior a través del cobro de sus propias tarifas, en tanto ABSA se encuentra imposibilitada contractualmente de trasladar los aumentos del costo del servicio a sus usuarios.

La energía eléctrica que ABSA consume se utiliza para prestar el servicio a nuestro cargo, ya que sin energía eléctrica no se pueden operar las redes de distribución de agua potable ni se puede extraer el agua de las napas freáticas, ni potabilizar el agua de la superficie en plantas potabilizadoras, ni efectuar la colección y tratamiento de desagües cloacales en plantas depuradoras.


En el área de la concesión que corresponde a los partidos de La Plata, Berisso, Ensenada y Magdalena, las instalaciones electromecánicas que dispone actualmente ABSA en operación son: 180 pozos de agua profunda, 19 estaciones de bombeo, una planta potabilizadora de agua y 3 plantas depuradoras de desagües cloacales.


Debe destacarse que el servicio público que presta ABSA es esencial para la vida y la salud de la población y que, no obstante el aumento de diferentes costos de explotación del mismo, entre otros insumos químicos, mano de obra y energía eléctrica, esta empresa mantiene el mismo cuadro tarifario desde el momento en que tomó posesión del servicio. El cuadro tarifario está vigente desde que se privatizó el servicio en el año 1999. Por su parte, en las tarifas sanitarias no son de aplicación las variaciones estacionales.


Como se podrá advertir, para la prestación de un servicio público tan esencial como la distribución de agua y la colección de desagües cloacales, la energía eléctrica es el principal insumo y, consecuentemente, el principal costo directo de la prestación de este servicio público, representando el 43 % en los costos de explotación de ABSA, excluida la mano de obra. EDELAP es actualmente el principal proveedor de la empresa que represento.

El régimen tarifario que prevé nuestro Contrato de Concesión, impide a ABSA trasladar a sus usuarios el aumento del costo de la energía eléctrica, el cual en los dos últimos años se ha visto incrementado en un 44 por ciento para la tarifa T2 y en un 132 por ciento para la tarifa T3, implicando ello para esta empresa un daño irreparable.

Por otro lado, tampoco puedo dejar de destacar que esta situación se ve agravada por la aplicación de la Resolución N° 552/04, de la Secretaría de Energía, cuyo artículo 8° establece que la totalidad de los usuarios de medianas y grandes demandas, es decir T2 y T3, de cada distribuidora, dentro de los cuales se encuentra ABSA, deberá solventar el pago de los montos totales correspondientes a la bonificación que perciban los usuarios de pequeñas demandas ‑TI‑, implicando ello para ABSA un aumento considerable de sus costos internos, pues desde que este plan de racionalización se puso en funcionamiento, los montos de las facturas eléctricas de la distribuidora EDELAP han aumentado en un 10 por ciento respecto de los incrementos antes mencionados. 

En otro orden de ideas debo manifestar que el aumento de la tarifa de distribución de energía eléctrica que se pretende aprobar impacta perjudicialmente a ABSA en varios sentidos diferentes. Por un lado, porque el aumento de la tarifa solamente va dirigido a los usuarios de medianas y grandes demandas, dentro de los cuales se encuentra ABSA, y esto claramente lo decimos en defensa de nuestros propios usuarios residenciales. Consecuentemente, ABSA, como tantos otros medianos y grandes usuarios de EDELAP, subsidiarán las tarifas de usuarios residenciales, muchos de los cuales pueden tener consumos superiores a los 500 kwh.

Surge entonces que el porcentaje de aumento pretendido es claramente superior al real incremento de costos de EDELAP y este 23 por ciento de aumento lo soportarían, entre otros usuarios, ABSA, para subsidiar a clientes domiciliarios de EDELAP y, además, para incrementar los costos directos de producción a nuestros clientes domésticos, entre los cuales, en esta área de la concesión en particular, existen en el orden de los 6.000 usuarios residenciales que ya reciben un subsidio social, dado su bajo nivel de ingresos, mediante la aplicación otorgada por ABSA de la Tarifa de Interés Social, a los cuales se los exime del pago parcial o total de la factura del servicio de agua potable y desagües cloacales.

Por último, el incremento tarifario que se pretende impacta también en aumentos de precios de nuestros proveedores, quienes seguramente, como viene ocurriendo, lo trasladarán en sus precios a aplicar a ABSA, con lo cual el impacto es aún más perjudicial para las finanzas de la empresa.

Consecuentemente, de todo lo expuesto surge que el aumento de la tarifa de energía eléctrica y sus futuras revisiones generan para la empresa que represento un perjuicio irreparable, pues ABSA no podrá trasladar dicho costo a las tarifas de provisión de agua y desagüe cloacal, convirtiéndose de esta manera en un costo sin reembolso para la empresa y, por lo tanto, Aguas Bonaerenses se opone al aumento de la tarifa de la Empresa Distribuidora de Energía de La Plata S.A. Que quede claro: esta oposición al aumento es en defensa de nuestros usuarios. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra la señora Isabel Novosad, representante de Prevención, Asesoramiento y Defensa del Consumidor, PADEC.

Sra. NOVOSAD.- Señor presidente de la Audiencia, señoras y señores: la Asociación de Consumidores que represento, PADEC, pide que se apliquen las normas vigentes, porque el aumento de tarifas proyectado es contrario al sistema normativo y constituye un elemento nocivo para la sociedad argentina. 

El artículo 10 de la ley 23.928, modificada por la ley 25.561, expresamente prohíbe toda indexación de precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de precios o tarifas. A su vez, el artículo 9° de la ley de emergencia económica, social, administrativa, financiera y cambiaria, cuando faculta al Poder Ejecutivo a renegociar los contratos que tengan por objeto la prestación de servicios públicos, no confiere autorización alguna para ningún aumentar tarifas. 


Esta norma impone criterios para el caso de que el Poder Ejecutivo renegocie los contratos, y los indica expresamente. Primero: el impacto de las tarifas en la competitividad de la economía y en la distribución de los ingresos; segundo: la calidad de los servicios y los planes de inversión, cuando ellos estuviesen previstos contractualmente; tercero: el interés de los usuarios y la accesibilidad de los servicios; cuarto: la seguridad de los sistemas comprendidos, y quinto: la rentabilidad de las empresas. Como vemos, el aspecto de la rentabilidad de las empresas está en el último término de preferencia y la ley prohíbe la suspensión o alteración del cumplimiento de las obligaciones de los contratos.


Por otro lado, el artículo 13 de la misma ley de emergencia económica, cuando faculta al Poder Ejecutivo a regular transitoriamente los precios de insumos, bienes y servicios críticos a fin de proteger los derechos de los usuarios y consumidores de la eventual distorsión de los mercados o acciones de naturaleza monopólica u oligopólica, tampoco autoriza aumento alguno ni aplica una excepción respecto de las tarifas  de los servicios domiciliarios. 

Si el Poder Ejecutivo autorizara el aumento de tarifas proyectado, estaría actuando fuera de la ley. El estado de derecho supone el cumplimiento de la ley por parte de todos sus integrantes y las excepciones de hecho, por los motivos que fuesen, destruyen la seguridad jurídica y la confianza en las instituciones públicas y privadas, como es el caso que hoy nos convoca.

En la época del hombre de Cromagnon las normas se imponían por la voluntad y los deseos del más fuerte. Actualmente, la utilización del sistema Cromagnon equivale a la cámara de gas del sistema del derecho. La desocupación, la pobreza y la indigencia que existe hoy en nuestro país tampoco permite aplicar ningún aumento tarifario. La deteriorada capacidad de pago de los pocos que tienen algún empleo es igualmente impeditiva para el aumento de la tarifa. ¿La vaguedad de la referencia de la tarifa social incluida en el Acta Compromiso sugiere que el escaso número de familias que no son pobres ni indigentes deberá financiar a los pobres e indigentes? No lo sabemos porque nada se especifica al respecto.


Según cifras del Banco Mundial sólo el 20 por ciento de la población no es ni pobre ni indigente. ¿Las empresas ganarían más dinero si mayor cantidad de personas estuviera en condiciones de pagar sus servicios? La respuesta es obvia, porque habría mayor porcentaje de cumplimientos puntuales de pagos. 

En este marco social y normativo debemos preguntarnos si este aumento servirá sólo para que los que tienen dinero tengan algo más y se cumpla con la expresión popular que está acuñada en casi todos los idiomas “la palta llama la plata”, “money calls money” o “l‘argent appelle l’argent”, etcétera, que popularmente describe un imán que no es otra cosa que la desigualdad del derecho de propiedad en función del patrimonio de su titular. A mayor volumen de dinero se añade mayor volumen de dinero, mientras que a menor volumen de dinero no se añaden proporcionales volúmenes de dinero sino que las pequeñas sumas de dinero van menguando hasta desaparecer, como ha sucedido con muchas familias y pymes. La excusa que normalmente han presentado los inversionistas extranjeros es que su ganancia en nuestro país debe ser sustancialmente mayor a la de los países industrializados porque Argentina es un país de riesgo. Así, con la excusa de riesgo que algunos calculan a ojo de buen cubero, entre la avaricia y el miedo se incrementa la desigualdad. Ello fundamentalmente por la falta de aplicación de las normas locales que pertenecen al sistema jurídico argentino, como también de las convenciones internacionales. La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, cuando declara la igualdad en dignidad y derechos de todos los seres humanos; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, también aprobada en 1948; la Constitución Argentina, en sus artículos 14, 16, 17 y 42; el Código Civil Argentino, que tiene varios artículos muy claros al respecto, que rige en nuestro país desde el año 1869 y que en la redacción del Acta Compromiso se ha omitido considerar. El incumplimiento de las normas no sólo afecta la seguridad jurídica sino también la riqueza de las naciones, tal como detalladamente lo explicara Adam Smith en su obra. 

Amartya Sen, Premio Nobel de Economía en 1998, en su trabajo titulado "¿Qué impacto puede tener la ética?”, publicado en la biblioteca digital del BID y de fácil acceso a través de Internet para cualquier persona interesada, dice que la ética del comportamiento trasciende no sólo la conducta carente de ética sino también el valor instrumental de la conducta ética en función del interés propio esclarecido. Agrega que Smith no esperaba que éste fuera el comportamiento habitual de los hombres de negocios puesto que en general él no esperaba un alto nivel de moralidad de la gente adinerada, de quienes desconfiaba enormemente. Agrega: “Esbozó el beneficio social derivado de tener en cuenta el bien público pero dejó de definir gran parte de lo que realmente cambiaría la conducta individual, especialmente la de los adinerados y de los poderosos. En cierta forma abrigaba la esperanza de que emergiesen normas de comportamiento que no estuviesen condicionadas por calculados intereses egoístas en cada caso, sino vinculadas a la consideración de ser las normas de comportamiento 'apropiadas’, que reflejasen las convenciones establecidas y normativas de la conducta habitual.“

Somos conscientes que estas expresiones no son vinculantes para la decisión respecto a la aprobación o rechazo del Acta Compromiso puesta a consideración en esta Audiencia, sin embargo la sociedad argentina mayoritariamente espera que los funcionarios estén motivados por el bien común. Por eso solicitamos se atienda la necesidad de cumplir con el sistema legal vigente. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Debería exponer el representante por la Bolsa de Comercio de La Plata, que desistió de hacerlo. Dejó una nota para que se dé lectura. 


Por Secretaría se dará lectura.

Sr. SECRETARIO (Baravalle).- Dice así: 

“Bolsa de Comercio de La Plata. La Plata, enero 7, 2005. 

“Señor Secretario Ejecutivo de la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos, UNIREN, doctor Gustavo Simeonoff, presente. 

“La Bolsa de Comercio de La Plata adhiere a este encuentro, dando la bienvenida a la búsqueda de los adecuados equilibrios, en pos de lograr la sustentabilidad de las empresas prestadoras de servicios y los costos sostenidos por el ámbito empresarial, comercial y el usuario particular. 

“Se deben discutir los esfuerzos compartidos para que los procesos de inversión necesarios se sigan realizando. No existe crecimiento sin empresas rentables ni tampoco se debe permitir potenciales situaciones abusivas de las políticas tarifarias. 

“Por lo antedicho consideramos muy importante la participación de entidades representativas, tanto en el contralor como en la discusión de los distintos aspectos relacionados con este servicio, motor del desarrollo productivo y regional. 

“Solicitamos a usted dar lectura de la presente durante la Audiencia Pública el próximo 13 de enero. Atentamente."

Y firma el doctor Miguel A. Turchi, secretario general, y el doctor Alan Walter Lynch, presidente. 
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- A continuación tiene la palabra el señor Guillermo Del Giorgio, en representación de la Asociación de Transportistas de Energía Eléctrica de la República Argentina, ATEERA.

Sr. DEL GIORGIO.- Señores del UNIREN, del ENRE, Defensor del Pueblo de la Nación, autoridades nacionales y provinciales, asociaciones de consumidores, uniones y asociaciones industriales, autoridades de EDELAP S.A, señoras y señores presentes:

Es objeto de esta presentación exponer la posición de la Asociación de Transportistas de Energía Eléctrica de la República Argentina, que represento, respecto de temas y cuestiones tratadas por la Carta de Entendimiento, a la cual arribaran la Unidad de Renegociación de Contratos de Servicios Públicos, UNIREN, y la Empresa Distribuidora Eléctrica de La Plata S.A, EDELAP, en el marco del proceso de renegociación de contratos de concesión de acuerdo a la ley de emergencia pública y reforma al régimen cambiario N° 25.571 y normas complementarias. 

La Asociación de Transportistas de Energía Eléctrica de la República Argentina, ATEERA, representa e interés de todas las empresas concesionarias de servicios públicos de transporte de energía eléctrica, sea en alta tensión o distribución troncal, todas ellas afectadas por las disposiciones de la ley de emergencia pública antes mencionada e inmersas en el proceso de renegociación de sus contratos de concesión. En tal sentido, aún cuando existen diferencias por tratarse de distintos segmentos de la industria eléctrica, nos encontramos con un proceso de renegociación contractual único, sujeto a reglas comunes, por lo que algunas de las cuestiones tratadas en la Carta de Entendimiento a debatirse en esta Audiencia Pública son de particular interés para el sector del transporte de energía eléctrica. 

ATEERA reúne a las compañías que en conjunto tienen bajo su responsabilidad la operación y mantenimiento de más de los de 23 mil kilómetros de línea de alta tensión y por distribución troncal con sus equipamientos asociados, que integran el Sistema Argentino de Interconexión, SADI. Cabe aclarar que la misión fundamental de SADI, y por ende de las empresas de transporte, es llevar energía en grandes cantidades a todos los centros de consumo ubicados a lo largo y lo ancho del territorio nacional, vinculando de esta forma a través de sus instalaciones la provisión y consumo de electricidad. 

Asimismo las transportistas forman parte del mercado eléctrico mayorista, MEM, conformado por aquellos agentes que, siendo de carácter estatal, provincial o privado, poseen la responsabilidad de la generación, el transporte y la distribución de la energía eléctrica. 

De esta manera, si bien estos sectores bien diferenciados por su posición dentro de la cadena de abastecimiento surgieron de la división de la industria eléctrica según la ley 24.065, necesariamente deben funcionar en forma conjunta y coordinada. Por ende, al funcionar como un todo integrado, los inconvenientes de cualquiera de los sectores claramente tienen incidencia sobre el conjunto.

Desde este punto de vista, ATEERA cree que la Carta de Entendimiento bajo examen constituye en líneas generales un valioso documento cuyo contenido posee medidas tendientes a dotar de sustentabilidad al sector de distribución de energía eléctrica. En particular, la Carta de Entendimiento restituye parcialmente y para un período de transición el desequilibrio entre ingresos y egresos al cual se vieron sometidas las empresas concesionarias de servicio público desde el dictado de la ley de emergencia pública 25.561, agravado luego por un constante incremento de todos los insumos asociados a la prestación, incluyendo desde ya, la masa salarial de las compañías, lo cual a las claras amenaza con poner en riesgo la prestación del servicio en forma adecuada.

No podemos dejar de mencionar que las prestadoras, conscientes de su responsabilidad en el abastecimiento de la demanda, desde el año 2002 realizan enormes esfuerzos, logrando de esta forma mantener los estándares de calidad del servicio aún cuando en muchos casos es imposible afrontar la reposición de algunos equipamientos o repuestos debido al desfase entre el costo de los mismos ‑muchas veces a precios internacionales‑ y los ingresos con que se cuenta.

Así, en el entendimiento de que la industria eléctrica funciona como un todo limitado a satisfacer la demanda de la comunidad, apela firmemente por la celebración del Acuerdo entre EDELAP S.A. y UNIREN en la inteligencia de que el mismo propende a iniciar el camino que finalmente deberá asegurar la prestación del servicio público a través de la sustentabilidad de todos los sectores que integran el MEM, conforme a la ley 24.065.

Asimismo, resulta importante destacar el esfuerzo realizado en pos del acuerdo mediante el cual la empresa prestataria y sus accionistas han suspendido y se han comprometido a renunciar en estas circunstancias a los reclamos, recursos y demandas entabladas o en curso en sede administrativa o judicial, en el país o en el exterior, fundadas o vinculadas a los hechos o medidas impuestos a partir de la situación de emergencia establecida en la ley 25.561 respecto del Contrato de Concesión.

Ahora bien, también es importante destacar, tal como surge del informe de justificación de la Carta de Entendimiento elaborada por la UNIREN y puesto a disposición del público en el sitio Web de la Unidad, que se ha querido diferir la definición de cuestiones de capital  importancia para la sustentabilidad del servicio y el flujo de inversiones que la actividad requiere en el mediano y largo plazo. Fundamentalmente, nos referimos a la remuneración, capital propio y de terceros invertida en la actividad y, específicamente, a los criterios para la determinación de la base de capital y la tasa de rentabilidad  aplicada, temas estos cruciales que han debido quedar para la instancia de la Revisión Tarifaria Integral prevista para inicios del año 2006, conforme las disposiciones de la ley 24.065, y que necesariamente deberán encontrar una resolución adecuada a la misma. 

No obstante ello, resulta importante resaltar la legitimidad y transparencia del proceso de renegociación contractual llevado a cabo, en el cual, más allá de las diferentes posturas que puedan haberse esgrimido desde una y otra posición, se buscó siempre el mejor modo de colocar a las empresas concesionarias en una situación de sustentabilidad, ponderando la necesidad de ajustes tarifarios para una prestación acorde con los principios establecidos en el Marco Regulatorio Eléctrico y, asimismo, resguardando a los sectores más desprotegidos de la sociedad. 

Por todo lo expresado, ATEERA y todas las empresas por ella representadas entiende que resulta prioritario avanzar con el acuerdo alcanzado entre EDELAP S.A. y UNIREN a los efectos de proveer a dicha empresa distribuidora de los recursos necesarios para sostener durante el período de transición la continuidad, calidad y seguridad del servicio público a su cargo y de esta manera permitirle afrontar el desafío de abastecer la creciente demanda en su área, contribuyendo así al desarrollo económico regional. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Simeonoff).- Tiene la palabra la señora Susana Andrada, del Centro de Educación al Consumidor, CEC.

Sra. ANDRADA.- Señor presidente de la Audiencia Pública, autoridades nacionales y provinciales, dirigentes sociales y empresarios, representantes de las asociaciones de consumidores y demás presentes en esta Audiencia Pública: la presente exposición contiene cuestionamientos de carácter general y cuestionamientos sobre algunos puntos específicos mencionados en la Carta de Entendimiento.


En lo que respecta a los cuestionamientos de carácter general, el informe de justificación de la Carta de Entendimiento deja entrever que existió participación de los usuarios y consumidores en las tratativas previas a la celebración de la Carta de Entendimiento y que existieron posibilidades de formular opiniones y propuestas, sin que las asociaciones participantes realizaran propuestas concretas. Debemos decirles a las autoridades que esto no es así. 

Los usuarios y consumidores estuvimos permanentemente excluidos de toda participación hasta el presente. El CEC, nuestra asociación, solicitó copia del documento sobre el "Desempeño de las Licenciatarias del Servicio Eléctrico", tanto al ENRE como a la UNIREN, negándosenos la entrega de dicho documento debido a que la UNIREN declaró que el contenido del mismo era reservado. Lo mismo hizo la Comisión de Usuarios del Ente Nacional Regulador de la Electricidad. Solicitamos, tanto al ENRE como a la UNIREN dicho documento, siendo rechazados ambos pedidos.


Con respecto a esta Audiencia Pública, se nos cita en forma parcial y extemporánea, lo que no permite a los usuarios y consumidores participar adecuadamente en el proceso de renegociación.

En primer término, sostenemos que los procesos de renegociación de los contratos públicos deben ser procesos de amplia participación ciudadana. Los mismos deben estar formulados de forma tal que los ciudadanos participemos en el conocimiento de los hechos y en las sugerencias y propuestas desde el primer día. Estamos en contra de que se use la figura de la Audiencia Pública para legitimar un proceso sin participación. Nos convocan a una Audiencia Pública luego de que tienen acordado la casi totalidad de los puntos en debate con las empresas, lo que traerá consecuencias severas sobre toda la población.

También esta Carta de Entendimiento gira alrededor de la mención expresa de elementos básicos, mencionando que existirán otros elementos que serán incorporados en el Acta Acuerdo. Expresamente reconocemos que hay temas ya acordados entre las empresas y la UNIREN que no se someten a conocimiento ni intervención de los usuarios y consumidores. Por lo tanto, concluimos que la Audiencia Pública es parcial y extemporánea.

En lo que respecta a los cuestionamientos de carácter particular, más allá del cuestionamiento general del proceso de renegociación, se cuestionan algunos puntos sometidos a debate. 

En cuanto a los aumentos otorgados en las tarifas, dividiremos la cuestión en tres temas: la fecha a partir de la cual rigen los aumentos, la falta de control del aumento adicional del 5 por ciento y el aumento pensando sólo en los intereses económicos de la empresa.


La celebración de la Audiencia Pública es un paso más en el proceso de renegociación, como claramente lo establece toda la legislación aplicable. Las instancias de renegociación son las siguientes: consulta pública, discusión informal de la propuesta de las empresas, formalización de la propuesta, resolución ministerial, consultas públicas, período de adhesión, dictamen del Procurador del Tesoro, y firma de los Ministros.


La UNIREN tiene facultades limitadas, las que están expuestas en la misma resolución que convoca a Audiencia Pública. Por ello podemos decir que la UNIREN no tiene facultades para concluir acuerdos sino sólo para la realización de actos preparatorios. 


La Carta de Entendimiento celebrada tiene valor como parte del proceso de renegociación pero no tiene valor como acuerdo definitivo que imponga cargas a los usuarios a favor de la empresa EDELAP SA. Una de las cláusulas del acta de entendimiento fija que a partir del 1 de febrero de 2005 serán aplicables los aumentos fijados en el 23 % con más un 5 % destinado a la ejecución de obras en el área rural.

Esta disposición de la Carta de Entendimiento es inaplicable por diversas cuestiones: La UNIREN no tiene facultades para concluir acuerdos, ni siquiera parciales. La UNIREN sólo puede hacer propuestas ad referéndum del Poder Ejecutivo. Sólo podrá tener efecto este aumento luego de concluido el proceso de renegociación. 


A pesar de todas estas razones tanto los voceros de la empresa como los del ministerio han manifestado en reiteradas oportunidades que estos aumentos se aplicarán a partir del 1 de febrero de 2005, incurriendo en ileqalidad manifiesta.

Los aumentos cuestionados por mi parte son los que se establecen en un promedio aproximado de un 23 % más un 5%, que tendrá incidencia directa sobre el usuario. El segundo aumento tiene incidencia directa sobre la tarifa que paga el usuario y el primer aumento tiene incidencia indirecta por el proceso de transmisión de los costos industriales a los productos que compra el usuario 


Por todo lo expuesto el CEC ha iniciado acciones judiciales tendientes a la suspensión de la aplicación de los aumentos a partir del 1 de febrero de 2005, siendo sólo posible aplicarlos una vez cumplida la totalidad del procedimiento antedicho. Dicho expediente ha quedado radicado en el fuero contencioso administrativo de Capital Federal, a cargo de la Dra. Claudia Rodríguez Vidal, jueza de turno.


Sólo son aplicables los aumentos luego de celebrada la correspondiente Acta Acuerdo y completado el procedimiento de aprobación de la misma. Por supuesto no vamos a aceptar que esos aumentos sean retroactivos una vez terminado todos los procedimientos correspondientes.


Otro de los puntos es la falta de control del aumento adicional del 5 %. Como se puede observar el 5 % tiene un destino específico, que es la realización de las inversiones previstas en esta Carta de Entendimiento. Estos fondos quedan en manos de la empresa, que puede realizar con ellos lo que le parece, existiendo sólo controles posteriores a su recaudación.


Respecto a la extensión de redes a cargo de los usuarios cabe decir que cuando las obras de extensión necesarias de media tensión estén a más de 2000 metros o las obras de baja tensión estén a más de 400 metros se transferirá a los usuarios parte de las obligaciones de la empresa, aliviando la situación económica de la compañía. Por tal motivo las asociaciones de consumidores también nos oponemos a este punto. 

Respecto a la problemática de la neutralidad legislativa quiero hacer algunos comentarios. La cuestión delicada es la planteada en primer término, la imposibilidad de realizar cualquier modificación legislativa, reglamentaria o de otro tipo, sin soportar la consiguiente solicitud de cambio de tarifa. Si esto se aceptara estaríamos ante la cesión de la potestad legislativa y reglamentaria por parte del Estado a favor de la empresa. Cualquier modificación legislativa o reglamentaria, desde variar el sistema de información que los entes requieran para el seguimiento de la privatización hasta cualquier disposición sobre cuidado del medio ambiente o cualquier otra cuestión, implicaría necesariamente cargar a los usuarios con un aumento de la tarifa.


Por medio de la presente disposición se plantea por su parte la disminución de la calidad del servicio de distribución de electricidad a niveles inferiores que los exigidos en el Contrato de Concesión. Permite esta disposición disminuir los niveles de calidad que se le exigirá cumplir a la empresa, causando un grave daño a los usuarios y consumidores. 


Nos oponemos también al trato equitativo respecto de otras empresas de servicio público de distribución y transporte de electricidad. Nos oponemos al costo operativo técnico. Nos oponemos a los pasivos financieros de EDELAP –no lo voy a desarrollar porque son puntos bastante extensos‑ y por último, a la concesión del plazo de pago para las multas consistentes en bonificación a los usuarios. El tema central en cuestión es que estamos tratando dos tipos de sanciones. Una cosa son las multas a favor del Fisco y otra las bonificaciones a favor de los usuarios. 


Claramente debemos entender que el Estado Nacional no tiene la facultad para negociar, transar, conceder plazos o realizar cualquier tipo de negocio que implique cercenar los derechos de los usuarios. El Estado Nacional puede transar sobre sus propios derechos, puede conceder esperas o quitas totales o parciales sobre las multas a favor del Fisco, pero nunca podrá conceder esperas o quitas totales y/o parciales sobre multas o bonificaciones a favor de los usuarios. Frente a esta situación nuestra asociación de consumidores, el Centro de Educación al Consumidor, anuncia que está iniciando las acciones judiciales correspondientes, necesarias a fin de lograr que no sean vulnerados los derechos de los usuarios de percibir las bonificaciones adeudadas por la empresa EDELAP. Estas acciones incluyen medidas cautelares contra la UNIREN y EDELAP a fin de que no se pueda incorporar en el Acta Acuerdo que eventualmente celebren cualquier cláusula que perjudique a los usuarios, a quienes se les deben las bonificaciones. Estas deben ser totalmente pagadas en tiempo y forma. 


Otro de los temas es el de la tarifa social, que está simplemente anunciada pero no detallada. El tema de la tarifa social es crítico. Como bien lo expresa la Carta de Entendimiento, es uno de los pilares de la negociación. Genera la renegociación condiciones para que la empresa EDELAP aumente sus tarifas y mantenga las mismas actualizadas. A Cambio de ello debe tenerse en cuenta la creación de una tarifa social que ampare a los sectores más desprotegidos. Lamentablemente sólo encontramos en la Carta de Entendimiento una mención a la tarifa social. No existe ninguna previsión. No existe disposición, no existe absolutamente nada. Es más, si eventualmente el Congreso Nacional aprobara un régimen general de tarifa social donde impusiera a la empresa una carga económica por aplicación del principio de neutralidad normativa, la empresa transferiría a la tarifa cualquier carga que recaiga sobre ella.


Entendemos que se deben incluir en el expediente los siguientes puntos de la tarifa social: cronograma de trabajo y puesta en marcha de la tarifa social, plazo estipulado para comenzar con la vigencia de la misma, determinación del perfil de los beneficiarios, fondos que aportará la empresa para contribuir solidariamente a la tarifa social y demás elementos necesarios para llevar a cabo la misma.


Asimismo, la falta de una tarifa social provoca que amplios sectores sociales vulnerables se encuentren en imposibilidad de pagar las tarifas o reconectarse al servicio. Entre ellos, desocupados, subocupados, beneficiarios del Plan Jefes y Jefas. Por ello, y para concluir, solicitamos, respecto del tema mencionado de la tarifa social, una amplia condonación de deuda a partir del año 2001 a los sectores vulnerables de la sociedad, con una inmediata reconexión sin costo si fuera necesario. Muchas gracias. (Aplausos.)
· Asume la Presidencia el ingeniero Hugo Rothamel.

Sr. PRESIDENTE (Rothamel).- Tiene la palabra el señor Osvaldo Conti, representante de la Asociación de Prestadores Eléctricos de la Provincia de Buenos Aires.

Sr. CONTI.- Señor presidente de la Audiencia Pública, señoras y señores: vengo en representación de la Asociación de Prestadores Eléctricos de la Provincia de Buenos Aires, sociedad civil sin fines de lucro integrada por empresas sociales distribuidoras de energía eléctrica de la provincia de Buenos Aires y constituida por diez cooperativas eléctricas y una sociedad de economía mixta, que tienen distribución de energía en los partidos de Zárate, Luján, Tandil, Olavaria, Pergamino, Azul, San Pedro, 9 de Julio, Chacabuco, Salto y Colón. En función de los mercados abastecidos y de la energía operada constituyen las entidades sin fines de lucro más importantes de la provincia de Buenos Aires; el 80 por ciento del mercado cooperativo está representado por APEBA. 


¿Por qué concurre APEBA a la Audiencia Pública del día de hoy? Concurre fundamentalmente para avalar la recomposición tarifaria de EDELAP y porque estima que a partir de este momento se iniciará el sinceramiento de costos y tarifas necesario para corregir la distorsión que en este momento estamos sufriendo todas las distribuidoras del país.


Debo decir que en lo que hace a la provincia de Buenos Aires, hasta tanto la Nación no resuelva el tema tarifario, no se otorgarán aumentos de tarifas que reconozcan incrementos del VAD. Es decir que en alguna medida, las empresas nacionales sin fines de lucro que distribuimos energía eléctrica, estamos condenadas a quebrantos permanentes, porque no se nos otorga el reconocimiento del aumento de costos en función de que todavía no se han solucionado los problemas tarifarios a nivel nacional. De hecho, este congelamiento hace insustentable el negocio eléctrico en el mediano y largo plazo.


La composición de costos medios ‑este es un ejemplo que puede sufrir alteraciones en función del perfil de cada distribuidor‑ reconoce aproximadamente los siguientes niveles porcentuales: el costo de energía representaba alrededor del 40 por ciento, la mano de obra un 40 por ciento, los insumos y gastos  e impuestos y tasas, el 20 por ciento. De esta manera se componía el detalle de costos que el distribuidor tiene en la provincia.


¿Por qué se dispararon los aumentos de costos? La mano de obra tuvo un incremento importante no por decisión de las empresas sino del Poder Ejecutivo  nacional, que otorgó en principio un aumento básico no remunerativo de 200 pesos, que se pagaba y no se trasladaba a costos. Pero en un momento, allá por el año 2003, el Decreto N° 392 obligó a que ese nivel de 200 pesos no remunerativo se integrara al básico de los sueldos del personal. El efecto cascada que ese incremento generó produjo un aumento superior al 70 por ciento. 

Estamos hablando de niveles medios, existiendo entidades que incluso superaron el cien por ciento por efecto de este famoso decreto con efecto cascada gestado por el Poder Ejecutivo nacional, de cumplimiento obligatorio para las empresas y que no pudimos lograr que se trasladara parcial o totalmente a las tarifas, cuando los contratos de concesión determinan un pase casi  inmediato a tarifas cuando estos integrantes de la composición del VAD sufren algún incremento. A esto debemos agregar los 100 pesos de este mes de enero, cincuenta pesos que van a ir al básico con efecto cascada en abril. Si decimos que de un 70 por ciento el 40 por ciento no fue reconocido, sólo en mano de obra deberíamos tener un aumento del 28 por ciento de la tarifa.

La devaluación a partir de fines de 2001 generó un aumento de costos en materiales, combustibles e insumos importados que recibieron el impacto de la devaluación. También aparecieron impuestos nuevos que no pudimos trasladar a la tarifa, como el impuesto al cheque y el aumento en la provincia de Buenos Aires de la tasa del OCEBA, que aumentó un 60 por ciento y que no criticamos porque sabemos que ellos también tuvieron un aumento de costos y esta era la manera de equilibrar sus cuentas. Pero el Estado provincial ajustó el valor de una tasa y los distribuidores que la pagamos no la pudimos trasladar a la tarifa. 

El valor medio del incremento de insumos está en el orden del ciento por ciento. Esto significó un aumento de costos del 20 por ciento que no fue trasladado a la tarifa. De manera que para mantener equilibrado el valor agregado de distribución, hoy, en la provincia de Buenos Aires, necesitaríamos un incremento no menor al 48 por ciento.

En los últimos meses también aumentó el precio de la energía mayorista, pero ese costo por una metodología de pase o de pass through no incidió como quebranto en las empresas. El Poder Ejecutivo en ese momento produjo una fragmentación del mercado y los aumentos impactaron de distinta manera.  Se trata de una decisión política que uno puede criticar o no y que rompió de alguna manera esquemas afianzados en el pasado en el sentido de decir no a los subsidios cruzados, pero la crisis podría justificar transitoriamente algún pasaje de este tipo.

Por lo expuesto, necesitamos una corrección del valor agregado de distribución y por ello compartimos que en alguna medida esta renegociación empiece a tratar seriamente el desajuste tarifario que los distribuidores estamos sufriendo.

Somos entidades de bien público que abastecemos a más de 800 mil habitantes de la provincia de Buenos Aires, no perseguimos fines de lucro y reclamamos un ajuste tarifario con la preocupación de hacer sustentable la prestación del servicio y asegurar su abastecimiento y calidad.

Es un orgullo para APEBA haber sido la entidad que en la Nación disparó la tarifa de interés social, primeramente conocida como TIS y después como TEIS,  luego aprobada por la provincia de Buenos Aires y reglamentada, que estamos aplicando. Consideramos que si hay una franja de la población que no puede soportar los incrementos de tarifas,  debería ser contemplada y excluida, pero aquellos que están en condiciones de pagar los aumentos, que asuman la realidad de lo que está aconteciendo en este tipo de actividad.

Si queremos un país que crezca y si queremos mejor calidad de vida para sus habitantes, aseguremos una de las bases en las que se sustenta el desarrollo, que es el suministro de la energía. Apoyemos y fortalezcamos al Estado y a sus organismos de contralor. Tenemos organismos de contralor que se pueden equivocar, pero que están formados por gente técnica de gran capacidad. Debemos apoyarnos en ellos, no solamente nosotros como distribuidores, sino también todos los particulares y consumidores, todos los ciudadanos, porque el Estado y sus organismos eficientes son los que le van a dar transparencia a todo este tipo de negociación. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Rothamel).- Tiene la palabra el señor Luis Pedraza, de la Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina.

Sr. PEDRAZA.- Represento a la Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina. Nuestros socios son los grandes demandantes de energía que adquieren su suministro del distribuidor o del Mercado Eléctrico Mayorista. 

Centrándonos en el objeto de esta Audiencia, debemos decir que tras casi diez años de la reforma del sector eléctrico, se sancionó la ley 25.561, que declaró la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria. Las tarifas de servicios públicos concesionados se convirtieron a pesos con una relación 1 dólar 1 peso y se autorizó al Poder Ejecutivo a renegociar los contratos.

Posteriormente, y como señalara en su presentación el licenciado Zoratti, el Decreto N° 311/2003 creó la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos con la misión de llevar a cabo la renegociación de los contratos, entre ellos el de EDELAP. 


Finalmente, el 12 de noviembre de 2004, la concesionaria y la UNIREN suscriben la Carta de Entendimiento que hoy se somete a debate. 

Lamentablemente, y no obstante la expresa solicitud que oportunamente fuera elevada, AGUEERA no fue convocada a participar en el proceso de renegociación de EDELAP, tal como entendemos hubiera correspondido en esta importante tarea.


El párrafo 13 de la Parte Primera de la Carta de Entendimiento describe que el proceso de renegociación cumplido ha contemplado: 

Lo dispuesto por los artículos 8, 9 y 10 de la ley 25.561, la ley 25.790 y el decreto 311/03, así como sus normas reglamentarias y complementarias; 

Las estipulaciones contenidas en el Contrato de Concesión;


Los antecedentes y proyecciones del servicio de la concesión conforme a los informes y análisis obrantes; y 

Las condiciones vinculadas a la realidad económica y social de nuestro país. 


Sin embargo, nuestra asociación considera que sólo se ha contemplado parte del marco regulatorio, toda vez que el acuerdo alcanzado contradice algunos aspectos de la ley 24.065 y el Contrato de Concesión de EDELAP. 

Nos vamos a referir concretamente a tres puntos: la fijación de inversiones obligatorias, la aplicación de subsidios cruzados y el régimen de calidad y penalidades.


En lo que hace a las inversiones obligatorias la ley 24065, marco regulatorio del sector eléctrico, hoy vigente, caracteriza como servicio público al transporte y distribución de electricidad. Su reglamentación establece que la regulación deberá consistir en la fijación de las tarifas a aplicar y en el control de la calidad de la prestación del servicio -sistema Price Cup. Es decir, se fijan tarifas en función de los costos y se deben controlar resultados.


La ley fija también la obligación de las distribuidoras de satisfacer toda demanda que les sea requerida, no pudiendo invocar el abastecimiento insuficiente como eximente de responsabilidad. Este sistema de control por resultados tiene por finalidad inducir las inversiones que deben ser libremente decididas por el concesionario con el objeto último de asegurar el abastecimiento para todos los usuarios, incluso los rurales. 


En este acuerdo propuesto por la UNIREN y firmado por EDELAP se define un plan de inversiones obligatorias que no cuentan con un cronograma de obra, lo que hará más difícil el control de su realización. Esta metodología, además, estaría estableciendo un antecedente para la Revisión Tarifaria Integral que debe realizar el ENRE en los próximos meses. Por esto debe establecerse claramente que la determinación de planes de inversión por parte de la autoridad no debe eximir en modo alguno de responsabilidades a las distribuidoras ante una eventual falta de energía, aspecto particularmente importante en el actual contexto de dificultades crecientes en el sector. Entendemos que las obligaciones, derechos y responsabilidades tanto del prestador como del Estado no pueden modificarse respecto a las establecidas originalmente en el Contrato de Concesión.


Por otra parte, al establecerse taxativamente las inversiones a realizar por la concesionaria y su ulterior control ‑más allá de que éste no es muy claro‑ se relega el contralor sobre la calidad del servicio. Así se está modificando lo que establece la ley por un sistema de tarifas basadas en costos históricos a través de la metodología del costo de los servicios, o método de "cost plus".

En lo que hace a subsidios cruzados, entre los objetivos de la ley 24065 se encuentran: promover la operación, confiabilidad, igualdad, libre acceso, no discriminación y uso generalizado de los servicios e instalación de transporte y distribución de electricidad; y regular las actividades del transporte y la distribución de electricidad, asegurando que las tarifas que se apliquen a los servicios sean justas y razonables.


El artículo 40 determina que los servicios suministrados por los transportistas y distribuidores serán ofrecidos a tarifas justas y razonables. En este sentido se entiende por justas la existencia de una correlación entre el costo del servicio que brinda el prestatario y el precio que cobra por el mismo. Por su parte, la razonabilidad está ligada a una decisión de prudencia e implica que las tarifas tienen en cuenta la capacidad económica de la demanda. En este artículo 40 se establece también que las tarifas se ajustarán a determinados principios, y se menciona, entre otras cosas: 


Inciso b): deberán tener en cuenta las diferencias razonables que existan en el costo entre los distintos tipos de servicios considerando la forma de prestación, ubicación geográfica y cualquier otra característica que el ente califique como relevante. Por otra parte, ahondando un poco más, la reglamentación de este artículo establece:

Inciso a): el costo propio de distribución para cada nivel de tensión, que integrará la tarifa de la concesión, estará constituido por: 

1. - el costo marginal o económico de las redes puestas a disposición del usuario, afectado por coeficientes que representen las pérdidas técnicas asociadas a los distintos niveles de tensión; 

2. - los costos de operación y mantenimiento, considerándose como tales a los gastos inherentes a la operación y mantenimiento de las redes puestas a disposición de los usuarios, y 

3. - los gastos de comercialización, incluyéndose en tal concepto a los gastos de medición y administrativos que se relacionen con la atención al usuario.


Inciso b): los costos de distribución se asignarán a las distintas categorías tarifarias teniendo en cuenta: 


1. - la tensión en que se efectúe el suministro, y 

2. - la modalidad de consumo de cada tipo de usuarios, teniendo en cuenta su participación en los picos de carga de las redes de distribución.


Estos principios también están contemplados en la determinación del Régimen Tarifario y Cuadros Tarifarios, artículo 31, del Contrato de Concesión de EDELAP. Ratificando este criterio, en el inciso e) del artículo 42 de la ley 24.065 se establece que “en ningún caso los costos atribuibles al servicio prestado a un usuario o categoría de usuarios podrán ser recuperados mediante tarifas cobradas a otros usuarios.”

En definitiva, el conjunto normativo establece que cada categoría tarifaria debe afrontar los costos para abastecerla. Sin embargo, del análisis de la Carta de Entendimiento, anexos y antecedentes, se desprende que simplemente tras realizar una estimación de todos los costos futuros de la distribuidora la UNIREN determinó el incremento de ingreso de la distribuidora. Luego se distribuyó este incremento entre los usuarios, con exclusión de los residenciales. A fojas 941, en el punto 4.2.6 “Impacto del Incremento de la Remuneración” puede verse que el incremento del valor agregado de distribución para la demanda no residencial alcanza el 50,7% y, como se dijo, no hay variaciones sobre la tarifa residencial. Es decir, durante el período de transición de 1 año debe aplicarse este criterio: las tarifas no se determinan en función de los costos incurridos para prestar el servicio a cada categoría sino como una distribución arbitraria del incremento de costos de la empresa, los que fueron denunciados por ésta. De esta manera nos encontramos frente a la aplicación de tarifas discriminatorias, que no son justas e implican un claro subsidio cruzado entre usuarios. Así la demanda industrial afrontará costos que no le corresponden, asumiendo costos correspondientes a otras categorías tarifarias y contrariando la normativa vigente.


Entendemos que tras la salida de la convertibilidad se debe tener en cuenta que parte del tejido social no puede afrontar íntegramente el costo de la energía. Un suministro energético mínimo es parte de las necesidades básicas de cada argentino. Esto debe ser atendido y contemplado en la renegociación que se está llevando a cabo mediante la aplicación de tarifas sociales. Éstas deberán ser transitorias y la calificación de indigencia de los beneficiarios deberá cumplir criterios de trasparencia. Los restantes usuarios, o sea los que no están comprendidos en la tarifa social, deben asumir la totalidad de los costos de la prestación. 

El esfuerzo social que se pretende no puede recaer en la industria productora de bienes o servicios, sino que debe ser asumido por los diferentes niveles del gobierno. Los subsidios a implementar deben ser claros, transitorios y explícitos, con aportes desde el Estado, como por ejemplo, resignando impuestos ‑IVA‑ o redireccionando los actuales aportes al Fondo de Compensación Tarifaria. Según datos de la Secretaría de Energía, los impuestos que pagan algunos usuarios residenciales representan más del 50 por ciento de lo que abonan en sus facturas. 


La recomposición del Valor Agregado de Distribución de EDELAP basado en ajustes exclusivamente a las industrias demandantes sólo incrementará los costos de las mismas, restándoles competitividad. Debe tenerse en cuenta que el precio de la energía que pagan actualmente los usuarios industriales de la distribuidora está por encima de los costos del mercado mayorista. Estos alcanzan valores en dólares similares a los vigentes antes de la devaluación. La falta de competitividad de la industria demandante obstaculizará el crecimiento del sector y, por lo tanto, del país y del empleo. Además, aquellas industrias que no puedan absorber estos incrementos deberán trasladarlo al precio de su producto final, con el consiguiente impacto inflacionario y la reducción real del subsidio otorgado.


La ley 25.561, en su artículo 9°,  establece que debe tenerse en cuenta, entre otras cosas, el impacto en las actividades productivas que tendrá la propuesta de acuerdo. En este sentido, no hemos tenido acceso en el expediente a ningún documento en el que se analice el impacto del incremento de la tarifa en la actividad de la economía y el empleo de la región que atiende EDELAP, más allá de los datos que hoy presentara verbalmente el licenciado Zoratti.


En lo que hace a la calidad de servicio y penalidades, el Contrato de Concesión fijó distintas etapas con un nivel creciente de calidad. A este momento, el control de la prestación debe realizarse en cada suministro; hay límites definidos de tolerancia a las variaciones de tensión, cantidad de cortes y tiempo total sin servicio. Cuando se exceden estos valores, el Ente Regulador aplica una penalidad que la distribuidora reconoce al usuario mediante un crédito en su facturación del semestre posterior al registro. 


En la Carta de Entendimiento sometida hoy a discusión, en el ítem 5.4 del Punto 5 sobre “Régimen de Calidad de Prestación del Servicio”, se establece una “Calidad Media de Referencia”, que es un promedio de los índices de calidad de prestación del servicio registrados durante los años 2000 a 2003, basados en los indicadores de frecuencia y duración de las interrupciones establecidos en el Contrato de Concesión. Fija entonces que durante el período de transición, los montos de las sanciones por calidad de producto técnico, servicio técnico y servicio comercial que resulten de cada medición semestral podrán ser destinadas por el concesionario a la ejecución de inversiones adicionales a las previstas en el cronograma de inversiones que se establezca en la RTI, siempre y cuando el concesionario mantenga la calidad de servicio en forma superior a la media de referencia. De esta manera, los usuarios, a través de las bonificaciones que deberían recibir, se harán cargo de las inversiones que corresponden a la distribuidora.


Seguidamente, en el punto 14 de la Carta de Entendimiento, sobre “Pautas de la Revisión Tarifaria Integral”, se establece que el ENRE deberá evaluar las ventajas y desventajas de los sistemas solidarios de multas en relación con los sistemas de individualización de usuarios. De este modo, otra vez no se respeta el Contrato de Concesión, disminuyendo las exigencias de calidad al considerar niveles promedio y no individuales.


La actualización tecnológica del equipamiento existente y el desarrollo en la industria requieren mejoras en la calidad de la energía eléctrica. La fijación de estándares de calidad en forma promedio va en contra de las necesidades actuales de la industria, con lo que se están restringiendo las posibilidades de alcanzar estándares internacionales.


En el ítem 9.2.1 del Punto 9, relacionado con las obligaciones particulares establecidas al concesionario durante el período de transición contractual, se determina que las multas aplicadas por el ENRE pendientes de pago y cuya notificación sea anterior al 6 de enero de 2002 se abonarán en 20 cuotas pagaderas en forma semestral, mientras que las que tienen como destino la bonificación a terceros, en 15, o sea 7 a 10 años. 


En síntesis, la aplicación de esta Carta de Entendimiento implica cambios muy profundos en el Contrato de Concesión de EDELAP. 


Se tiene hasta aquí que la regulación evaluaba resultados, pero ahora parece imprimirse una tendencia a una regulación por costos, en la que la tarifa cubre la operación y el mantenimiento, y la demanda soporta las expansiones. 


Este Acuerdo contradice la ley en cuanto a que las tarifas deben estar en función de los costos que se incurren para abastecer cada categoría de usuario, ya que los 15,5 millones de pesos que se otorgan a la concesionaria  se distribuyen sólo en parte de la demanda. Antes, las inversiones eran una decisión empresaria por la que se asumían riesgos; ahora, las inversiones son obligatorias y de contralor poco claro. Antes, existía una clara obligación de atender todo incremento de demanda; hoy, se tiene un listado de suministros a abastecer en el 2005 donde no es clara la responsabilidad ante nuevos requerimientos. Hasta aquí, se tenía una calidad predeterminada; ahora, se pretende una calidad de referencia.


El marco prevé que la penalidad debe orientar la inversión, es decir, resarcir al usuario en el semestre subsiguiente. En este Acuerdo el compromiso se reduce en alguna circunstancia a reinvertir ese monto.

Sin duda se debe alcanzar lograr un sector eléctrico sustentable que refleje las ventajas comparativas del país en materia energética y le permita reinsertarse competitivamente en un mundo globalizado. 

Pertenecemos al sector privado y entendemos que ninguna actividad puede desarrollarse si no se cubren los costos. Pero estos ajustes necesarios deben ser soportados por cada estamento de demanda en función de los costos necesarios para atenderla. En modo alguno nos oponemos a una tarifa social, en tanto sea asignada con criterios transparentes, claros y transitorios. 

En consecuencia, por todo lo anteriormente detallado, no damos nuestro acuerdo al proceso de renegociación realizado por la UNIREN y solicitamos se presente la información respaldatoria que justifique los ajustes diferenciales de las tarifas de los distintos usuarios. Hasta tanto no se disponga de la información señalada, nos oponemos a que se implemente este Acuerdo. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Rothamel).- Continúa en el orden de expositores el señor Carlos Camargo, en representación de Servicios Eléctricos del Chaco Empresa del Estado Provincial, SECHEEP.

Sr. CAMARGO.- Señor presidente, público asistente: soy de la provincia del Chaco, un crisol de razas. 


En principio quiero manifestar mi agradecimiento a las autoridades de UNIREN por permitirnos expresar nuestras ideas y visiones en presencia de este distinguido público, que en definitiva es el destinatario tanto de los aciertos como de los errores que autoridades y prestadores puedan llegar a tener. En particular quiero destacar la Carta de Entendimiento, motivo de la presente Audiencia, y en tal sentido deseo expresar mi beneplácito puesto que entiendo constituye un buen inicio para recomponer las condiciones contractuales alteradas por la situación de crisis por todos conocida. Frente al escenario de impactos que ello conlleva, hay un tema que me motiva a presentarlo como representante de SECHEEP, la distribuidora de energía eléctrica de la Provincia del Chaco, una Empresa del Estado Provincial. En particular me refiero a la tarifa social eléctrica.


La emergencia social y económica que vive la Argentina ha puesto en evidencia las crecientes dificultades por las que atraviesa una amplia franja de su población, en particular los sectores de menores recursos económicos, para acceder regularmente a los servicios públicos, en particular el de la electricidad, esencial en la sociedad moderna para sostener con una razonable dignidad el desarrollo y la calidad de vida.


La búsqueda de alternativas que permitan acceder al servicio público de electricidad debe mantener una visión de conjunto sobre la problemática de la pobreza, entendiendo que si bien el acceso a la misma y la posibilidad de su uso  constituyen remedios parciales que no solucionan las condiciones de marginalidad que genera la pobreza, su adecuada implementación en un marco de racionalidad puede constituirse en un acertado paliativo y un adecuado incentivo para mejorar la calidad de vida.


En la definición de los atributos del Régimen de Tarifa Social Eléctrica se debe tener en cuenta el logro de objetivos tales como la equidad entre los usuarios y el uso eficiente de los recursos energéticos, siempre dentro del marco impuesto por las restricciones de financiamiento. Adicionalmente, la equidad debe considerar la situación de aquellos usuarios que con esfuerzo cumplen sus obligaciones y de aquellos otros que aún no expresaron su necesidad pero que por efectos de la crisis igualmente sufren penurias para poder pagar regularmente los servicios esenciales.


Es por ello que en función de lo expuesto postulamos los siguientes principios

básicos:


1. Beneficio de bonificación. Implementación de un régimen que beneficie con una bonificación a aquellos clientes residenciales que, por su condición socioeconómica, no puedan hacerse cargo del pago de la totalidad de los costos de la prestación del servicio de energía eléctrica.


2. Carga impositiva. La reducción de la carga de los impuestos, tasas y contribuciones constituye un mecanismo adecuado de reducción de los costos de la prestación a los hogares beneficiarios del régimen. El mecanismo de reducción de la carga no debe afectar la ecuación económica de los prestadores.


3. Subsidio explícito. La bonificación para estos clientes residenciales deberá compensarse con un subsidio explícito, claramente identificable en la factura y resultar neutro en la economía de los prestadores. La tarifa media de la distribuidora debe contemplar los recursos necesarios para que, a través de un manejo eficiente de éstos, la empresa esté en condiciones de brindar una prestación sustentable con los niveles de calidad definidos contractualmente.


4. Definición de universo. La definición del universo a beneficiar debe ser realizada por los organismos correspondientes de cada jurisdicción, con aporte y actualización de información por parte de la distribuidora. En el caso particular de la provincia del Chaco, implementado este sistema desde hace tres años, lo realiza la Secretaría de Desarrollo Social.


5. Vulnerabilidad y consumo. El criterio a seguir para definir los beneficiarios debe tener en cuenta la situación de vulnerabilidad económica y no exclusivamente el nivel de energía consumida. Además cada beneficiario deberá tener carácter temporal, asociado a las condiciones que dieran lugar a su inclusión. El régimen deberá ser económicamente sustentable por los clientes no beneficiarios del mismo. Como en el caso anterior, en nuestra provincia el perfil del beneficiario lo define un decreto del gobernador sobre la base de las características de un Programa Social Articulado AI’PO, que significa "crecer" en lengua wichi.


6. Incentivos y penalidades por consumo racional. El régimen de tarifa social debe tener los incentivos y penalidades adecuadas para que los beneficiarios del mismo hagan un consumo racional de la energía que se les suministra, eviten cometer irregularidades y estén motivados para contar con un servicio encuadrado en las prestaciones definidas dentro de los regímenes habituales del prestador.


7. Consumos irregulares y morosidad. Serán excluidos quienes incurran en consumos irregulares o alcancen la categoría de deudores morosos incobrables por deudas de las facturas de consumo o no cumplimiento de los planes de pago que les fueran otorgados.


8. Exceptuados, consumos nuevos o no regulares. No quedan incluidos en este régimen consumos nuevos o existentes no regularizados ‑villas de emergencia o asentamientos. Para estos casos tenemos otras ideas y ejemplos en pleno desarrollo con resultados exitosos en mi provincia.


Por último, dentro del comportamiento empresario y apelando a un llamado que hiciera Kofi Annan a una actitud social responsable por parte de las empresas en  el sentido de cumplir con aquellas premisas que tienen que ver con las relaciones laborales, con el medio ambiente y con los derechos humanos ‑últimamente incluidos a la ética empresaria como llamado de las Naciones Unidas a los comportamientos empresarios‑, quiero decir que si bien entendemos que la responsabilidad social empresaria que cabe a nuestra distribuidora es el cumplimiento del objetivo empresario, cual es la prestación, la distribución del servicio de energía eléctrica, también realizamos –al igual que muchas distribuidoras de nuestro país‑, acciones que sin ser las específicas tienen que ver con las necesidades sociales. Estas acciones son, por ejemplo, el reciclado de papeles que para nosotros están en desuso pero que para una escuela pueden ser importantes. También hacemos el reciclado de computadoras que han perdido velocidad para nuestra función pero que para otros servicios pueden ser esenciales. 

Quiero destacar también un compromiso cultural que hemos asumido en mi provincia. Cada dos años se desarrolla un concurso internacional de culturas, donde de 400 escultores inscritos se seleccionan 22 y se invita a dos más para que en la Plaza 25 de Mayo de 1810, una plaza de cuatro manzanas a cielo abierto, estos escultores trabajen durante una semana ante todos los ciudadanos que pasan por ahí –hay aquí algunos comprovincianos que pueden atestiguar lo que digo. Esto lo lleva adelante la Fundación Urunday. La próxima bienal se desarrolla el próximo año, en 2006. Resistencia es ciudad de culturas. Difundir la cultura de 1 millón de chaqueños es parte de nuestra responsabilidad social empresaria y por ello lo hago en esta ocasión. Muchas gracias. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Rothamel).- Le agradecemos su participación y le damos el uso de la palabra el señor Albrisi, presidente de la Empresa Provincial de Energía de Córdoba (EPEC) de la República Argentina
Sr. ALBRISI.- Señor presidente, autoridades presentes, señoras y señores: nuestra empresa ha querido estar presente en esta Audiencia Pública en su condición de empresa estatal provincial, controlada por un ente de control de jurisdicción provincial, porque comparte contundentemente la preocupación de expositores preopinantes en el sentido de que la continuidad del servicio de prestación de energía reviste precisamente la característica de indispensable para el sostenimiento de la economía y el bienestar de los habitantes. 

En efecto, el EPEC ha venido a esta Audiencia a entregar un documento previo ‑figura en la orden del día‑ y ha inscrito a sus funcionarios porque está interesado fundamentalmente en esto que definimos como servicio público de características indispensables. 

EPEC es una empresa provincial de energía de Córdoba, autárquica en el estado provincial, que tiene la responsabilidad de prestar el servicio público de energía eléctrica en los 168 mil kilómetros cuadrados que conforman la geografía de la provincia. Este servicio se presta de manera directa a más de 680 mil clientes propios e indirectamente a 300 mil clientes que pertenecen a 203 cooperativas eléctricas a las que EPEC entrega energía mediante líneas de transmisión en alta tensión y media tensión.


EPEC facturó durante el año 2004 más de 600 millones de pesos; cuenta con 14.300 kilómetros de líneas de baja tensión, 5.300 kilómetros de líneas de media tensión y 4.700 kilómetros de líneas de alta tensión, con una potencia instalada de más de 1.100 MW y una energía operada de 5.900 GWh.


EPEC desarrolla su gestión en un modelo de gestión empresaria que se apoya en dos pilares esenciales: un contrato programa plurianual y un consejo de empresa. El contrato programa es de cumplimiento obligatorio y evita la discontinuidad de las políticas de la empresa al fijar la estrategia empresaria, objetivos e inversiones a largo plazo. El Consejo de empresa es un órgano colegiado de carácter consultivo y asesor integrado por funcionarios de la empresa y representantes de los sindicatos de trabajadores de la misma.


EPEC diseñó y ejecutó una serie de programas, tales como la tarifa social para carecientes e indigentes, que permitió incorporar a más de 43 mil beneficiarios como clientes de EPEC; formalizó los talleres comunitarios que difundieron en 400 barrios los principios relacionados con la seguridad y el uso racional de la energía; instrumentó el Programa Córdoba Libre de PCB, mediante el que se controló todo el parque de transformadores de la provincia; ha organizado las primeras Jornadas de Gestión Ambiental y PCB y difundió en todo el país la adecuación de normas y procedimientos.  También adecuó un programa de promoción de bajo consumo, de eficiencia energética, alumbrado público eficiente y principios y tecnología para municipios, comunas y cooperativas de localidades del interior de la provincia.


Este conjunto de programas destinados al cuidado del medioambiente y al uso eficiente de la energía, encuadrados en el modelo de responsabilidad social empresaria, llevan a la práctica valores fuertemente arraigados en la Empresa Provincial de Energía de Córdoba.


¿Cuál es la postura de EPEC respecto de la Carta de Entendimiento presentada a esta Audiencia Pública? La problemática de los públicamente conocidos incrementos de costos de materiales y mano de obra ocurridos en la República Argentina post convertibilidad afectan a las empresas eléctricas al igual que a cualquier productor de bienes y servicios. Dichos incrementos de costos en cualquier actividad económica no son sostenibles más allá del corto plazo sin poner en riesgo la producción de los bienes o servicios de que se trate, situación de la que no está exenta la actividad eléctrica, sea esta prestada por una empresa pública o privada.


Por lo antes expuesto, hoy la actividad eléctrica se encuentra en serio riesgo, ya que se ve afectada la sustentabilidad económica de la actividad, con el agravante de que ésta no es la fabricación de un producto comercial cualquiera o prestación de un servicio más o menos diferente, sino, repito, es la prestación de un servicio público indispensable para el mantenimiento de la actividad productiva de la Nación y el bienestar de su gente.


Dicha sustentabilidad económica está afectada en función a que la retribución a través de tarifas que percibe el distribuidor ha permanecido sin variación con respecto a los valores de la convertibilidad y, por lo tanto, no ha acompañado los mayores costos de materiales y mano de obra necesarios para mantener el servicio con un nivel de calidad y seguridad adecuados.


En este sentido y dado que los ingresos de las distribuidoras resultan insuficientes ya no para obtener una rentabilidad lógica esperada en toda actividad económica sino para cubrir sus actuales costos de explotación, mal pueden generarse los recursos necesarios para la realización de las inversiones imprescindibles para atender el crecimiento de la demanda y, por lo tanto, acompañar la esperada recuperación y desarrollo económico del país.


En este contexto la EPEC considera que las tarifas deben contemplar los costos razonables para la prestación del servicio con un nivel de calidad adecuado, razón por la cual considera positiva la aprobación de la Carta de Entendimiento presentada a tratamiento de esta Audiencia Pública ya que representa el inicio de las acciones tendientes a lograr la sustentabilidad del servicio público de distribución de energía eléctrica. Muchas gracias. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Rothamel).- Antes de continuar con la lista de oradores, quisiera destacar el interés por la participación en esta Audiencia de los representantes de las provincias de Córdoba y del Chaco, a quienes agradecemos su intervención.


Tiene la palabra el señor Juan Cappiello, representante de la Comisión de Usuarios del ENRE.

Sr. CAPPIELLO.- Señor presidente de la Audiencia Pública, señores autoridades y dirigentes sociales, señoras y señores, asistentes en general: en nombre de la Comisión de Usuarios de Energía Eléctrica, que funciona en el ámbito del Ente Nacional Regulador de la Electricidad por imperio del artículo 42 de la Constitución Nacional, que establece la participación en los organismos de control, constituida la misma por más de una docena de asociaciones de defensa del consumidor que paso a nombrar, tales como ADELCO, Consumidores Activos, Consumidores Argentinos, Consumidores Libres, PROCURAR, Unión de Usuarios y Consumidores, PROCONSUMER, DEUCO, ADECUA, Unión de Consumidores de Argentina,  PADEC, CEC, CAPUC, Cruzada Cívica y CECUC, venimos hoy a esta Audiencia Pública para exponer claramente nuestra posición respecto del pretendido acuerdo que se intenta llevar a cabo con la empresa distribuidora de energía eléctrica EDELAP S.A., que distribuye electricidad a los usuarios residentes de la Ciudad de la Plata y alrededores.

En primer término, cabe recordar que la ley nacional 25.561, sancionada en enero de 2002, estableció el reconocimiento legislativo de la existencia de una crisis extraordinaria en el campo social, por lo que de tal modo el Congreso Nacional reconoció que los argentinos en su conjunto eran víctimas de una emergencia sin precedentes en la moderna historia nacional, imponiendo por ello que los poderes del Estado tuvieran esta especial circunstancia presente ante toda decisión que tomaran en el futuro.

Asimismo, aquella ley establecía con carácter de orden público la renegociación de los contratos de los servicios públicos, debiéndose considerar en dichas discusiones el impacto de las tarifas en la competitividad de la economía y en la distribución de los ingresos, la calidad de los servicios y los planes de inversión, cuando ellos estuviesen previstos contractualmente, el interés de los usuarios y la accesibilidad de los servicios, la seguridad de los sistemas comprendidos y la rentabilidad de las empresas.

En atención al escaso tiempo respecto al proceso iniciado en aquellos tiempos, sólo diremos aquí que al margen de las buenas intenciones demostradas en ocasión del dictado de aquella normativa citada, luego se sucedieron distintos retrocesos en la pretendida búsqueda de una nueva y necesaria relación entre el Estado y las empresas privadas que se hicieron cargo por propia voluntad del desarrollo y prestación de los distintos servicios públicos, entre ellos, por supuesto, el de la energía eléctrica en su segmento distribuidor, conforme a la ley 24.065. 


Así, en términos generales, existieron y existen numerosas y exageradas presiones llevadas a cabo por los enormes grupos económicos involucrados en la prestación de los servicios públicos, como así también directamente de los países de donde provienen los mismos, para sostener los grandes privilegios conseguidos en la década de los 90, sin importarles en absoluto la profundizaron terminal de la crisis argentina, que golpea decididamente a los sectores más bajos y desprotegidos de la sociedad. El desmedido afán de lucro de algunos no puede ser más importante ni ser previamente atendido que la dignidad de un pueblo entero.


En estos términos siempre sostuvimos que la situación derivada de la crisis que hizo eclosión definitiva en diciembre del año 2001 no podría ser soportada tan siquiera ni en una mínima proporción por aquellos sectores que no fueron parte del reparto de ganancias extraordinarias que hubo en tal periodo, producto asimismo de una extraordinaria transferencia de ingresos de parte de los asalariados en favor de grandes corporaciones económicas. Y por supuesto también creemos que nunca debería verse el impacto que la crisis suponía en los contratos de servicios públicos sin atender a lo que sucedió en todo el tiempo previo a la hecatombe final, desde la misma asunción de los servicios de parte de las empresas contratantes. 

Así decíamos, por ejemplo y entre otras cosas, que la fotografía de la devaluación debía ser simplemente desechada para poder observar claramente y en profundidad la película completa de todo el período en que se llevó a cabo la relación entre el Estado concedente y la empresa prestadora. De tal modo podríamos ver, en el caso particular de cada empresa, si cumplió en términos generales sus obligaciones contractuales, si cumplió con los planes de inversión, si cumplió con la calidad de servicio comprometida, si fue responsable ante los usuarios, etcétera. En definitiva, era necesario y lo es aún, hacer una revisión integral de todos los incumplimientos habidos para luego sí establecer, siempre que procediera, una modificación en las reglas de juego, tomando como eje de orientación la defensa del interés general sobre el de los grupos económicos.


Pero lamentablemente el proceso de renegociación iniciado, como decíamos antes, por la ley 25.561, estuvo signado desde sus comienzos por evidentes circunstancias anormales como, por ejemplo, la radicación de amenazantes demandas por ante tribunales foráneos a la República, intentando socavar incluso la propia Soberanía Nacional.


Entrando ya en el análisis puntual del caso que aquí nos ocupa cabe decir que entendemos, desde nuestra responsabilidad institucional, que resulta necesario expresarnos del siguiente modo:


En tanto la existencia de la crisis terminal, aún no superada, y conforme la rentabilidad operada en los años anteriores, nos oponemos categóricamente al aumento de tarifas proyectado, toda vez que el mismo golpea duramente de forma directa o indirecta a los sectores más vulnerables, bien como usuarios o como consumidores de bienes y servicios esenciales, conforme el típico traslado que del costo de energía realizan muchos proveedores. No deberá olvidarse el por demás extenso plazo de vigencia del contrato, que hace improcedente a la luz de las actuales circunstancias toda modificación en tal sentido.

Respecto a la contribución adicional de usuarios residenciales para instalaciones en lugares alejados, expresamos que no pueden ser los mismos, sujetos obligados de dichas eventuales erogaciones, aún de modo parcial o indirecto, toda vez que la prestataria ha aceptado ser concesionaria del servicio público de distribución de electricidad en dicha zona, sin desconocer sus especiales circunstancias demográficas y geográficas.


Entendemos desmedido, injusto e inequitativo, frente a casos análogos, el tratamiento dispensado a las multas aplicadas por el Ente Nacional Regulador de la Electricidad en sus legítimas facultades, toda vez que las mismas responden a incumplimientos efectuados de modo injustificado por la empresa prestataria del servicio público referido. En tal sentido resulta exageradamente beneficioso con quien ha incumplido establecer períodos de pago de hasta 10 años para la cancelación de deudas que ya deberían estar saldadas a favor de la sociedad en su conjunto. 

Además surge claramente de las circunstancias habidas durante la relación contractual la necesidad de que el Estado con toda su fuerza y convicción demande, categóricamente y sin condicionamiento alguno, el cumplimiento liso y llano de todas las deudas debidas por la empresa en concepto de sanciones impuestas conforme los incumplimientos incurridos en obligaciones asumidas voluntariamente por la compañía al momento de asumir la concesión.

Resulta improcedente especificar Ia necesidad de establecer un eventual trato similar respecto a otras empresas prestatarias, toda vez que el trato dispensado hacia las compañías deberá provenir únicamente del grado de cumplimiento de sus oportunos contratos, de acuerdo a lo establecido en la letra y espíritu de Ia ley de emergencia de enero de 2002, sin perjuicio de las garantías establecidas en la mismísima Constitución Nacional.


Respecto a la mejora en los sistemas de información de la concesión observamos positivamente la aprobación de medidas que signifiquen un retroceso a la actual y nefasta asimetría de información en favor de las empresas privatizadas en general y respecto a la distribuidora cuestionada en particular, en tanto el Estado, a través de sus organismos especializados, pueda disponer de la mayor cantidad posible de elementos de apreciación para poder conocer en tiempo real y de forma integral, el grado exacto de cumplimiento del contrato y de la normativa vigente.


A su vez, la orientación definida anteriormente deberá ser acompañada de un sistema de recolección y procesamiento de datos que haga efectivo lo sostenido, por lo que su implementación no podrá ser limitada por eventuales reticencias empresarias. Para ello deberá asimismo establecerse un claro y estricto proceso sancionatorio de cumplimiento efectivo para desalentar prácticas desleales de parte de la compañía obligada. Por ende, debiera ser declarada como falta grave que impida la prosecución del contrato todo incumplimiento reiterado en tal sentido.


Me quedan algunos temas pendientes que quisiera mencionar, pero dado que no cuento con más tiempo…

Sr. VERA.- Señor presidente: soy el próximo orador, y cedo parte de mi tiempo para que termine su exposición. 

Sr. PRESIDENTE (Rothamel).- Continúe entonces, señor Cappiello.

Sr. CAPPIELLO.- Muchas gracias. 


En torno a la eventual suspensión y posterior desistimiento en relación a las acciones entabladas por ante organismos extranjeros, en términos generales entendemos por principio que no procede aceptar a modo de presión tales procedimientos ejercitados y, por tanto, tampoco la mera suspensión de los mismos, debiéndose sostener la necesidad de que se desista definitivamente de tales acciones en forma lisa y llana, como muestra de buena fe de aquellos que han sido en primer término quienes han incumplido con obligaciones esenciales de sus contratos.


En tanto implique que el Estado, a través de sus órganos especializados, controle el desarrollo de la prestación de un modo ex-ante y no ex-pos, como ocurre lamentablemente en la actualidad, esta Comisión estará en un todo de acuerdo con que se establezcan instrumentos y medidas acordes que sostengan un contralor efectivo de parte de los ámbitos públicos respecto al acontecer diario de la prestación del servicio público de distribución de energía eléctrica en la zona concesionada de la Ciudad de La Plata y sus alrededores.


Proponemos también que los documentos elaborados por la UNIREN ‑informe sobre grado de cumplimiento de los contratos de distribución y transporte de energía eléctrica de jurisdicción nacional, de abril de 2004, e informe de justificación de la Carta Entendimiento UNIREN- EDELAP S.A. de noviembre de 2004‑ integren explícitamente la parte primera de la Carta de Entendimiento propuesta como antecedentes fundamentales de la misma.


Es necesario definir una tarifa social que proteja a los usuarios en estado de vulnerabilidad y siempre, evitando errores de  inclusión o exclusión respaldada fundamentalmente en la responsabilidad social de la empresa.


Esperando que nuestros dichos sean debidamente tenidos en cuenta, les agradezco la atención. (Aplausos.)
· Asume la Presidencia el licenciado Guillermo Genta.

Sr. PRESIDENTE (Genta).- Tiene la palabra el señor Juan Carlos Vera, de Consumidores Libres. 

Sr. VERA.- Señor presidente de la Audiencia, señores participantes: represento a la Cooperativa de Provisión de Servicios de Acción Comunitaria Consumidores Libres y voy a leer rápidamente nuestras propuestas.


En primer lugar, proponemos que la próxima Audiencia Pública referente a la renegociación de EDELAP, ya sea convocada por la autoridad regulatoria o por la autoridad concedente, sea convocada para ser realizada en un lugar más accesible y en una fecha más adecuada que en esta circunstancia. Asimismo, proponemos que se realice en un lugar amplio, como por ejemplo, la Ciudad de La Plata, y se avise con la debida antelación para que todos los participantes que estemos interesados en concurrir podamos hacerlo en forma directa. Nosotros hemos tenido algunas dificultades hoy y por eso hago esta referencia.


En segundo término, proponemos que en el informe de la UNIREN y en el Acuerdo de Renegociación que aprueba lo actuado en este acto se incorporen todas y cada una de las propuestas que se expresen o vuelquen en la Audiencia del día de la fecha y se den las razones de su aceptación o rechazo. Esto que parece tan obvio no lo es tanto, ya que hubo tres grandes Audiencias Públicas en las que no se respetaron ni se mencionaron las argumentaciones vertidas en ella. Por ello es que recalco este punto.


Esto me lleva al tercer punto sobre el marco regulatorio general. El marco regulatorio general de los servicios públicos aparece en un mensaje del Poder Ejecutivo de la Nación, que se encuentra en el Congreso de la Nación y que no ha sido aprobado. Se está trabajando en base a la ley 25.561, que es correcto, y el marco regulatorio particular es la ley 24.065. Pero el marco regulatorio general no ha sido aprobado. Observemos que se van a poner en juego de renegociación más de sesenta contratos de sesenta concesionarios y no tenemos un marco que los englobe a todos. Por eso es que desde esta tribuna invoco a las autoridades del Poder Ejecutivo y del Congreso a que se pueda contar cuanto antes con dicho marco regulatorio, ya que si no se cuenta con él y se aprueba la renegociación del contrato, sería lo mismo que poner el carro delante del caballo.


En cuarto lugar, ratificamos y nos adherimos a todo lo expresado por el orador anterior, que es quien está a cargo del CUENRE, en el sentido de rechazar el inminente aumento de las tarifas eléctricas de EDELAP a cambio de un hipotético plan de expansión de 18 millones de pesos, aumento del que habla el punto 4 de la Carta de Entendimiento, denominado Régimen Tarifario de Transición, a través del 23 por ciento de los costos propios de distribución y otros costos, y a traducirse en un 15 por ciento de incremento de las tarifas no residenciales más un 5 por ciento de incremento en el área rural, así como el de un próximo aumento de las tarifas TR1 y TR2 por parte del Poder Ejecutivo nacional por las razones que han expuesto mis colegas consumidores, en el sentido de que la población argentina no está en condiciones de asimilar un aumento de esa índole.


Asimismo, expresamos nuestro rechazo al diferimiento del pago de las multas aplicadas a EDELAP por aproximadamente 20 millones de pesos en 20 tarifas semestrales y en 15 tarifas semestrales, según sea el caso, luego de 180 días de entrada en vigencia de la Revisión Tarifaria Integral. Proponemos la ejecución inmediata de las multas, con lo que queremos decir lo siguiente: al 21 de diciembre de 2001, cuando termina el primer período de quince años, deben estar saldadas las multas para que la empresa muestre su perfil económico con total transparencia y efectividad para los interesados que quieran hacerse cargo de la empresa, si es que cabe, en los primeros quince años.


Continúo repitiendo lo que dijo mi compañero. Queremos la inclusión dentro del Acuerdo de Renegociación a suscribirse de los análisis técnicos ejecutados por la UNIREN, Unidad Renegociadora de los Contratos. Nos referimos al informe de justificación y demás elementos de estudio de ese organismo, incluidos los que esté dispuesta a aportar la empresa EDELAP a los efectos de que sirvan de base para el Acuerdo de Renegociación Integral en el período de transición.


Invocamos a la empresa EDELAP para que se retire de inmediato de la CIADI, donde iba a reclamar por los daños que le había ocasionado la salida de la convertibilidad en la Argentina. Si lo hiciera de inmediato, sería una señal de buena voluntad de la entidad norteamericana AES Corporation, dueña del paquete mayoritario, hacia el Estado argentino.


Vemos con buenos ojos el título 15 de la Carta de Entendimiento, denominado Mejora del Sistema de Información, pero nuestra entidad no ve con buenos ojos el título 17 por el que se le da a la empresa la facultad de proponer los cinco consultores o auditores técnicos y económicos para que efectúen las auditorías que van a ser financiadas por el Estado nacional. En todo caso, solicitamos que se tenga la oportunidad de cruzar dichas auditorías con las pericias de parte que efectuarían los candidatos auditores de una terna que propongan los usuarios, que  oficialmente acepte el Estado nacional y financie.


Uno de los representantes anteriores manifestó que el 97 por ciento de la población argentina está cubierto con servicio eléctrico, pero hay un 3 por ciento que no está cubierto, porcentaje que implica más de tres millones de argentinos que no están cubiertos por el servicio eléctrico. Pero lo más grave es que no es que van a estar cubiertos próximamente, sino que muchos de ellos no van a estar cubiertos jamás, porque la transmisión para llegar a ellos es muy cara debido a que se trata de población rural dispersa.


En este sentido también hago una invocación al Poder Ejecutivo nacional para que levante el veto parcial que pesa actualmente sobre la ley nacional de energía eólica y solar a fin de que se permita el aumento impositivo para promover este importante recurso renovable que podría destinarse, entre otros beneficios, a atender a parte de la población rural dispersa y otras regiones del país, tanto en unidades individuales como colectivas, pero con transmisiones cortas. 


He dicho ya todo lo que quería mencionar en esta Audiencia. Quiero cerrar mi alocución haciendo un respetuoso llamado al señor ministro de Economía, que en este momento está en una difícil etapa de renegociación de nuestra deuda externa. Sé que el señor ministro no nos quiere mucho a los pequeños usuarios y consumidores, pero no importa. Yo le deseo todo el éxito. Los consumidores le deseamos todo el éxito porque el éxito del señor ministro es el éxito de nuestro país. Mal puedo desearle que no le vaya bien en la renegociación de la deuda. Lo que quiero recordarle respetuosamente al señor ministro es que la mejor señal que podemos darle a los mercados, a los inversores externos, a nuestros acreedores, es que los argentinos nos respetamos a nosotros mismos. Y nos respetamos a nosotros mismos si las empresas que provienen del Primer Mundo y son concesionarias en nuestro país respetan las reglas de juego que respetan en el primer mundo. Es decir, si vienen con inversiones genuinas, pretenden una rentabilidad razonable, brindan una buena calidad de servicio y tienen una tarifa económica y planes de expansión que apuntan a la universalidad de servicio y a la gestión ambiental. Muchas gracias. (Aplausos.).
Sr. PRESIDENTE (Genta).- Le corresponde el uso de la palabra al señor Martínez, del Instituto Argentino de Servicios Públicos, pero no se encuentra presente. Por lo tanto hará uso de la palabra el siguiente expositor, el señor Alejandro Sruoga, en su condición de particular interesado.

Sr. SRUOGA.- Buenas tardes. Quisiera que mi exposición sea considerada como una posición de un profesional independiente, estudioso de los temas de regulación de las empresas de servicios públicos que ha tenido la suerte de adquirir una experiencia importante en el ejercicio del cargo de Secretario de Energía de la Nación. 

No hay duda de que la celebración de esta Audiencia Pública constituye un hito en el proceso de renegociación del Contrato de Concesión de EDELAP, con la consecuente importancia para todos los consumidores.


Cabe destacar que el mencionado Contrato de Concesión es el acuerdo básico y fundamental que ha celebrado el Estado y la empresa prestataria para el suministro a la comunidad del servicio público de distribución y comercialización de electricidad. En él se establecen las obligaciones que asume la empresa frente a los usuarios y las tarifas que deben abonar los usuarios como adecuada retribución a la prestación de los servicios.


Es incuestionable que la emergencia económica alteró profundamente el equilibrio entre el costo de las obligaciones y las tarifas que abonan los usuarios. Consta que durante los tres años transcurridos desde la emergencia económica se realizaron los máximos esfuerzos, de una y otra parte, para mantener la prestación de los servicios con un nivel mínimo y aceptable de calidad y seguridad. No obstante, las demandas de energía eléctrica han crecido sensiblemente en este tiempo, acompañando el crecimiento de la actividad económica, y este incremento en la demanda hace necesaria, en lo inmediato y sin más dilación, la recomposición de las reglas que permitan la ejecución de las inversiones que sostengan el crecimiento de la demanda y que provean a la comunidad un servicio confiable y seguro. 


Es claro que la Carta de Entendimiento que se presenta en la Audiencia establece las bases y criterios que deben observarse para la renegociación del contrato. En sus disposiciones tarifarias se establece que se otorgue un aumento determinado e inmediato a cuenta del resultado de la Revisión Tarifaria Integral; acto seguido establece que la renegociación continúe y concluya en su ámbito natural, o sea el Ente Nacional Regulador de la Electricidad bajo el procedimiento de la mencionada revisión tarifaria integral.


El aumento a cuenta del 23%, más un 5% destinado a las inversiones en el área rural, mas allá de las justificaciones que se hayan expuesto para su determinación, tiene la razonabilidad de ser sensiblemente inferior a los aumentos de los precios de la economía local y del tipo de cambio ocurridos desde la emergencia económica.


Por otro lado, la disposición de que el proceso termine con una Revisión Tarifaria Integral tiene la virtud de llevar la regulación al cumplimiento de los principios de la ley Marco Regulatorio de la Industria Eléctrica ‑Ley del Congreso Nacional N° 24.065.


Esta solución es francamente alentadora, habida cuenta que al amparo de la mencionada ley se ha desarrollado en el pasado una industria eléctrica altamente competitiva para los usuarios, medida por los resultados de calidad y abundancia de la oferta y por la aplicación de tarifas justas y razonables que sin subsidios dieron sustentabilidad a la industria y permitieron la ejecución de importantes inversiones.

La Carta de Entendimiento reconduce la regulación del sector, con buen tino, a los ámbitos institucionales naturales, o sea el ENRE. Para consolidar el rol de los mismos es necesario fortalecer su independencia, concluyendo para ello, por ejemplo, con los concursos para el nombramiento de sus directores.


En último término cabe destacar que es necesario que antes de que se complete la renegociación de los contratos se establezca, por medio de un instrumento adecuado, por ejemplo una ley del Congreso Nacional, un mecanismo eficiente, justo y razonable de subsidios para que todos los integrantes de la comunidad puedan acceder al servicio eléctrico y que no se constituya sólo en el privilegio de los que puedan pagar por él su costo económico. Muchas gracias a todos por su atención. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Genta).- En su condición de particular interesado tiene la palabra la señora María Monserrat La Palma.

Sra. LA PALMA.- Muy buenas tardes a todos.


Agradezco, ya que ha dado lugar a un debate, que la Audiencia se haga en el lugar donde está la mayor parte de los afectados por la modificación de las tarifas. Debo decir también que  –y lo mencionó hoy el señor Luis Malagamba‑ como defensora recibí de la empresa un tratamiento diferenciado en relación con las otras empresas que prestan servicios públicos. Ello no implica que esté de acuerdo en este momento con el proyecto o la Carta de Intención firmada o que se está discutiendo. 

Lo primero que quiero decir es que ‑todos los defensores hemos hecho de los derechos humanos un punto esencial de nuestra actividad‑ los derechos humanos, universales, generales y demás, tienen, de acuerdo al momento histórico en que se imponen, un desarrollo diferente o apoyatura distinta. Creo que en este momento, en la situación particular de la República y de la región, es importante destacar que se ha tomado una región afectada por el mismo problema. Creo que en este momento justamente el derecho humano al desarrollo es uno de los más importantes y es el que está apoyando a los demás. En el estado de pobreza que hay, en el estado de desastre industrial del cual se está saliendo, es el que posibilita, por lo menos a futuro, la vida, la calidad de vida, y todos los otros elementos que son esenciales para el ser humano. 

Con esto quiero referirme a lo que entiendo por desarrollo. Según la definición hecha en 1987 por la Asamblea de las Naciones Unidas el 4 de diciembre, el desarrollo del cambio social global, en tanto proceso deliberado con la finalidad de dar igualdad de oportunidades, tanto en el plano nacional como regional y local, está directamente relacionado con el derecho de autodeterminación de los pueblos sobre sus recursos nacionales. En este caso, nos estamos refiriendo a los recursos de la naturaleza que vinculan dos elementos. Por un lado, a la naturaleza y a la técnica, y por el otro, a la relación entre los mismos seres humanos que pasan a protagonizar ese fenómeno.

En este sentido me parece importante señalar,  más allá  de las virtudes que anoté para la Audiencia, que esta Audiencia Pública, como otras muchas, no es un engaño destinado a modificar sus fines, pero tiene por lo menos omisiones notables.  Prácticamente casi todos los actores han mencionado que no fueron convocados en tiempo y forma para discutir esta cuestión. Esto vale para la Unión Industrial, para AGUEERA, para los organismos de defensa del consumidor y para la propia Defensoría local que tampoco fue convocada. Tenemos una utilización de uno de los elementos básicos que tiene la sociedad para defender sus derechos y se la desnaturaliza con esta forma de omisión, donde los protagonistas están ausentes, o van ya sobre el hecho semiconsumado.

Por eso me parece bien ‑y lo propongo yo también‑ que se tome a esta Audiencia Pública como la base para comenzar la discusión.

Habría que decir también que aquí hay una serie de problemas que no se han abordado. No voy a repetir lo que ya se dijo, sino que voy a hacer hincapié sobre aquellas cosas que no se han mencionado. Este no va a ser el primer aumento de tarifas eléctricas. La Resolución N° 23, del 4 de febrero del año pasado, aumentó ya a las tarifas 2 y 3 en un 15 y un 35 por ciento, alegándose que dicho aumento iba a facilitar la contratación directa con los generadores de electricidad y con los productores de gas. Ignoro el resultado; no está en el informe. Lo que sí sabemos es que en esta zona hubo una disminución importante de productores; de los aproximadamente ocho mil que eran, ahora hay alrededor de cinco mil que van a ser los afectados directos hoy. Pero todo el resto de los consumidores vamos a ser afectados a partir del año que viene.

Entonces, este régimen que se fija como una especie de transición tiene diferentes cuestiones que quiero resaltar. En primer lugar, se trata de un régimen de transición en primera etapa, pero va a pautar todas las condiciones de una concesión que vence en el 2087, con tarifas modificables y demás. Pero la concesión definitiva vence en el 2087 y en la cláusula 11 aparece lo que en el derecho internacional hace referencia a la Nación más favorecida.  En realidad, este contrato o convenio que se apruebe con EDELAP va a ser la pauta para fijar las otras tarifas de las otras grandes prestadoras pertenecientes a otras nacionalidades.

También queremos resaltar lo que se refiere a la calidad media, en el punto  5 del convenio, donde se toma el período 2000 a 2003. La concesión tenía para ese entonces diez años, que tienen que ser apreciados, porque está la media histórica y está el período que surgió después de la omisión de la ley de convertibilidad.  Creo que para determinar la calidad del servicio ‑lo que también se relaciona con las multas y las otras penalidades‑  hay que tomar esos diez años.

Otro punto que me parece muy importante resaltar, porque se habló acá también, es el referido al sacrificio compartido, en algunos casos a favor y en otros en contra. Esto fue fijado por la ley de emergencia económica y social. El sacrificio compartido debe pautarse a partir de dos o tres elementos y de la posibilidad de decidir de cada una de las partes. En este sentido, es totalmente asimétrica la posibilidad que tenemos los que estamos obligados directamente al consumo ‑porque estamos monopolizados por una empresa‑ para decidir con libertad en ese sentido. No sé si algunas industrias han podido hacer contrataciones directas con beneficios reales para ellas.

El otro punto que me parece importante es que si bien la renuncia a las condiciones de reclamo ante los tribunales arbitrales se hace en esta instancia, eso está apoyado en leyes que tienen vigencia y que el Congreso no ha tratado de derogar. En todos los casos se fija la posibilidad, para las empresas o para las personas, de recurrir a esos organismos internacionales para determinar las cosas que deben ser juzgadas en la Argentina. No es solamente el caso de EDELAP, sino de un montón de empresas. Acá todavía tenemos pendiente el caso de ZURICH y de ABSA. 

Por lo expuesto, adhiero a la mayor parte de las propuestas que se han hecho en el sentido de incluir toda la temática discutida, con las opiniones a favor y en contra y los puntos novedosos. 

A mí me parece muy interesante el tema de los subsidios y los beneficios. La tarifa social que sea incluida en el contrato debe implicar un subsidio directo, no cruzado, que lo reciba el interesado bajo las formas de registración que se estimen convenientes. Esto tiende a la universalidad y quizás a modificar más adelante el concepto de asistencia pública que se está haciendo en este momento en el país, que degenera en una serie de problemas que desvirtúan los contenidos democráticos.

Me parece importante señalar, por último, el necesario debate parlamentario que deben tener tanto esta cuestión como las otras que he señalado. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Genta).-  Tiene la palabra la señora Alicia Mabel Tórtora, en su condición de particular interesada.

Sra. TORTORA.- Soy presidenta del bloque de concejales del ARI de la ciudad de La Plata y hoy me presento ante esta Audiencia, lamentando, al igual que quienes me precedieron en el uso de la palabra, que representantes de otras provincias no hayan tenido la oportunidad de haber podido formar parte de este encuentro y que el mismo no se haya podido desarrollar en alguno de los hermosos teatros con los que cuenta la Ciudad de La Plata. Si hubiéramos tenido los chaparrones que se esperaban, me pregunto dónde estaríamos ahora. Mocionamos esto para la próxima vez que los organismos de control tengan que realizar un evento.


Esta Carta de Entendimiento dice que las partes alcanzaron un consenso sobre la renegociación del Contrato de Concesión de Distribución y Comercialización de Energía Eléctrica. Consideramos que surge clara, a lo largo de la misma, la ausencia de quienes debieran haber sido los actores principales de este proceso, tal como lo manifestaron las entidades que los representan: los usuarios.


¿La Secretaría Ejecutiva de la UNIREN ha cumplimentado su obligación a lo largo de este tiempo? ¿Se ha elaborado un informe del cual se desprende que se deberán introducir mejoras tendientes a que el Estado pueda controlarla?

¿Se cumple con las medidas de control necesarias si las auditorías van a estar a cargo de las personas elegidas por la empresa y pagadas por el Estado nacional?
Consideramos que la falta de recursos de los organismos de control a que se alude son un falaz condicionamiento que ha servido durante todos estos años para explicar lo inexplicable: la decisión política de no ejercer por omisión la labor de contralor en defensa de los derechos de los ciudadanos a través de los entes reguladores.


Quiero aclarar, al igual que los defensores que me precedieron en el uso de la palabra, que estando al frente de la Comisión de Usuarios y Consumidores del Concejo Deliberante de La Plata hemos tenido un trato excelente con la empresa EDELAP, situación que no se condice con las otras empresas prestatarias. A pesar de ello tenemos que dejar en claro que hay una ausencia por parte del Estado cuando valida los incumplimientos de EDELAP en sus obligaciones contractuales. Es una ausencia que ha permitido que en los años de emergencia económica EDELAP girara sus ganancias al exterior sin reinvertir en el país. Tuvieron ganancias que superaron y superan ampliamente los márgenes de utilidad que  se obtienen en otros países.


Ayer se informó sobre sanciones millonarias a EDENOR y EDESUR por incumplimientos en las inversiones en relación a la demanda. No podemos callar que los incumplimientos de EDELAP hoy se pretende convalidarlos a través de esta Audiencia, porque EDELAP no abonará un centavo de las multas que ha recibido y se la faculta a invertir ese monto, transformando una sanción en capitalización para la empresa.


Dice también la UNIREN que el objetivo es que las tarifas a los usuarios se correspondan con los costos de eficiencia de su prestación, tomando como parámetro un período que es inapropiado y desconociendo que ya ha habido aumentos tarifarios desde ese período a la fecha.


También menciona como objetivo evitar el comportamiento monopólico o de abuso de posición dominante, al tiempo que renegocia con una empresa que ha apremiado con la amenaza de suspensión del servicio si no se le otorgaban estas prebendas.


Dice la Carta que se observa necesario adecuar contenidos en función de preservar la accesibilidad, continuidad y calidad del servicio que se les brinda a los usuarios. Discrepamos al creer que no será tomando medidas transitorias para atenuar el impacto del tarifazo que se lo podrá conseguir.


Estamos frente al resultado de una negociación que consideramos oscura porque se necesitó que no se convocara a importantes actores sociales –que hoy denunciaron esa falta de convocatoria‑ que tienen interés en el tema, en virtud de no poder sostener en un ámbito verdaderamente participativo las condiciones de esta Carta.


Vienen a ser reforzadores de este oscurantismo la forma, el día y lugar de esta convocatoria que trata un tema tan importante que condiciona nuestro futuro. No olvidemos que este es el puntapié inicial para la renegociación del resto de las empresas privatizadas. Dudamos en presentarnos en esta audiencia porque consideramos que se podía estimar de algún modo que estamos avalando la legitimidad de la misma. Del mismo modo que los pasos precedentes en este proceso, consideramos que es una parodia de cumplimiento formal a fin de no dar lugar a impugnaciones. Esta modalidad avasalla el espíritu de participación y compromiso ciudadano que sustenta al mecanismo de la Audiencia Pública.


Esta Carta permitirá que el ENRE deje sin efecto las sanciones aplicadas, cierre los procedimientos administrativos a través de los cuales se sustancian las sanciones, formule el desistimiento del derecho y las acciones correspondientes a las causas que se tramiten judicialmente en cualquier instancia en que se encuentren por una compañía que al día de hoy está litigando con nuestro país en las cortes internacionales.


Es muy taxativa esta Carta en cuanto al resguardo de los intereses de la empresa, pero formula en forma muy vaga qué habrá de valorarse como incumplimientos significativos por parte de la misma. Nos preguntamos qué es un incumplimiento significativo, y en este punto lamento profundamente que no haya un sólo representante del Municipio platense ‑La Plata es el mayor usuario de EDELAP‑ que pueda dar fe de los incumplimientos que ha habido y de cuál es la calidad de prestación del servicio. EDELAP en La Plata no ha realizado las obras a las que estaba comprometida. Entonces, ¿qué se va a valorar como incumplimiento significativo? 

En el punto 4, Régimen Tarifario de Transición, se determina un aumento promedio del 23 % y se fija un tope de incremento de la tarifa media el 15%. Sin embargo, en el Inciso 13.2 se establece que si la Revisión Tarifaria Integral es superior, la misma se trasladará a las tarifas en tres etapas de aplicación, dos en 2006 y otra en febrero del 2007. Más aún, si las variaciones de precios de la economía tienen impacto sobre los costos del servicio, el ENRE podrá cada 6 meses o, en forma extraordinaria a pedido de la empresa, determinar un ajuste en los ingresos del concesionario. O sea, puede facultar otro aumento tarifario o autorizar a cambiar el plan de inversiones y la calidad de prestaciones.


Nos preguntamos qué otro actor económico de nuestro país contará con la garantía del Estado para tener la certeza de que su índice de ganancia no variará a pesar de los avatares de la economía. ¿Qué otros accionistas, además de los de EDELAP o del resto de las compañías privatizadas de servicios, podrán hacer un pedido extraordinario a una dependencia estatal que les garantice el reajuste permanente de su nivel de ganancia si la variación es igual o superior al 10%?


En contrapartida, toda empresa que desee instalarse en nuestro partido –soy representantes de los ciudadanos de la ciudad de La Plata‑ deberá continuar haciéndose cargo de los costos de planificar, proyectar y ejecutar la obra, sus gastos e inversiones, a fin de tener el servicio.


Respecto del reembolso de estos costos –quienes tienen que ver con el rubro de la producción y hoy me precedieron en el uso de la palabra no lo han dicho pero yo me permitiré decirlo‑, el usuario los deberá pagar sin anestesia si pretende llevar adelante un emprendimiento productivo. Nuevamente queda a futuro determinar la forma en que la empresa deberá hacerlo. Tal vez en veinte cuotas semestrales. ¿A partir de cuándo sería?


¿Qué asociación de usuarios que en verdad represente los intereses de los usuarios puede avalar estas condiciones? Más bien pareciera que todo esto tiende  a perpetuar la modalidad ‑y algunos de quienes hoy me precedieron en el uso de la palabra lo vivieron‑ de que el usuario continúe donando a la empresa la instalación que ha realizado y que luego la empresa muestra como inversión propia.


En esta Carta el Estado aclara que el cumplimiento de EDELAP con el Plan de Inversiones y el Régimen de Calidad del Servicio estará vigente siempre y cuando no existan hechos de casos fortuitos, fuerza mayor y/o restricciones en el mercado eléctrico mayorista. Es decir, deja en claro que no habrá de reclamar el cumplimiento del Plan de Inversiones ni de Calidad del Servicio, porque sabe que el mercado eléctrico mayorista está en crisis.

Si bien el Estado está en esta Carta evidenciando un trato privilegiado hacia los intereses de la empresa por sobre los de los Usuarios, no olvida poner al resto de las empresas concesionarias en igualdad de oportunidades. Ello queda claro en el inciso 11, titulado trato equitativo. En él se compromete a brindar a las empresas de transporte público y de distribución de electricidad un trato similar y equitativo al que hoy se le brinda a EDELAP.

Consideramos, por tanto, que desde su inicio el proceso de renegociación ha carecido del marco de transparencia necesario al no promover una amplia convocatoria de las asociaciones de usuarios; que la falta de transparencia ha tenido como objetivo cerrar un acuerdo en el cual el Estado no resguarda los intereses de los ciudadanos argentinos con el mismo celo que los intereses de las empresas extranjeras; que la convalidación de esta Carta de Entendimiento promueve un estatus de privilegio para las concesionarias; que las condiciones de esta Carta permiten readecuaciones tarifarias contrarias a los intereses nacionales, en tanto desalienta el desarrollo de la producción, y llevará a un aumento en la cadena de formación de precios. 

Todo ello redundará, tal como aquí se ha dicho, en un alto costo sobre la urdimbre social, que ya soporta un fuerte desajuste en los ingresos del ciudadano medio, y mantiene importantes bolsones en la pobreza extrema y en la indigencia. Sobre estos sectores también recaerá la implementación de tarifas sociales que utilicen un subsidio cruzado. 

La TIS debe ser subsidiada por las empresas estatales de servicio, en tanto la incorporación de nuevos usuarios implicará ingresos genuinos y menores situaciones de riesgo y tal y como ha sido demostrado por la experiencia en Mar del Plata, la implementación de la TIS permitió un aumento en las ganancias de la empresa.

Consideramos que el marco adecuado para la renegociación de los contratos con las empresas concesionarias no debe definirse por el mantenimiento de un usufructo que supera el nivel de ganancia internacional de las mismas. Es deber del Estado renegociar después de haber desarrollado un plan de desarrollo energético sustentable que contemple como prioridad un proyecto de desarrollo nacional. 

Por lo expuesto, nos oponemos a la celebración de este Acuerdo, que esperamos tenga en el ámbito del Congreso Nacional el debate y las modificaciones que consideramos amerita. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Genta).- Tiene la palabra el señor Carlos Alberto Raimundi, en su condición de particular interesado.

Sr. RAIMUNDI.- He sido legislador nacional y presido un partido político, pero hoy estoy aquí anotado como un ciudadano que nació y vivió toda su vida, que se desarrolla y tiene su familia en esta Ciudad de La Plata.


Siguiendo la línea de los dos expositores que me precedieron en el uso de la palabra, debo manifestar que la primera duda que me surge es para qué sirve esta Audiencia, en la que con todo respeto y con toda solidaridad se han escuchado opiniones de empresas de otras provincias ‑lo que es correcto‑, pero en la que éstas no han participado del proceso de fondo. La Audiencia es un punto formal, un requisito formal, que impide impugnaciones, pero al no ser vinculante, la cuestión de fondo era participar en el proceso de redacción de la Carta y no de esta Audiencia, sin por ello restarle valor. 

¿Cuál es el fondo y qué es lo formal? Sé que algunos, seguramente, en su mayor intimidad deben pensar que tienen que pasar este mal trago y bancarse unas cuantas horas escuchándonos, total después siguen haciendo lo que quiren.


Aquí hay una deformación muy fuerte sobre quiénes son las partes de este Acuerdo. Las partes de este Acuerdo son la UNIREN y la empresa, es decir, la empresa y el Estado. Las partes de un Acuerdo de esta naturaleza son la empresa y la sociedad, que tiene sus diferentes representaciones, y el Estado es un representante de la sociedad; no es un amigo del poder económico. (Aplausos.) Esta es la primera cosa que ha sucedido en la República Argentina durante los últimos quince años y que desgraciadamente sigue vigente.


Yo quisiera en estos breves minutos tratar de desmontar una lógica, tratar de dar un significado distinto a algunas palabras y no dar por sentados algunos conceptos que desprevenidamente no podemos dejar pasar así como se los dice.


Hoy escuchaba la alocución del presidente de la empresa y anoté textualmente una cosa con la que estoy de acuerdo, que es de sentido común y no una ecuación financiera. El dijo: nos va a ir tan bien o tan mal como la sociedad que integramos. Esta es una cuestión central. 


También hay otras cosas, como por ejemplo, que los usuarios o clientes residenciales tuvieron un ahorro por el descenso de la tarifa en relación con la década del 80 de 128 millones de dólares y los clientes industriales tuvieron un ahorro de 800 millones de dólares. SIC; así se dijo. Un minuto después se dijo que la tasa de rentabilidad de la empresa fue nada más de que de 2,5. Todos los que más o menos conocen este rubro saben que ésta no es una tasa de rentabilidad despreciable. Desde luego que hay otras tasas de rentabilidad de otros servicios que son superiores. Dicho así lo que uno siente como primera cosa es una especie de victimización de la empresa.  Nosotros tuvimos la grandeza de producir este ahorro a los clientes, industriales y comerciantes gracias a que tuvimos una tasa de rentabilidad nada más que de 2,5.  Lo primero que quiero desmontar es esta lógica de victimización de la empresa.


Si la empresa, a pesar de la distorsión que hubo post convertibilidad, logró seguir prestando el servicio fue porque en la etapa anterior había hecho un colchón lo suficientemente grande que le permitió sobrellevar los problemas posteriores. Esa gente, ese cliente, ese pequeño comerciante o empresario que ahorró ‑porque dicho así, parece la friolera de 800 millones de dólares‑ es el empresario que cerró, el comerciante que no pudo vender y el residencial que se quedó sin trabajo y le remataron la casa.  

Hay una asimetría muy grande y por eso hay que volver a algo tan esencial como el rol del Estado. El Estado no es una parte, sino un mandatario; es el que recibe el mandato de una sociedad y, por lo tanto, la representación o interlocución frente a la empresa es para tratar de reestablecer el equilibrio entre la fortaleza de una empresa y la debilidad de un ciudadano común. Eso es lo que acá está en juego y es lo que no está pasando. Eso es lo que desgraciadamente sigue tan desvirtuado como en la década del 90. 

Se dice que a pesar de todo se mantuvo un nivel de inversión inferior al de la década del 90, pero con tarifas congeladas. Varios expositores, poniendo número de resolución y montos precisos ‑la Unión Industrial, la ex defensora del pueblo de la ciudad‑, han desmentido que haya habido congelamiento de tarifas. Sin embargo, una cosa puede ser una tarifa congelada, pero es necesario ver qué le pasó a la sociedad en ese momento. 

La empresa tuvo la triste misión de congelar las tarifas, pero mientras la empresa congelaba las tarifas, ¿qué le estaba pasando a la sociedad, que es la que le tiene que dar sustentabilidad verdadera al servicio? La empresa puede haber congelado algún rubro de las tarifas, pero los asalariados, que son los que pagan la tarifa, perdieron el 50 por ciento del salario real. 

Tuve oportunidad de hacer para la CEPAL un trabajo de investigación sobre el CIADI. Ustedes saben muy bien que para concurrir al CIADI, para tener la legitimación activa, ser parte en una confrontación de CIADI, hay que tener mucho poder económico, mucha capacidad económica. Yo no puedo ir al CIADI, puede ir un consorcio internacional, como el dueño de las acciones mayoritarias de la empresa en cuestión. Ese consorcio internacional, durante la etapa en que un peso equivalía a un dólar, tuvo el nivel de inversión que tuvo porque los costos de inversión, con un dólar subvaluado, estaban baratos. Y porque recibían tarifas en dólares, porque se pagaba en pesos pero iban al banco, cambiaban un peso por un dólar y como había libertad de cambio la podían sacar del país.

En los seis meses previos a la crisis si un sector tenía el poder económico de legitimarse ante el CIADI es porque también tuvo el poder económico de tener información de lo que pasaba y llevarse la plata. Entonces hicieron los depósitos en dólares en el exterior. Y las deudas que tenían aquí después se pesificaron, y la ley de pesificación se dictó cuando el dólar no estaba tres a uno sino cuatro a uno. Yo era legislador en ese momento. Quiere decir que con una cuarta parte de los dólares que estaban depositados en las casas matrices del exterior licuaron los pasivos contraídos en el interior. ¡Miren qué víctimas!

Eso fue lo que pasó. Mientras a la gente, a la otra parte de esta relación que es la que el Estado tiene que proteger, se le imponía otra ley que decía “quédese tranquilo que los depósitos que usted tiene en el banco no se los van a tocar. Si usted depositó un peso, eso es un dólar”. La ley de intangibilidad de los depósitos. Y resulta que los grandes se llevaban la plata, licuaban pasivos. La gente que tiene que dar sustentabilidad al servicio es la que perdió los ahorros y el trabajo. 

Se dice que se alteraron los contratos, pero ¿y el contrato con el hospital público no se alteró? Sacrificio compartido, pero ¿qué es sacrificio compartido? Sacrificio compartido no implica que todos tengamos que aportar lo mismo. El que cobró tarifa en dólar ahora se tiene que dar cuenta que hay un sinceramiento de precios y el que se quedó sin trabajo no puede aportar lo mismo. Lo que hubo en Argentina fue justamente un sinceramiento. 

Si uno escucha exclusivamente la voz de la empresa, que es lo que refleja esta Carta de Intención, ve que una cosa es el texto y otra el mensaje. El mensaje dice que tenemos que recuperar los niveles de inversión. Cuando teníamos inversión y dábamos servicio de calidad era la década del 90, pero la década del 90 fue una ficción. Sólo a la sociedad argentina se le podía ocurrir por más de diez años que un peso era igual a un dólar. Entonces el mensaje es que para que el servicio que se presta vuelva a ser el mismo es necesario volver a la ficción. 

La sustentabilidad de un servicio no la da la rentabilidad extraordinaria, la da una sociedad que tenga capacidad para sostenerlo. Nos va a ir tan bien o tan mal como le vaya a la sociedad, y si a la sociedad la reventamos no resiste. No puede. Lo que ocurre es que están acostumbrados a una etapa que ya pasó, pero hubo un sinceramiento. 

Hubiera sido una gran oportunidad para que el Estado vuelva a ser Estado y vuelva a representar a quienes tiene que representar, para que el Estado represente al más débil frente al poder económico, no haciéndose amigo del poder económico para después justificarlo frente a la gente. Una oportunidad para que los entes de control no sean cooptados por las empresas que tienen que controlar, para que las empresas dejen de estar acostumbradas a llamar por teléfono y decir “che, vos que sos funcionario arreglame tal cosa” y “quedate tranquilo que te la arreglo”, porque se maneja por esa lógica, y si hay alguien aquí que no lo sepa es así. Hubiera sido una gran oportunidad para que el consumidor vuelva a ser el sujeto y no el objeto utilizado por el poder como instrumento. Muchas gracias. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (Genta).- Le corresponde el uso de la palabra a la señora Pamela Pittotore, en su condición de particular interesada, pero no se encuentra presente. Tampoco lo está quien continuara en el orden de exposiciones, el señor Simón Pipole, también en su condición de particular interesado. 

- Ocupa la Presidencia el Dr. Jorge Gustavo Simeonoff.
Sr. Presidente (Simeonoff).- La Secretaría de la Audiencia informa que no hay preguntas registradas, por lo tanto, no habiendo más oradores inscriptos ni preguntas formuladas que deban responderse, se da por concluida la presente Audiencia. Muchas gracias a todos. (Aplausos.)
· Es la hora 15 y 05.
Gabriela A. Lozano
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